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En relación con el análisis de la responsabilidad de la Nación colombiana por ese lamentable suceso, conviene advertir que mediante sentencia del 13 de febrero de 2013, la Subsección A de la Sección Tercera de esta Corporación condenó al Estado por los mismos hechos que se discuten en el presente litigio, circunstancia que determina que deba entenderse configurado el fenómeno de la cosa juzgada material respecto de los presupuestos fácticos que dan origen al presente encuadernamiento, habida cuenta de la identidad tanto de objeto como de causa existente entre aquel proceso y el sub judice. Con fundamento en lo expuesto, se impone concluir que la imputación de responsabilidad a la entidad pública demandada en el presente asunto debe realizarse con base en el título de falla del servicio, toda vez que se encuentra acreditado en el presente encuadernamiento –tal y como lo había entendido demostrado en pronunciamientos que hicieron tránsito a cosa juzgada en relación con los mismos hechos la Sección Tercera de esta Corporación– el comportamiento negligente y descuidado de la entidad demandada respecto del deber a su cargo de brindar protección y seguridad a los habitantes de Puerto Alvira, lo que posibilitó que tuviera lugar, en la forma en la cual se produjo, la toma armada a la referida población el día 4 de mayo de 1998.
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 PEDRO VICENTE BARAJAS SANABRIA Y OTROS

Demandado: MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL - POLICIA NACIONAL
Referencia: ACCION DE REPARACION DIRECTA
Conoce la Sala del recurso de apelación interpuesto por la parte demandada contra la sentencia proferida el 13 de febrero de 2005 por el Tribunal Administrativo del Meta, Sala de Descongestión, la cual, en su parte resolutiva, dispuso:

“PRIMERO.- SE NIEGAN LAS PRETENSIONES insertas en la demanda que en ejercicio de la acción de REPARACIÓN DIRECTA instauró, PEDRO VICENTE BARAJAS SANABRIA y MARIA CLEMENTINA JIMÉNEZ GALINDO contra LA NACIÓN – MINISTERIO DE DEFENSA – POLICÍA NACIONAL, por la presunta falla del servicio por omisión que permitió que ocurrieran los hechos que sufrieron los pobladores de Puerto Alvira – Meta, el 4 de mayo de 1998.  
SEGUNDO.- SIN COSTAS por lo considerado. Sin costas por no haberse demostrado su causación.

TERCERO.- DEVUÉLVASE el expediente al Director Seccional de Administración Judicial de Bogotá, para su traslado al Tribunal de origen (Acuerdo 2472 de 2004 del C.S de la J. Artículo 8)”
. 

1. ANTECEDENTES

1.1 Lo que se demanda.

Mediante escrito presentado el 3 de diciembre de 1999
, a través de apoderado judicial y en ejercicio de la acción de reparación directa, los señores Pedro Vicente Barajas Sanabria y María Clementina Jiménez Galindo instauraron demanda en contra de la Nación – Ministerio de Defensa- Policía Nacional, para que se declare su responsabilidad administrativa por omisión con fundamento en los hechos ocurridos en la  Inspección Jurisdiccional de Puerto Alvira el 4 de Mayo de 1998 y se condene al pago de una indemnización por los perjuicios ocasionados. 

1.2 Los hechos. 

Se narró en la demanda que el día 4 de mayo de 1998 en la Inspección Municipal de Puerto Alvira, comprendida en el municipio de Mapiripán, Meta, irrumpieron de manera violenta aproximadamente 200 hombres de las autodefensas A.U.C, quienes procedieron a sacar a los pobladores de sus casas y a agruparlos en el parque central de la referida inspección municipal, en donde les acusaron de guerrilleros; seguidamente los integrantes del grupo armado irregular procedieron a incendiar algunas de las casas de la población, locales comerciales y saquearon negocios y hogares. En ese momento, previa consulta de una lista que ya traían preparada, los hombres armados llamaron a 12 moradores del lugar para allí mismo degollarlos y balearlos; adicionalmente, se llevaron a otros pobladores del lugar, quienes posteriormente aparecieron muertos a la salida de la Inspección Municipal.

Continúa el relato efectuado en el libelo introductorio del litigio con la aseveración consistente en que los señores Pedro Vicente Barajas y su compañera permanente, María Clementina Jiménez, fueron testigos presenciales de los hechos ocurridos en el parque central de Puerto Alvira, habiéndoles sido ordenado –por parte del grupo armado al margen de la ley en comento– permanecer acostados boca abajo por más de dos horas, mientras ocurría la masacre y mientras les fueron saqueadas las pertenencias que se encontraban en su casa y en un negocio de residencias que tenían en Puerto Alvira, de suerte que se vieron desposeídos de sus electrodomésticos, joyas en oro y plata y dinero en efectivo producto de la venta de cerveza, gaseosa, maíz, arroz, cacao, ajonjolí, madera y empaques para granos.

Después de la partida de los alzados en armas, los demandantes Pedro Vicente Barajas y María Clementina Jiménez, junto con otros vecinos, asustados y aterrorizados, abandonaron el lugar y retornaron a él solo dos días después de ocurrida la masacre; recogieron lo más útil y huyeron definitivamente por el temor a la advertencia de los denominados paramilitares armados quienes amenazaron con volver para repetir lo ocurrido. Así las cosas, en Puerto Alvira los demandantes dejaron abandonadas sus propiedades, a saber: Un negocio de residencias denominado "Residencias Unidas" y dos casa-lotes, en una de las cuales funcionaba una bodega de víveres y abarrotes.

Se afirmó en el apartado contentivo de los hechos de la demanda que los señores Pedro Vicente Barajas y María Clementina Jiménez conviven en unión libre desde el año 1970; que los bienes de los cuales son propietarios los han adquirido con trabajo y esfuerzo común y que vivían desde doce (12) años antes de la ocurrencia de los hechos que dan origen al presente litigio, en la Inspección "La Cooperativa" del Municipio de Mapiripán.

Prosiguió el recuento fáctico efectuado por el actor con la referencia a que las autoridades departamentales y municipales tenían conocimiento de algunas amenazas efectuadas por los llamados grupos paramilitares sobre Puerto Alvira, advertencias que se habían consumado ya en julio de 1997, cuando ocurrió una violenta incursión en el perímetro urbano del municipio de Mapiripán, Meta; se indicó además que como consecuencia de estos hechos, la Defensoría del Pueblo, desde el mes de octubre de 1997, mediante escritos enviados al Ministerio de Defensa Nacional y al señor Comandante de la Séptima Brigada del Ejército, había advertido de los peligros y de las amenazas que se cernían sobre la Inspección Jurisdiccional de Puerto Alvira. 

Asimismo, expuso el accionante que la misma población civil, en un escrito calendado el 9 de enero de 1998, enviado a la Gobernación del Meta, así como la Defensoría del Pueblo Seccional Meta, la Defensoría del Pueblo a nivel nacional y otras entidades, advertían sobre la presencia de grupos armados que amenazaban la tranquilidad y ponían en peligro a la sociedad civil en Puerto Alvira; en concreto, le pidieron al Gobierno Nacional poner de su parte “para mantener alejados del casco urbano a los factores involucrados en el conflicto, llámense paramilitares, guerrilleros o, militares”. En el mismo sentido, señaló la parte actora que algunos colectivos de derechos humanos y la Defensoría del Pueblo, a través de oficios fechados el 15 y 16 de enero de 1998, dirigidos tanto a las autoridades departamentales como a las nacionales, reiteraron las denuncias respecto de las amenazas que se posaban sobre Puerto Alvira.

Agregó la demanda que en Puerto Alvira, como Inspección del municipio de Mapiripán, no existía para aquel momento cuartel, base o puesto militar o de policía; que, de hecho, el Alcalde de Mapiripán afirmó en una certificación que “[E]n Mapiripán existió el cuartel de Policía hasta el 17 de enero de 1996 fecha en la cual fue levantado, desde la época hasta el 20 de julio de 1997 no hubo presencia militar o policiva en el casco urbano de Mapiripán, desde el 20 de julio de 1997 hasta el 8 de noviembre hizo presencia el Ejército Nacional en el perímetro urbano de Mapiripán. En la actualidad no existe cuartel de policía, ni presencia del Ejército”.

Se relató, asimismo, que a raíz de los hechos ocurridos el 20 de julio de 1997 en Mapiripán, Meta, la Fiscalía General de la Nación detuvo al General de la República, Jaime Humberto Uscátegui, Comandante de la Segunda División del Ejército, por acusaciones en su contra de haber incurrido en actuaciones culposas; de igual manera, que la Procuraduría General de la Nación, el 22 de Junio de 1999, llamó a rendir descargos a cuatro generales del Ejército Nacional y a un coronel de la Policía Nacional, por investigaciones sobre los hechos ocurridos en Mapiripán. 

1.4 Trámite de la primera instancia. 

Mediante providencia calendada el 31 de enero de 2000, el Tribunal Administrativo del Meta admitió la demanda
; notificado el auto admisorio de la misma a la entidad pública accionada, ésta le dio oportuna contestación mediante escrito a través del cual manifestó que no le constaban la mayor parte de los hechos en los que se fundamenta el libelo introductorio del litigio; afirmó que es un imposible categórico el tener control absoluto del territorio, toda vez que en manera alguna el Ejército y la Policía Nacional son entidades omnipresentes y omnipotentes, sino que la misma realidad del conflicto armado hace imposible cubrir cada centímetro del territorio. Afirmó que dicha dificultad se ve aumentada dada la “casi nula colaboración ciudadana”
. En conclusión, aseguró el apoderado de la parte accionada que el concepto de falla en la prestación del servicio que aduce el accionante implica necesariamente identificar un elemento de “relatividad”, pues no se puede entender que el Estado colombiano deba contar con recursos y elementos humanos y tecnológicos de los países desarrollados para proteger a la totalidad de los ciudadanos; por este motivo, en criterio del apoderado del Ministerio de Defensa Nacional éste no debe responder por los daños cuyo origen se atribuye a los hechos narrados en la demanda. 

Mediante auto de fecha 14 de abril de 2000 se abrió el proceso a pruebas
; una vez expirado el período probatorio, el 9 de junio de 2003 se llevó a cabo audiencia de conciliación que se declaró impróspera por no existir ánimo conciliatorio de las partes; en la misma audiencia se declaró surtida la etapa probatoria y se dispuso correr traslado a las partes para alegar de conclusión. Corrido el traslado tanto a las partes para alegar de conclusión como al Ministerio Público para rendir concepto de fondo en la primera instancia a través de auto del 2 de octubre de 2003
, se pronunció la parte actora, mientras que la demandada y el Ministerio Público guardaron silencio.

 En sus alegatos, la parte actora reiteró la existencia de múltiples comunicaciones enviadas por parte de la población civil y de la Defensoría del Pueblo a las autoridades tanto nacionales como departamentales, en las cuales se alertaba sobre la difícil situación de seguridad existente en Puerto Alvira, lo cual, a juicio del demandante, constituye el factor determinante para configurar la responsabilidad administrativa por omisión, por parte de la Nación. De igual manera, el actor hizo una extensa referencia al material probatorio que en su sentir acredita la entidad de los perjuicios causados a los demandantes. Finalmente, hizo alusión en sus alegaciones a una sentencia del Tribunal Administrativo del Meta, dictada el 25 de febrero de 2003, dentro del proceso radicado bajo el No. 1999-165, en el cual habría fungido como demandante la señora Anatilde Bernal de Ortiz y como demandados la Nación-Ministerio de Defensa Nacional y el Departamento del Meta, litigio que habría tenido origen en los mismos hechos ocurridos en  Puerto Alvira en los cuales encuentra su causa el presente encuadernamiento, proceso aquél en el cual expresó el accionante que se declaró administrativamente responsable a la Nación y se la condenó a indemnizar los perjuicios sufridos por la allí demandante. 
1.4 La sentencia apelada. 

El Tribunal Administrativo del Meta, tras efectuar tanto un recuento de los hechos, como el correspondiente análisis del caudal probatorio recaudado en el plenario, negó las pretensiones de la demanda por considerar que no se encuentran demostrados los requisitos para que se configure la falla del servicio por omisión alegada por los demandantes, a saber: a) la existencia de una obligación legal a cargo de la entidad demandada; b) la omisión de poner en funcionamiento los recursos necesarios para dar cumplimiento al referido deber legal; c) un daño antijurídico padecido por la parte actora y d) la existencia de una relación de causalidad entre la obligación omitida y el daño irrogado a los demandantes.

Lo anterior en consideración a que, en el criterio del Tribunal Administrativo a quo, si bien es verdad que quedó demostrado en el proceso que tanto la población civil de Puerto Alvira como la Defensoría del Pueblo realizaron múltiples advertencias respecto de la difícil situación de orden público registrada en dicha localidad y del peligro que se cernía sobre la misma debido a las amenazas efectuadas por grupos armados, circunstancias agravadas por el hecho de no existir una estación de Policía en la aludida inspección municipal, no resulta menos cierto que también se encontró demostrado que la Policía Nacional, a través del Comando del Departamento de Policía del Guaviare, puso en funcionamiento todos los recursos que tenía a su disposición para dar cumplimiento a su deber legal de proteger a la población, atendiendo a las especiales circunstancias no sólo geográficas sino también de seguridad de Puerto Alvira.

Por otra parte, se expresó en la sentencia de primera instancia que los servicios de inteligencia tanto de la Policía como del Ejército Nacional actuaron en debida forma, toda vez que intensificaron los puestos de control y llevaron a cabo la captura de algunos individuos; asimismo, se tuvo en cuenta en el fallo apelado que los informes elaborados por la Cruz Roja algunos meses antes de la incursión armada que dio origen al presente proceso arribaban a la conclusión de que existía absoluta normalidad en la situación de seguridad de Puerto Alvira, además de que se celebraron tres Consejos de Seguridad antes del 4 de mayo de 1998, en los cuales participaron miembros de la comunidad de Mapiripán y de todas sus veredas, sin que en una sóla de tales reuniones alguna persona hubiere manifestado preocupación por la situación de orden público.

Concluyó el fallo impugnado que se demostró en el proceso que los hechos violentos ocurridos en Puerto Alvira el 4 de mayo de 1998 resultaban absolutamente imprevisibles para la entidad demandada y, por ende, dan lugar a la configuración de la eximente de responsabilidad consistente en el “hecho exclusivo de un tercero”, la cual cierra toda posibilidad de atribuir algún tipo de responsabilidad al Estado en el asunto sub judice. 

1.5 El recurso de apelación. 

Inconforme con el sentido del pronunciamiento referido en el acápite anterior, la parte demandante interpuso el recurso de apelación. En el mismo, de manera escueta reiteró el contenido de las diferentes misivas y demás documentos que informaban a las autoridades de la situación de orden público de Puerto Alvira y de las amenazas que se cernían en contra de sus pobladores, previamente a la ocurrencia de los hechos que originan el presente litigio; enfatizó en  las comunicaciones de la Defensoría del Pueblo, Regional Meta, mediante las cuales se le pedía al Ministerio de Defensa tomar medidas urgentes para evitar que se consumaran las múltiples amenazas de realización de conductas violentas en contra de los pobladores de Puerto Alvira. 

Tales elementos demostrativos, en criterio del apelante, evidencian que los sucesos ocurridos el 4 de mayo de 1998 en Puerto Alvira no eran irresistibles e imprevisibles para la demandada y, por lo tanto, que no se trató de un hecho causado exclusivamente por un tercero sino, por el contrario, que la acción armada en contra de la población de Puerto Alvira constituyó un acontecimiento claramente anunciado, que se produjo sin que el Estado atendiera las múltiples alarmas que se activaron con el fin de alertarlo, no obstante lo cual las autoridades abandonaron a su suerte a la población, omitiendo su deber tanto constitucional como legal de proteger la vida, honra y bienes de los ciudadanos. Por consiguiente, en el sentir del impugnante se encuentra acreditada la concurrencia, en el asunto sub examine, de los 3 elementos necesarios para que se configure la responsabilidad estatal por omisión, esto es (i) una falla del servicio, (ii) un daño y (iii) una relación de causalidad entre la primera y el segundo. 

Finalmente, en el escrito contentivo del recurso de alzada se reiteró la existencia de múltiples investigaciones tanto administrativas como penales adelantadas en contra de miembros de la Fuerza Pública por los hechos ocurridos en Mapiripán, Meta, así como de condenas impuestas por parte no sólo de la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo sino también de tribunales internacionales en contra del Estado colombiano por su responsabilidad en la incursión violenta acaecida en el varias veces mencionado municipio de Mapiripán
.

 1.6 Trámite de la segunda instancia.

El recurso de apelación fue concedido a través de auto de fecha 11 de mayo de 2005
 y admitido mediante providencia calendada el 28 de octubre de la misma anualidad, toda vez que fue oportunamente interpuesto y sustentado por la parte demandante
.

A través de proveído del 17 de febrero de 2006
 se  corrió traslado tanto a las partes para alegar de conclusión como al Ministerio Público para rendir concepto de fondo en la segunda instancia; en esta oportunidad procesal intervino la parte demandante, mientras que la demandada  y la Procuraduría General de la Nación, guardaron silencio. 

La recurrente presentó idénticos pedimentos y formuló exactamente los mismos argumentos que esgrimió en el escrito contentivo del recurso de alzada
. 

A través de escrito presentado el 28 de marzo de 2006
, el recurrente solicitó “impartir especial trámite de la referencia con el fin de producir sentencia en el menor tiempo posible”, bajo el amparo de lo normado por el artículo 18 de la ley 446 de 1998 que permite formular una solicitud de decisión más pronta del proceso cuando el mismo reviste “importancia jurídica y trascendencia social”. En respuesta a la anterior petición, mediante auto del 11 de mayo de 2006 se concedió la prelación de fallo deprecada por la demandante
.

2. CONSIDERACIONES
2.1 Lo que se debate.
Teniendo en cuenta el panorama que se ha dejado expuesto, para resolver el asunto que se somete a su consideración dentro del presente proceso, la Sala, (i) previa relación del material probatorio que obra en el expediente, (ii) se pronunciará respecto de si se encuentra probada, o no, la responsabilidad del Estado en torno a los hechos descritos anteriormente; a tal efecto resultará necesario también realizar especial referencia al fenómeno de la cosa juzgada y a su incidencia en el caso sub examine. 
2.2 El material probatorio recaudado en el proceso. 
Los siguientes son los elementos acreditativos de los cuales se ha hecho acopio en el presente proceso, cuya valoración debe llevarse a cabo con el propósito de dilucidar si procede, o no, declarar la responsabilidad del Estado por los hechos ocurridos el 4 de mayo de 1998 en Puerto Alvira, Mapiripán, Meta y, consecuentemente, condenar a la entidad demandada a reparar los daños cuya causación alega la parte actora: 

a. Contrato de promesa de compraventa de una casa lote ubicada en el perímetro urbano de Puerto Alvira, que suscribieron Einer de Jesús Guzmán, como promitente vendedor y Pedro Vicente Barajas Sanabria, como promitente comprador, el 12 de enero de 1993
.

b. Contrato de compraventa con reserva de dominio de un establecimiento de comercio con sus respectivos enseres, ubicado en Puerto Alvira (Meta), de nombre "Residencias Unidas", suscrito el 9 de mayo de 1990, en el cual actuaron como vendedor el señor José Mariano Murillo Herrera y como compradores los señores Pedro Vicente Barajas Sanabria y María Clementina Jiménez Galindo
.

c. Contrato de promesa de compraventa suscrito el 20 de octubre de 1987, respecto de una casa lote ubicada en el perímetro urbano de Puerto Alvira, en el cual fungió como promitente vendedor el señor Rodrigo Pinto y como promitente comprador el señor Pedro Vicente Barajas Sanabria
.

d. Recibos de pago expedidos por la Empresa Comunitaria de Electrificación de Puerto Alvira, por concepto de prestación del servicio público domiciliario respectivo durante el período comprendido entre los meses de enero de 1996 y agosto de 1997
. 

e. Recibos de pago expedidos por la Empresa de Acueducto y Alcantarillado de Puerto Alvira, por concepto de prestación del servicio público domiciliario respectivo durante los años 1996 y 1997, a nombre de Pedro Barajas y María Clementina Jiménez
.

f. Recibos de pago por concepto de “Servicio Industria y Comercio” de las Rentas Municipales del Departamento del Meta a nombre de Pedro Vicente Barajas y María Clementina Jiménez, correspondientes a los años 1996 y 1997
.

g. Certificado suscrito por el Alcalde de Mapiripán (Meta), el 26 de noviembre de 1999, en el cual se dejó consignada la siguiente información: 

“(…)Que el señor PEDRO VICENTE BARAJAS, con cédula de ciudadanía No. 2.227.810 de Ibagué y la señora MARÍA CLEMENTINA JIMÉNEZ GALINDO con cédula de ciudadanía No. 24.463.582 de Armenia, Quindío, han sido residentes de la localidad de Puerto Alvira, jurisdicción del Municipio de Mapiripán donde han sido propietarios de las Residencias Unidas y dos casas lotes más, desde hace doce años (…)”.

h. Oficio radicado bajo el número DRM-5013-1340, fechado el 4 de junio de 2003, mediante el cual el Defensor del Pueblo, Regional Meta, remite al Tribunal Administrativo del Meta documentación autenticada relativa a los hechos ocurridos en Puerto Alvira que dan origen al presente litigio; entre dichos documentos se encuentra la comunicación No. 050-2833, emanada de la Defensoría del Pueblo Regional Villavicencio, calendada el 19 de octubre de 1997 y con destino  a los señores Comandante de la Cuarta División del Ejército
, Comandante de Policía del Meta y Llanos Orientales
, Gobernador del Departamento del Meta
, Comandante de la Séptima Brigada del Ejército Nacional
, Ministro de Defensa
 y Ministro del Interior
, en la cual se señaló:

“Quiero hacer llegar a usted, formalmente la petición allegada a ésta Defensoría por ciudadanos residentes en Puerto Alvira, más conocido como Caño Jabón, del municipio de Mapiripán (Meta), en la cual esta comunidad indica ser objeto de “… medidas tan drásticas que solo afectan la población civil, como impedir el abastecimiento de alimentos básicos para nuestro sustento, el transporte de mercancías y la libre movilización aérea y terrestre de los moradores de estas localidades, sólo conllevan a un conflicto más agudo, social y económico.

Sobre el mismo tema el semanario LLANO 7 DÍAS, de la semana del 14 al 20 de octubre del presente destaca la noticia del bloqueo a CAÑO JABÓN, en donde además se denuncian las amenazas de grupos armados al margen de la ley sobre la pista de aterrizaje y aeronaves que pretendan llegar allí.

Todo con el agravante de no existir en la región ningún tipo de autoridad civil, militar o de policía.

Esta situación ya fue advertida por esta Regional, en Consejo de Seguridad anterior sin que se virtualizara ninguna (sic) solución concreta.

Por lo expuesto y por cuanto amenazan y vulneran derechos fundamentales de las personas y de la antedicha comunidad, pido a Usted, tomar las medidas del caso en asocio de las autoridades militares y de policía correspondientes a fin de preservar la vida y la integridad de estos ciudadanos y gestionar la ayuda inmediata que requieren así como el transporte y abastecimiento correspondiente[s].

En igual sentido me estoy dirigiendo a los Comandantes de la IV División y 7ª Brigada al Comandante de la Policía del Meta y Llanos Orientales y al señor Ministro del Interior y de Defensa, para lo correspondiente a sus funciones.

Ruego a usted informar a esta Defensoría sobre las medidas y soluciones adoptadas y comunicarnos oportunamente para que obre dentro de la queja que aquí se adelanta bajo el número de la referencia, art. 15 Ley 24/92”.

i. Oficio de fecha 23 de octubre de 1997, suscrito por el Director de la Regional Seis de la Aeronáutica Civil y dirigido al Segundo Comandante de la Séptima Brigada del Ejército Nacional
, en el cual puede leerse lo siguiente: 

“(…) Dando contestación a su oficio 6607 BR7-DH-725 relacionado con la operatividad de la pista de Puerto Alvira, revisado el Listado Relación General de Aeródromos, la pista en mención aparece con permiso indefinido, entidad explotadora Junta Ornato, actualmente no existe ningún tipo de restricción para la operación de la misma. A partir del mes de octubre de 1997 de acuerdo a las estadísticas de aterrizajes y despegues, su operación se ha reducido en un 90%, desconocemos los motivos (…)”

j. Oficio No. 6674 de fecha 24 de octubre de 1997, remitido por el Comandante de la Séptima Brigada del Ejército Nacional a la Defensoría Regional del Pueblo Departamento del Meta
, en el cual se dejó consignada la siguiente información: 

“(…) el personal militar que se encuentra en el Aeropuerto Vanguardia de la ciudad de Villavicencio, cumple la misión de prestarle seguridad y control a las instalaciones de dicho terminal aéreo y bajo ninguna circunstancia se está ejerciendo restricciones para el desplazamiento de personas, transporte de alimentos y vuelos de aeronaves que salen para los diferentes municipios o localidades del departamento del Meta y menos en el caso especial de la localidad de Puerto Alvira o Caño Jabón. 

A su vez, se le ofició a la dirección de Aeronáutica Civil, la cual dio respuesta que en ningún momento hay restricción para la operación aérea a ese municipio y, de acuerdo a las estadísticas de aterrizajes y despegues, su operación se ha reducido en un 90%, desconociendo los motivos. 

Según información del Batallón París, la Población de Puerto Alvira ha continuado recibiendo toda clase de alimentos por vía fluvial a través del río Guaviare (…)”

k. Comunicación de fecha 5 de noviembre de 1997, mediante la cual el Secretario Privado del Ministro del Interior informó a la Defensora del Pueblo Regional Meta que recibió la comunicación enviada por ésta el 24 de octubre de la misma anualidad, mediante la cual informaba a aquél que la comunidad de Puerto Alvira se encontraba sometida a un bloqueo al suministro de alimentos y al tránsito libre de personas y mercancías, por parte de grupos al margen de la ley y que dada la naturaleza del tema, daba curso de la referida misiva tanto al Director General de la Policía Nacional como al Comandante General del Ejército Nacional, solicitándole a dichos funcionarios disponer la adopción de las medidas correspondientes
.

l. Informe de la reunión celebrada el 19 de noviembre de 1997 en la Sala de Juntas de la Gobernación del Meta, a la cual asistieron quienes entonces se desempeñaban como Gobernador del Meta, Comandante de la Séptima Brigada del Ejército Nacional, Comandante de Policía del Departamento del Meta, Defensora del Pueblo, Regional Villavicencio, abogado de la Defensoría del Pueblo y representantes de las empresas de aviación Latina de Aviación, Saviare y Menegua, entre otras
; el informe en mención da cuenta de lo siguiente:

“Inicialmente toma la palabra el Comandante de la Séptima Brigada, general Jaime Humberto Uscátegui, quien indicó que ésta reunión se adelantaba con base en oficio de la Defensoría Regional de fecha 15 de octubre en el cual se denuncia la restricción de vuelos y abastacimientos por avión a Puerto Alvira (Caño Jabón) en jurisdicción de Mapiripán (Meta) y en otros sectores del Departamento, reconociendo que efectivamente ha habido una serie de inconvenientes y que se han paralizado y disminuido los vuelos a Puerto Alvira debido a la circulación de panfletos atribuidos a los ‘paramilitares’ con amenazas y en otras zonas como Miraflores (Guaviare) por amenazas de las FARC.

(…)

Retoma la palabra el General Uscátegui para decir que de acuerdo a lo manifestado por los presentes, todas las empresas vuelan a Miraflores y abastecen a las FARC, paramilitares y narcos, pero se abstienen de prestar servicio al Ejército.

Que llegan a su comando oficios denunciando la presencia en todas partes de las AUC, lo que los obliga a enviar tropas, dejando municipios y sectores sin personal y quedando expuestos a la guerrilla.

Que pareciera que se invirtieron los valores siendo el Ejército, como el árbitro entre los paras y guerrilla.

Que extraña que no se reciban ‘quejas de la guerrilla sino de los paras’ por lo cual no sabe qué hacer ya que sus tropas sólo alcanzan para dar protección a las cabeceras municipales y que está cansado de dar contestación a tantos oficios que le llegan.

Se sucede un cruce de palabras entre la Defensora Regional, Dra. Rocío Esperanza López de Robinson, quien le reclama respeto al General Uscátegui, quien pretende fustigar la labor de la Defensoría por lo cual la Defensora indica que se retira en señal de protesta de la reunión, lo que trata de hacer igualmente el General, interviniendo otras asistentes para evitarlo y que se prosiga en la reunión.

Superado el impase, se concluye por el representante militar, General Uscátegui, que el Ejército a su mando no tiene disponibilidad para dar seguridad a gran parte del territorio, pero que ante lo denunciado militarizará a Puerto Alvira o Caño Jabón.

Finalmente interviene el Gobernador, Dr. Alfonso Ortiz Bautista, para hacer un reconocimiento a la labor del Ejército y Policía (sic) y para expresar ante la sorpresa de los asistentes que ‘para los militares no existen [los] derechos humanos’ y que ‘algunas instituciones del Estado tienen o asumen posiciones sesgadas al respecto’.

Se termina la reunión entreviéndose una rara atmósfera de parte del representante militar y del Gobernador del Departamento, por las denuncias de los organismos de los derechos humanos que reclaman la garantía para las comunidades y para prevenir la vulneración de los derechos humanos, lo que motivará que se oficie separadamente al Gobernador por ser inaceptables sus pretendidas afirmaciones”.

m. Comunicación No. 050-3304, de fecha 4 de diciembre de 1997, remitida por la Defensora del Pueblo, Regional Villavicencio, a los señores Ministro de Defensa
, Ministro del Interior
, Gobernador del Departamento del Meta
, Comandante de la Séptima Brigada del Ejército
, Comandante de la Policía del Meta y LLanos Orientales
, Comandante de la Policía Nacional
 y Comandante de la Policía Guaviare
, en la cual se manifiesta textualmente lo siguiente:

“(…) De manera cordial, me permito remitirle copia del oficio enviado a este despacho por parte de la Comunidad de Puerto Alvira, en la que solicitan protección al derecho fundamental a la Vida, por la presencia al parecer de grupos al margen de la ley conocidos como paramilitares(…)”

n. Oficio No. 4277 del 12 de diciembre de 1997, emanado de la Dirección Operativa de la Policía Nacional, con destino a la Defensoría del Pueblo, Regional Villavicencio, mediante el cual el remitente informa que el documento contentivo de la solicitud formulada por la comunidad de Puerto Alvira para que se le brinde protección al derecho a la vida, fue enviado al Comando del Departamento de Policía Meta, con el fin de que fuesen adoptadas las medidas del caso
.

o. Comunicación suscrita por el Secretario Privado del Ministro del Interior, calendada el 15 de diciembre de 1997 y dirigida a la Defensora del Pueblo Regional Meta, mediante la cual el primero de los funcionarios en mención expresa a la segunda que acusa recibo de la comunicación de ésta del 9 de diciembre de 1997, por medio de la cual le informó de la existencia y del contenido del oficio enviado a la Defensoría por la comunidad de Puerto Alvira, en el que solicita la protección al derecho fundamental a la vida, por la presencia de paramilitares en dicha localidad. En el oficio en comento, el Secretario Privado del Ministerio del Interior expresó que dada la naturaleza del tema, dio curso de la misiva recibida tanto al Director General de la Policía Nacional como al Comandante General del Ejército Nacional para que tomaran las medidas correspondientes.

p. Copia auténtica de la carta enviada por algunos pobladores de Puerto Alvira, el 9 de enero de 1998, a la Defensoría del Pueblo, Regional Villavicencio, en la cual los firmantes afirmaron cuanto a continuación se transcribe
:

“Nosotros, los abajo firmantes, ciudadanos de bien, colombianos, mayores de edad, vecinos de Puerto Alvira, Departamento del Meta, Inspección de Mapiripán, que conformamos un grupo de gentes honestas, dedicados al comercio organizado, tanto en la producción de alimentos agrícolas, víveres, ganadería y que estamos contribuyendo con los impuestos al igual que toda la comunidad, que estamos radicados en esta región y por eso firmamos el presente memorial de denuncia y alerta al Gobierno Nacional, para que contribuya en (sic) mantener la paz, la seguridad y, en especial, la tranquilidad de la población civil de ésta región, ajena al conflicto de orden público que nos afecta, poniéndole de presente que se oyen amenazas de posibles enfrentamientos armados entre los paramilitares, los guerrilleros y el Ejército Nacional, aquí es donde existe la sosobra (sic) de que un día la guerrilla se va a tomar el casco urbano de Puerto Alvira, otro día, que los grupos paramilitares también acantonados cerca, se van a tomar la Inspección donde vivimos cerca de 1.500 familias.

Estas amenazas, cada vez se hacen más fuertes y frecuentes de lado y lado, hasta el punto de que ya se está presentado escasez en el abastecimiento de artículos de primera necesidad que llegan a esta población tanto por vía terrestre como fluvial, pues existen retenes controlados por las fuerzas en conflicto, donde sólo resultamos afectados los habitantes, que sólo tenemos nuestro patrimonio en este terruño, en especial se afecta a los ancianos, mujeres y los niños que ya están sufriendo retraso en su educación, atención médica y en especial en su nutrición, pues la alimentación es cada vez más escasa.

Se tiene conocimiento que las fuerzas en conflicto ya están cerca de Puerto Alvira.

Es por esa razón que acudimos a las diversas instancias del Gobierno Nacional, a las organizaciones neutrales como lo son la Cruz Roja Internacional, la Defensoría del Pueblo, la curia o la Iglesia Católica de esta región, otras organizaciones religiosas y las instituciones encargadas de velar por los derechos humanos, así como los medios de comunicación masiva del país, para que pongan su grano de arena, para evitar que se presenten los atropellos acostumbrados en las escaladas e incursiones armadas que han sufrido en todas las otras regiones de nuestro país así afectadas, pues éste temor se acrecienta cuando de pronto a la llegada de grupos armados no gubernamentales mal informados, nos consideren ayudantes de uno u otro bando y comienzan a efectuar o a ejecutar su propia justicia, pasando por encima de las vidas de personas inocentes.

En concreto, les rogamos al Gobierno y a las entidades arriba citadas se sirvan poner de su parte, de una manera positiva, para mantener alejados del casco urbano a los factores involucrados en el conflicto, llámense paramilitares, guerrilleros o militares, haciendo presencia las entidades neutrales para verificar y afianzar la confianza y tranquilidad de los moradores de la región”.

q. Oficio No. 050-011, del 14 de enero de 1998, enviado por la Defensoría del Pueblo, Regional Villavicencio, a los señores Gobernador del Departamento del Meta
, Comandante de la Policía del Meta y LLanos Orientales
, Comandante de la Séptima Brigada del Ejército Nacional
, Ministro de Defensa
, Comandante de la Cuarta División del Ejército Nacional
, Ministro del Interior
, Director de la Policía Nacional
, Defensor del Pueblo
 y Procurador General de la Nación
; en el oficio en cuestión se señaló:

“Nuevamente esta Defensoría ha recibido escrito petitorio de numerosos ciudadanos residentes en Puerto Alvira (Caño Jabón) del municipio de Mapiripán (Meta), en el cual esta comunidad denuncia y alerta al Gobierno Nacional ‘para que contribuya en mantener la paz, la seguridad y en especial la tranquilidad de la población civil de la región’ por cuanto son ajenos al conflicto y expresan temor por enfrentamientos cruzados entre diferentes sectores armados como paramilitares, guerrilla y ejército.

“Es preocupante … lo denunciado, por cuanto manifiestan que viven en la zozobra de la toma del casco urbano por la guerrilla o por los grupos mal llamados paramilitares, quienes están acantonados cerca.

“Transcribimos entonces … esta petición a su despacho, por cuanto se amenazan y vulneran derechos fundamentales de personas y de toda una comunidad a fin de que se tomen las medidas aconsejables en asocio de las autoridades militares y de Policía correspondientes con el propósito de prevenir hechos y preservar la vida e integridad de estos ciudadanos colombianos”.

r. Oficio No. 00184, del 28 de enero de 1998, remitido por el Inspector General de la Policía al Subcomandante del Departamento de Policía Guaviare
, mediante el cual aquél remite a éste copia del documento originado en la comunidad de Puerto Alvira, de fecha 4 de diciembre de 1997 y expresa cuanto se transcribe a continuación: 
“(…) Atentamente envío al señor Mayor copia del oficio remitido por el Secretario Privado del Ministerio del Interior al Director General, en el que se informa que la Doctora Rocío Esperanza López de Robinson, Defensora del Pueblo Regional de Villavicencio, se ha dirigido a ese despacho para dar a conocer la situación de la comunidad de Puerto Alvira, en la que solicitan protección al derecho fundamental a la vida, por la presencia al parecer de grupos al margen de la ley conocidos como paramilitares (…)”

rr. Comunicación identificada como S. Gob. 144, del 9 de febrero de 1998, dirigida por el Secretario de Gobierno y Desarrollo Comunitario del Departamento del Meta, al Defensor Regional del Pueblo en dicho Departamento
, en cuyo contenido se advierte lo siguiente: 

“(…) Respecto a la queja de la referencia, atentamente informo a usted, lo siguiente: 

“El Próximo 15 de febrero del presente año, el Gobierno Departamental, en asocio de funcionario del Gobierno Nacional, Fuerzas Militares y de Policía, se trasladarán a MAPIRIPÁN Y CAÑO JABÓN (PUERTO ALVIRA), con el objeto de conocer de primera mano, la situación que viven estas poblaciones con el fin de diseñar una estrategia que alivie la aflicción de sus habitantes(…)”.

s. Oficio No. 0564/DIROP – ASDIS, emitido por la Dirección Operativa de la Policía Nacional, con destino a la Defensoría del Pueblo, Regional Villavicencio, del 5 de marzo de 1998
; en el escrito en mención puede leerse:

“Esta dirección y el área de derechos humanos de la Inspección General mediante oficios Nros. 00184 del 280198 y memorando No. 4040 del 121197, solicitó al Comando departamento Policía Guaviare, un informe que permitiera aclarar la denuncia presentada por la comunidad de Puerto Alvira y las acciones adelantadas para controlar la presencia de grupos al margen de la ley.

Mediante oficio No. 106 del 150198, el comando comunicó que según información recibida por la seccional de policía judicial, en la actualidad todo en Puerto Alvira más conocida como Caño Jabón es absolutamente normal, no hay restricción del tránsito libre de personas, transporte de mercancías y la movilización aérea y terrestre de los moradores es normal, no se ha tenido conocimiento de alteración del orden público por parte de grupos al margen de la ley, adjunto a la información las respuestas recibidas por el secretario de gobierno y el inspector de policía de Mapiripán que coincidieron en afirmar que la situación de orden público es absolutamente normal, sin restricciones de ninguna índole.

A su vez, con el oficio 0404 del 120298 informó al Inspector General de la Policía que se han incrementado las acciones de inteligencia por parte de la SIJIN y la SIPOL con miras a ubicar e identificar a los integrantes de los grupos paramilitares…

Para su conocimiento la estación de Policía de Puerto Alvira fue levantada el 110892 después de una toma subversiva y actualmente se gestiona la posibilidad de volverla a conformar, además que geográficamente la población pertenece al departamento del Meta y policivamente pertenece al Departamento del Guaviare.

Es de anotar que las órdenes impartidas al comando departamento Policía Guaviare, son las de estar atentos a cualquier alteración, comunicando periódicamente a esta Dirección sobre las novedades presentadas, de lo cual se comunicará oportunamente a su despacho”.

t. Informe de la visita realizada por una Comisión de la Defensoría del Pueblo a Puerto Alvira, durante los días 7, 8, 9 y 10 de mayo de 1998, en el cual se da cuenta, entre otras cosas, de la incineración de las casas de los señores Manuel Galindo, Rigoberto Penagos, Germán Suarez, Gonzalo Hernández, Edgar Jiménez, Nohora Hernández y Orlando Díaz, con ocasión de la incursión violenta ocurrida en esa localidad el día 4 de mayo de 1998; respecto de las circunstancias que rodearon tales hechos, en el citado documento se relató lo que pasa a retenerse: 

“Viernes 8 de Mayo: 

En las horas de la mañana se sigue desplazando la gente, hubo tres vuelos  más o menos de ochenta personas, se continuó hablando con la gente que no cesa de relatar su tragedia, contando como los sacaron de sus casas a golpes, aglutinándolos por grupos unos en la cancha y otros en la pista, obligándolos (a) acostarse en el suelo, intimidándolos con sus armas y disparando al aire, mientras sobrevolaba el avión fantasma. Luego, con lista en mano llamaron a sus víctimas, entre ellas, el diablo de tez morena quien hacía las veces de cotero; el Happy, cuya identidad era la de Ulises Jiménez, quien les manifestó: ‘trabajo en lo que puedo’ y lo tildaron de guerrillero por su apariencia de cabello medio frondoso y botas de caucho. A esas personas las sacaron del grupo de la cancha y fueron llevados cerca a la bomba que queda al pie del rio. Al Happy lo obligaron (a) acostarse en el suelo y luego le pasaron un camión por encima; al diablo lo acribillaron y lo incineraron con las demás víctimas; a la menor de cinco años que huía con su padre en canoa por el río y el francotirador la acribilló. (…) Agregan  que estos sujetos tenían un acento de Costeño y Paisa, llegaron en una camioneta Chevrolet HVR, tres camiones más y motos, que el dialecto de algunos era como costeño y paisas, uno de sus discursos fue: “SOMOS AUTODEFENSAS DE COLOMBIA NO ESTAMOS PAGOS POR EL EJERCITO O GOBIERNO HEMOS SUFRIDO LOS RIGORES DE LA GUERRILLA, CAMPESINOS CANSADOS DE LOS ATROPELLOS DE LA GUERRILLA VENIMOS (A) ACABARLA” Dejaron letreros como éstos”.

u. Copia del Acta No. 008 del Consejo Extraordinario de Seguridad realizado por la Gobernación del Meta, el 7 de mayo de 1998, en la cual se hizo constar lo siguiente:
“El General Humberto Cortés, Comandante de la Cuarta División del Ejército señala al señor Ministro el sitio donde ocurrieron los hechos y la distancia que existe de Villavicencio a Mapiripán, por medio de un mapa, indicando el área que está tomada por la guerrilla y la que le corresponde a la Cuarta División del Ejército … En el área de Mapiripán se presentó la masacre del mes de julio, desde ese mes hasta el día de hoy se mantiene una cantidad de tropa suficiente, yo diría que demasiada tropa, garantizando también la tranquilidad en esta zona, veo que existe una gran desinformación por parte de algunos medios de comunicación, inclusive de algunas autoridades, al querer confundir Mapiripán con Puerto Alvira, que es el mismo Caño Jabón. Son dos zonas totalmente diferentes. La distancia que hay de Mapiripán a Puerto Alvira equivale a la misma distancia que hay de Fontibón a Cáqueza con la que es una zona selvática donde no hay carreteras y es controlada por la guerrilla. El Ejército recibe una serie de requerimientos diarios para atender situaciones anómalas en todo el territorio nacional, específicamente aquí la Cuarta División, nosotros tenemos que priorizar la atención en base a las amenazas, a la gravedad de las informaciones, a la angustia de las poblaciones. Sobre lo de Puerto Alvira, cabe anotar que es una situación muy especial, en el mes de enero la Defensoría del Pueblo le da trámite a un documento publicado, elaborado completamente por el pueblo, firmado más o menos por 150 personas, donde en su parte final reza lo siguiente en concreto: ‘Le rogamos al Gobierno y a las autoridades arriba citadas se sirvan poner de su parte de una manera positiva mantener alejados del casco urbano a los autores involucrados en el conflicto llamecen (sic) paramilitares, guerrilleros y militares’, esto lo afirma el pueblo, esto no es tanto a que ellos no quieran estar en medio de dos fuegos, sino es para evitar el control que se estaba haciendo a la gasolina, porque ésta es una zona totalmente coquera (sic). La avioneta que estaba hay (sic) incendiada no era de llevar mercados, ni la de llevar funcionarios, era una avioneta que entra y sale llevando droga, llevando insumos, llevando gente, dejando plata, esto es como [un] centro estratégico para todo material que llega del Perú y sale por el Caribe, cumple función similar a lo que cumplía antiguamente Miraflores y a lo que está cumpliendo en el día de hoy Barranco Minas, por eso quiero aquí llamar la atención de todos los asistentes, la insistencia de las FARC de pedir Vista Hermosa, La Macarena, La Uribe y de pedir Mesetas … El Ejército acompañó al señor Gobernador cuando él estuvo en Mapiripán desarrollando un Consejo de Gobierno y tuve la oportunidad de hablar con personas de Puerto Alvira que acudieron a Mapiripán, una de ellas fue el párroco y él manifiesta que había cierto temor que no eran muy fuertes (sic), un funcionario del Ejército le dijo padre usted cree que es bueno que vaya el Ejército a allá, él le dijo no por ahora no. Entonces vemos que esta gente está siendo manejada y manipulada por las organizaciones narcoterroristas de las FARC. Otro detalle que debemos tener en cuenta es que el día lunes en la comunicación con la Cruz Roja se notaba más angustia y el afán no porque les sacaran los heridos sino porque les llevaran la prensa, ellos pedían más angustiosamente tener la televisión, la radio y la prensa escrita porque en ese momento su interés era el BUN (sic) publicitario, no los 5 ni 8 heridos que pudieran tener en la zona, ellos califican de 200 hombres armados, en este momento las tropas están haciendo la evaluación y al parecer no fue tanto, porque es que 200 hombres armados, en este momento estamos hablando de 8 camiones en una zona donde no hay carreteras, mucho menos hay vehículos y todos afirman que llegaron en camiones. Entonces son cosas extrañas porque no se encontró nada por el río, nosotros tenemos los controles en Mapiripán y Puerto Concordia, se presenta la situación, se analiza, se discute, ayer en Consejo de Seguridad extraordinario con el señor Gobernador, salimos a las 2:30 p.m. y a las 4:00 p.m. las tropas ya estaban en la zona … Lo único es que toda la gente que está allí es dedicada al narcotráfico, como dato curioso el famoso boletín que mandó el pueblo en enero, se hizo una evaluación acá, liderada por el señor Gobernador, el DAS cotejó unas firmas más o menos unas 30 firmas, de esas que se encontraron unas 6 no correspondían a las cédulas, unas 5 correspondían a personas con antecedentes judiciales. Nosotros vamos a permanecer en la zona mientras se requiera pero quiero también llamar la atención de lo siguiente: si seguimos colocando al Ejército en las poblaciones, en la cantidad que nos lo están pidiendo vamos a tener Ejército para cuidar 10 municipios y el resto lo vamos a tener que desamparar, la zona rural la vamos a dejar sola, quiero llamar la atención en el sentido de pedir al señor Ministro que estudien a nivel Bogotá la posibilidad de mandar a algunos sitios Policía, porque en el Departamento del Meta, del Guaviare, del Vichada, del Vaupés y Caquetá, existe un total abandono por parte de la Policía Nacional en las cabeceras municipales … Ustedes deben ser conscientes que tenemos problemas acá, allá. Esos problemas son realmente internos del narcotráfico, de disputas entre paramilitares o narcotraficantes y subversión, llámense justicia privada o el nombre que se les quiera dar, insisto en la prioridad y nuestro objetivo para atender, no tenemos absolutamente ninguna información de que este personal se haya visto amenazado o hayan sentido que tenían problemas fuera de esta carta que enviaron en enero, pero que concluyen en esta forma. En cuanto al comunicado que hace el Pueblo viene con oficio remisorio de la Defensoría Regional del Pueblo, donde ellos dicen que hay enfrentamientos cruzados entre los diferentes sectores armados como paramilitares, guerrilla y Ejército Nacional, es la copia que le mandan al doctor Gómez Trujillo, que averigüemos qué pasa. Nosotros en esta época fuimos al área, tratamos de investigar y todo el mundo tranquilo, la respuesta es nosotros no queremos que vengan aquí a pelear, estamos en paz y se les preguntó si requieren la presencia del Ejército, no, nunca dan información, nunca apoyan con lo que necesitamos que es la información, entonces nos hemos venido a atender donde está fluída la información donde los problemas se manifiestan de manera más concreta. Ahora, hay más gente en Puerto Alvira que en Mapiripán, ya que en Puerto Alvira nació la raíz de la masacre de Mapiripán, si el Gobierno le da atención a éste sector, dentro de cuatro meses más vamos a tener problemas más adelante, porque estos se van corriendo por el negocio del narcotráfico en la zona”. 

v. Comunicación con el radicado No. RM 0069, fechada el 18 de enero de 2001 y suscrita por el Jefe del Departamento de Registro Mercantil de la Cámara de Comercio de Villavicencio, en la cual se informa que los señores Pedro Vicente Barajas y María Clementina Jiménez Galindo no aparecen registrados en el Registro Mercantil que lleva la Cámara y que para informar si las citadas personas pertenecen a una sociedad, se necesita conocer el nombre de las sociedades en las cuales se presume que pudieren tener participación
.

w. Comunicación identificada con el número de radicación D- S gob037, del 1 de febrero de 2001, emanada de la Secretaría de Gobierno del Departamento del Meta y con destino al Tribunal Administrativo del Meta
, en la cual se informa lo siguiente: 

“(…) Al punto primero: La Secretaría de Gobierno no tiene conocimiento que el Departamento desarrolle algún programa relacionado con las personas afectadas por los hechos ocurridos en Mapiripán (Meta) por el mes de mayo de 1998, ni tampoco ha canalizado o ejecutado algún recurso de carácter económico a favor de los Señores Pedro Vicente Barajas y María Clementina Jiménez Galindo.

Revisados los Archivos no se tiene conocimiento del inventario pormenorizado de los bienes abandonados que hiciera el Comité Local para la Prevención y Atención de Desastres.

Revisando un informe de Comisión de la Defensoría del Pueblo de mayo 7, 8, 9 y 10 de 1998, los Señores BARAJAS y JIMENEZ GALINDO, no figuran en la inspección de casas incendiadas, sitios comerciales (Afectados o saqueados) ni como víctimas de la masacre”.

x. Declaración rendida, dentro del presente proceso, por el señor Reymiro Motta Lizcano ante el Tribunal Administrativo del Meta el 22 de febrero de 2001
, en la cual el deponente  manifestó: 

“Para que declare sobre los hechos de la demanda. (…) El declarante expuso: Sí lo conozco y a la esposa, porque ellos tenían la Residencia Unida y una bodega grande en Puerto Alvira. Lo conozco hace más de doce (12) años. (…) Lo que sucedió fue que llegaron los paramilitares y cogieron la gente, los que estaban ahí fue los que mataron, entonces amenazaron a don Pedro Barajas y la señora esposa y por eso él dejó la residencia y la bodega y lo que tenía porque le tocó salir de un momento a otro”.

y. Comunicación DME-00151, del 15 de febrero de 2001, remitida por el Coordinador de la Unidad Territorial del Meta de la Red de Solidaridad Social, con destino a la Doctora LUZ ÁNGELA RINCÓN ESCOBAR, Secretaria del Tribunal Administrativo del Meta, en la cual informa que los señores Pedro Vicente Barajas y María Clementina Jiménez Galindo no se encuentran incluidos en el Sistema Único de Población Desplazada
.

z. Oficio radicado bajo el número 12.1/731, del 21 de mayo de 2001, suscrito por el Director Seccional Meta del Instituto Geográfico Agustín Codazzi y dirigido al Tribunal Administrativo del Meta, en el cual informa que el señor Pedro Vicente Barajas figura inscrito en los archivos catastrales como propietario de las mejoras con número catastral 02-00-0008-003-001 y 02-0008-0004-001 y que la señora Clementina Jiménez no figura en los archivos catastrales
.

a´. Declaración rendida por el señor Carlos Julio Jara ante el Tribunal Administrativo del Meta, el 22 de Noviembre de 2001
, en la que el deponente manifestó: 

“PREGUNTA1: Usted manifestó en su declaración que el señor BARAJAS y su esposa doña MARÍA tenían una residencia y una bodega en PUERTO ALVIRA o CAÑO JABÓN como la llama usted. Dígale al despacho si usted en alguna ocasión especialmente en el año 1998 se alojó en dicha residencia. 

CONTESTÓ: Si, en varias ocasiones, cada que yo bajaba allá era donde me quedaba en la residencia, en el año 98 la habitación tenía un costo de $7000 pesos, para quedarse uno en esa residencia tenía uno que ir a apartar por ahí de dos a tres de la tarde porque era muy concurrida por la atención y el aseo.

PREGUNTA 2: Usted conoció bien la residencia UNIDA de propiedad de don Pedro Barajas, en caso afirmativo nos puede decir cuántas habitaciones tenía. 

CONTESTÓ: Creo que tenía 15 habitaciones.

PREGUNTA 3: Dígale al despacho si a raíz de los hechos ocurridos el día 30 de mayo de 1998 en PUERTO ALVIRA, las propiedades de don PEDRO BARAJAS y MARIA CLEMENTINA JIMENEZ cómo le fueron saqueadas por los grupos que se tomaron dicha localidad en la fecha señalada.

CONTESTÓ: Por comentarios de quienes fueron testigos fue que me enteré de que lo había saqueado como lo manifesté anteriormente. 

PREGUNTA 4: Dígale al despacho si el señor BARAJAS y la Señora Jiménez viven actualmente en PUERTO ALVIRA o si lo sabe dónde viven. 

CONTESTÓ: Ellos viven actualmente en VILLAVICENCIO, porque por temor a nuevas represalias abandonaron los bienes que tenían allá en CAÑO JABÓN”.

2.3 Cosa juzgada material en el asunto sub judice.
De conformidad con el conjunto probatorio antes descrito, la Subsección encuentra acreditado el daño antijurídico causado a los  demandantes, como consecuencia de los hechos ocurridos el 4 de mayo de 1998 en Puerto Alvira, Mapiripán, Meta. 

En relación con el análisis de la responsabilidad de la Nación colombiana por ese lamentable suceso, conviene advertir que mediante sentencia del 13 de febrero de 2013, la Subsección A de la Sección Tercera de esta Corporación condenó al Estado por los mismos hechos que se discuten en el presente litigio
, circunstancia que determina que deba entenderse configurado el fenómeno de la cosa juzgada material respecto de los presupuestos fácticos que dan origen al presente encuadernamiento, habida cuenta de la identidad tanto de objeto como de causa existente entre aquel proceso y el sub judice.

En cuanto al aludido fenómeno de la cosa juzgada, cabe señalar que el mismo se ha conectado con la garantía del "non bis in idem", en la medida en que tiene por objeto que los hechos y las conductas que han sido materia de análisis y de juzgamiento como resultado de la instrucción de los procedimientos regulados por la ley, no vuelvan a ser materia de debate en otro juicio de idéntica naturaleza adelantado con posterioridad, si se tiene en cuenta que lo resuelto a ese respecto en el primer proceso tiene carácter vinculante para las partes en los subsiguientes y, por lo tanto, goza en éstos no sólo de plena eficacia jurídica sino también de inmutabilidad. 
Así pues, la cosa juzgada es una consecuencia jurídica que se le atribuye a la sentencia o decisión del juez, de la cual se desprenden efectos tanto procesales como sustanciales que tienden a garantizar un mínimo de seguridad jurídica entre los asociados; a ese respecto, como bien se sabe, suelen distinguirse los alcances de las nociones de cosa juzgada en sentido formal y de cosa juzgada en sentido material, a partir de la regulación que de dicha figura contienen los artículos 332 del Código de Procedimiento Civil –reemplazado por el artículo 303 del Código General del Proceso– y 175 del C.C.A. –sustituido, a su turno, por el artículo 189 de la Ley 1437 de 2011–; en la primera de las acepciones anotadas –formal–, el instituto jurídico en cuestión supone que no resulta posible reestudiar –salvo en los excepcionales supuestos de procedencia del recurso extraordinario de revisión– una decisión adoptada en providencia definitiva que hubiere quedado ejecutoriada dentro del mismo proceso o en otro en el cual las mismas partes debatan idénticas causa petendi y fundamentos jurídicos, todo con el fin de garantizar la estabilidad y la seguridad propias de la esencia del orden jurídico. 

Por su parte, el concepto de cosa juzgada material hace alusión a la intangibilidad de la sentencia o del pronunciamiento equivalente a la misma, una vez uno u otro se encuentren en firme, pues se tiene por cierto que el aparato jurisdiccional se ocupó plenamente de la relación, del objeto y de la causa debatidas en la contienda respectiva y que ésta fue decidida con la plenitud de las formas propias del correspondiente tipo de juicio
. 

La Sección Tercera del Consejo de Estado, en casos desde la anotada perspectiva similares al sub judice, en los cuales se ha presentado identidad tanto de causa como de objeto –aunque no de partes– respecto de lo estudiado y decidido en un proceso y en una sentencia antecedentes, ha declarado la existencia del fenómeno de la cosa juzgada material y, en consecuencia, ha acogido los planteamientos y los fundamentos expuestos en las oportunidades anteriores para efectos de analizar, en el caso posterior, la responsabilidad del Estado frente a esos mismos hechos ya debatidos y decididos. Así por ejemplo, en sentencia proferida el 4 de mayo de 2011, la Sección Tercera de esta Corporación señaló:

“… Resulta oportuno advertir acerca de la existencia de un pronunciamiento previo de esta Sala que refleja o traduce en el plano material, más no en el formal, un fenómeno de cosa juzgada debido a la identidad de objeto y causa entre los hechos objeto de juzgamiento, toda vez que en providencia del 29 de enero de 2010, se declaró la responsabilidad extracontractual de la Policía Nacional por la muerte de la señora Elizabeth Hoyos, ocurrida el 27 de abril de 1994, producida en las mismas circunstancias analizadas en el sub lite (…)”
.  

En ese mismo sentido, a través de sentencia proferida el 9 de junio del 2010 –expediente 18.677–, la Sección Tercera del Consejo de Estado indicó: 

“Comoquiera que los hechos que se discuten en el presente litigio –esto es la muerte del señor Luis Álvaro Monsalve Arboleda–, ya fueron objeto de análisis y pronunciamiento por parte de la Sala que integra esta Sección del Consejo de Estado, se reiteran in extenso las consideraciones plasmadas en la sentencia proferida el 2 de septiembre de 2009, Exp. 17.997, comoquiera que resultan perfectamente procedentes, dado que los supuestos fácticos son iguales, además de que los elementos de convicción allegados a éste proceso fueron trasladados en su totalidad del citado expediente en debida forma”.
Pues bien, por cuanto respecta al presente proceso, se tiene que mediante la mencionada sentencia proferida el 13 de febrero de 2013, la Subsección A de la Sección Tercera del Consejo de Estado se pronunció acerca de la responsabilidad del Estado frente al ataque armado perpetrado por un grupo irregular el 4 de mayo de 1998 al corregimiento de Puerto Alvira, Mapiripán, Meta, motivo por el cual se impone reiterar, en esta ocasión, las consideraciones plasmadas en ese fallo, comoquiera que resultan perfectamente procedentes, dado que tanto el objeto como la causa de los cuales se ocupó el aludido pronunciamiento y aquéllos sobre los cuales versa el litigio sub judice, son los mismos:  

“2.- La jurisprudencia de la Corporación en torno a la responsabilidad patrimonial del Estado por homicidios perpetrados por grupos al margen de la ley, cuando se encuentra probada una falla del servicio.

La Sala encuentra necesario efectuar algunas precisiones respecto de la imputación del daño por la acción u omisión de una autoridad pública por hechos terroristas cuando el origen del mismo se encuentra probada una falla del servicio, lo anterior por cuanto en casos como el que decide la Sala en esta oportunidad, la imputación material de los hechos –homicidos, desapariciones forzadas, atentados, etc.– recae en un tercero, sin embargo la imputación jurídica se ha predicado de la Administración por haber incumplido su deber de protección, defensa y seguridad de las personas y/o de sus bienes cuando ello se ha acreditado suficientemente dentro del respectivo proceso. 

Esta Sala, en jurisprudencia constante, ha determinado el alcance de la responsabilidad del Estado por actos terroristas bajo la óptica de la falla del servicio, según se destaca a continuación, sin perjuicio de señalar que según la posición mayoritaria también se ha determinado la exigibilidad de responsabilidad patrimonial del Estado en esos supuestos con base en los títulos del riesgo excepcional o daño especial, según cada caso, asuntos de los cuales no se ocupará la Corporación en esta oportunidad.

(...)

En el expediente se encuentra debidamente acreditado que el día 4 de mayo de 1998, en las primeras horas de la tarde, un grupo de hombres fuertemente armados entró en el casco urbano de la Inspección de Puerto Alvira (Caño Jabón), municipio de Mapiripán, Departamento del Meta y procedió a sacar de sus lugares de habitación y trabajo de manera selectiva a una veintena de personas habitantes de la localidad, entre las cuales se encontraba el señor Wilson Bernal Ortiz, después de lo cual procedieron a torturar y desmembrar algunos de ellos, para luego prenderle fuego a los cuerpos, con y sin vida, de las personas que seleccionaron. Los asesinos afirmaron ser miembros de un grupo de autodefensas y calificaron de ayudantes de la guerrilla a las personas a quienes les propinaron la muerte.

(...)

A la luz del acervo probatorio allegado al expediente, la Sala encuentra que le asistió razón al Tribunal a quo al haber encontrado probada la responsabilidad patrimonial de las entidades demandadas. En efecto, se encuentra debidamente acreditado en el expediente que tanto el Ejército Nacional como el Departamento del Meta tuvieron oportuno conocimiento del grave riesgo que corrían los habitantes de la Inspección de Puerto Alvira y optaron por desestimar las distintas comunicaciones mediante las cuales los mismos pobladores y la Defensoría del Pueblo, regional Villavicencio, les informaron acerca de la posible ocurrencia de los hechos objeto la demanda que dió origen al proceso que ahora se decide en segunda instancia.

La responsabilidad patrimonial del Ejército Nacional se encuentra comprometida por cuanto entre los meses de octubre de 1997 y marzo de 1998, la Defensoría del Pueblo puso en conocimiento de sus principales autoridades el estado de zozobra en el que se encontraban los habitantes de Puerto Alvira, las amenazas que sobre sus vidas y bienes realizaron distintos grupos al margen de la ley y particularmente los grupos de autodefensas que llegaron en esa época a la mencionada región del Departamento del Meta.

(...)

Es decir, las autoridades militares consideraron que las amenazas cuya denuncia se hizo a través de la Defensoría del Pueblo, obedecían a una táctica de la guerrilla para distraer la tropa y generar traslados innecesarios del personal uniformado; más grave es, sin embargo, que según dicho documento el Ejército Nacional consideró, en su momento, que los habitantes de Puerto Alvira estaban siendo manipulados por la guerrilla con el único fin de enlodar la Institución Militar.

(...)

De lo anteriormente transcrito, para la Sala resulta claro que el Ejército Nacional recibió al menos en tres ocasiones –octubre y noviembre de 1997 y enero de 1998– información sobre un posible atentado contra la vida y bienes de los habitantes de Puerto Alvira, sin embargo, ya fuere porque consideraron que las amenazas no eran fundadas –lo cual se concluyó sin mayor profundidad por cuanto: i) los documentos indican una sóla persona en la población que presumiblemente informó que la situación de orden público era de completa normalidad; ii) el cotejo de las firmas se hizo “a simple vista” y sólamente sobre una de las dos cartas enviadas por los habitantes de la Inspección, sin que se hubiere tenido en cuenta que el 19 de noviembre algunos habitantes pusieron de presente a las autoridades los problemas de orden público; y, iii) los documentos no dan cuenta de una presencia real del Ejército en la Inspección de Puerto Alvira sino en el municipio de Mapiripán–, o bien porque en su sentir todos los habitantes de Puerto Alvira eran considerados, de manera alarmante e inaceptablemente generalizada, narcotraficantes y/o colaboradores de la guerrilla o simplemente porque como lo afirmó el mismo Comandante de la Séptima Brigada, General Uscátegui, en noviembre de 1997, le parecía extraño no recibir “‘quejas de la guerrilla sino de los paras’ por lo cual no sabe qué hacer…” lo que lo hacía sentirse “cansado de dar contestación a tantos oficios que le llegan”; lo cierto es que el Ejército Nacional falló en su deber constitucional de proteger la vida, derechos, libertades y bienes de los habitantes de Puerto Alvira al omitir la adopción de medidas adecuadas que pudieren evitar o al menos prevenir de manera efectiva la ocurrencia de los hechos del 4 de mayo de 1998 en el curso de los cuales se produjo la muerte en circunstancias atroces del señor Wilson Bernal Ortiz.

Agréguese a lo anterior que el mismo General Uscátegui, Comandante de la Séptima Brigada, afirmó públicamente el 19 de noviembre de 1997 en las instalaciones de la Gobernación del Meta que “ante lo denunciado militarizará a Puerto Alvira o Caño Jabón” (fl. 207 c 2), compromiso que, evidentemente, se incumplió.

Por otro lado, no es de recibo el argumento esbozado por el Ministerio de Defensa en torno a la imposibilidad de juzgar la actuación del Ejército Nacional bajo la óptica de un Estado ideal (fl. 352 c ppal), dadas las graves condiciones de orden público que vivía el país y particularmente el Departamento del Meta; en el caso concreto las autoridades militares tenían amplio conocimiento acerca de las amenazas que pesaban sobre los habitantes de Puerto Alvira; para la Sala no es ideal esperar del Estado que proteja la vida y bienes de los habitantes de una población, como Puerto Alvira, cuando el contexto de la época y de la zona fue blanco de múltiples amenazas y ataques aleves por parte de los diferentes grupos armados al margen de la ley, situaciones respecto de las cuales se pidió reiteradamente protección a las entidades demandadas.

A más de lo anterior, no escapa a la Sala el hecho de que los protagonistas de la omisión del Estado en el caso que ahora se decide, hubieren sido aquellos por cuyas omisiones y, respecto de algunos, cuya participación directa generaron la condena al Estado colombiano por la masacre de Mapiripán
 – ocurrida apenas 10 meses antes de los hechos objeto de esta demanda–, hechos cuya similitud con la masacre de Puerto Alvira, ocurrida el 4 de mayo de 1998, en el curso de la cual perdió cruelmente la vida el señor Bernal Ortiz, permite considerar la existencia de un contexto particular e inadmisible de tolerancia para con la actuación de los grupos mal llamados paramilitares por parte de algunos miembros de las Fuerzas Militares y de desconfianza mutua entre la comunidad y los miembros del Ejército y de la Policía Nacional.

(...)

Para la Sala, de acuerdo con los medios probatorios obrantes en el expediente, tanto el Ejército Nacional como el Departamento del Meta, con sus conductas omisivas, dejaron desprotegidos a los habitantes de Puerto Alvira, quienes ese fatídico 4 de mayo de 1998 quedaron a merced de un grupo de autodefensas, en lo que fue una masacre ampliamente anunciada, razón por la cual son responsables administrativamente de los perjuicios causados a los demandantes por la muerte del señor Wilson Bernal Ortiz” (subrayas adicionales).

Sin embargo, cabe precisar que a pesar de que en el pronunciamiento que se viene de citar se declaró la responsabilidad de las entidades allí demandadas –Ministerio de Defensa-Ejército Nacional y Departamento del Meta–, por los mismos hechos que aquí se debaten, lo cierto es que en ese litigio no se incluyó como integrante del extremo pasivo a la Policía Nacional, demandada en el asunto sub judice, razón por la cual en dicha providencia no se analizaron las actuaciones u omisiones que aquí se le imputan a esta última Institución. Empero, en pronunciamiento reciente esta misma Sala volvió a examinar los hechos que originan el presente encuadernamiento, pero en esta nueva ocasión con el fin de enjuiciar la responsabilidad de la Policía Nacional en el acaecimiento de tales sucesos, análisis cuyos argumentos y conclusiones más importantes se dejan transcritos a continuación, comoquiera que dan lugar a la configuración del fenómeno de la cosa juzgada material, también en relación con esta última Entidad: 

"5- De la responsabilidad que se atribuye a la Policía Nacional por los perjuicios sufridos por los demandantes con ocasión del ataque paramilitar ocurrido el 4 de mayo de 1998 en Puerto Alvira – Meta.

(...)

En cuanto atañe a la alegada imprevisibilidad del ataque, debe advertirse que el acervo probatorio que sustenta esta decisión revela, por el contrario, que la ofensiva paramilitar, lejos de resultar intempestiva e inesperada como lo sugiere la demandada, fue un hecho anunciado y, desde meses antes temido por los habitantes de Puerto Alvira, quienes motivados precisamente por las amenazas que sobre el particular recibían de manera constante, se vieron obligados a requerir, a través de la Defensoría del Pueblo, la presencia y protección del Estado para afrontar la situación de vulnerabilidad que atravesaban. 

Para la Sala no existe duda acerca del conocimiento anticipado que sobre la posible ocurrencia del ataque tuvieron las autoridades de Policía. Muestra de ello es el oficio suscrito el 4 de diciembre de 1997, mediante el cual la Defensoría del Pueblo elevó ante el Comandante de la Policía Nacional solicitud de ayuda y protección a los pobladores de Puerto Alvira de su derecho fundamental a la vida, ostensiblemente amenazado dada la presencia de grupos paramilitares (fl. 344 c2).  

Así también lo comprueba el escrito del 15 de diciembre de 1997 por el cual el Ministerio del Interior informó a la Defensoría Regional del Pueblo que había recibido la comunicación del 9 de diciembre por la cual advertía al ente ministerial acerca de la petición de ayuda y protección procedente de los pobladores de Puerto Alvira y, al efecto, indicaba que de la misma se había enviado copia al Director General de la Policía Nacional para que dispusiera la adopción de las medidas correspondientes conforme a la Constitución y la ley (fl. 305 c2). 

La anterior evidencia se reafirma, a su vez, con el contenido del oficio No. 050-011 del 14 de enero de 1998 por el cual la Defensoría Regional del Pueblo informó al Comandante de Policía del Meta acerca de las solicitudes de ayuda elevadas por la población de Puerto Alvira encaminadas a que se protegiera sus derechos fundamentales seriamente amenazados por los posibles ataques de que habrían de ser víctimas y, en ese sentido, solicitaba que se adoptaran las medidas pertinentes, en asocio con las autoridades militares, para preservar la vida e integridad de ese grupo social (fl. 317 – 318 c2).  

Pero si lo anterior no resultara suficiente prueba acerca del conocimiento previo que tuvo el estamento policial respecto de la existencia de amenazas sobre la posible ocurrencia del ataque paramilitar a la comunidad de Puerto Alvira – Meta, conviene, entonces, también agregar que la Policía Nacional,  a través del Comandante del Departamento de Policía del Meta, estuvo presente en todos los Consejos de Seguridad que se llevaron a cabo durante los tres primeros meses del año 1998 en ese ente territorial, en desarrollo de los cuales se trataron los temas relativos a los problemas de orden público y de seguridad que afrontaban los habitantes de los distintos municipios y corregimientos de ese Departamento, dentro de los cuales reiterativamente se hacía alusión a la existencia del comunicado suscrito por los habitantes de Puerto Alvira en el que demandaban las garantías para la convivencia tranquila y pacífica, escrito que, dicho sea de paso, más allá de generar preocupación a las autoridades por el peligro en que se encontraban sus signatarios y motivar la adopción de medidas dirigidas a contener el anunciado ataque, provocó dudas sobre la veracidad de su contenido y la identidad de quienes allí plasmaron sus firmas. 

Con sustento en todo lo expuesto, para la Sala se encuentra por completo desvirtuado el dicho del apelante según el cual el ataque resultaba imprevisible para las autoridades, pues por el contrario fueron varios los meses que con antelación se dio noticia de la existencia de las amenazas en la zona, precisamente a las autoridades de policía con el propósito de obtener su apoyo y auxilio. 

Seguidamente, en lo que concierne a la presencia de las autoridades de Policía en el lugar y en la fecha de los acontecimientos que originaron el presente debate, cabe precisar que el desarrollo de los Consejos de Seguridad a los que se ha hecho alusión y las declaraciones testimoniales recaudadas en el plenario dan cuenta de que, a diferencia de lo afirmado por el apelante, la población se encontraba a su suerte, sin ningún respaldo de las fuerzas militares y de policía y en tales condiciones, sin el más mínimo apoyo institucional, se produjo la arremetida paramilitar la que, en medio de torturas y tratos denigrantes, dejó como resultado la muerte de varias personas, las heridas de otras tantas y el saqueo e incendio de la inmensa mayoría de inmuebles destinados a vivienda y a establecimientos de comercio ubicados en Puerto Alvira. 

En efecto, de las actas de los Consejos de Seguridad en referencia se desprende la actitud reacia de las autoridades militares y de policía para prestar socorro a los habitantes de Puerto Alvira, a quienes constantemente tildaban de impostores y delincuentes. 

Ahora bien, aunque en varias oportunidades se planteó la necesidad de adoptar tácticas de defensa y protección para garantizar el orden público y la seguridad ciudadana en todo el territorio del Departamento del Meta, ello no traspasó el papel, al menos en lo que concierne al caso concreto de Puerto Alvira,  respecto del cual no existe evidencia probatoria indicativa de que se hubiera implementado alguna estrategia para repeler y, menos, para evitar la anunciada agresión en contra de sus pobladores. 

Además de lo expuesto, la Sala no puede pasar por alto que las veces en que se sugirió, en términos generales, la adopción de estrategias para defender la vida y honra de los vecinos de los municipios del Meta, incluida la Inspección de Puerto Alvira, todo lo que al respecto consignaban los funcionarios intervinientes en el Consejo de Seguridad se asemejaba más a la elaboración de un plan para figurar ante los medios de comunicación y la opinión pública como órganos eficientes y eficaces en el cumplimiento de su labor y no para en realidad materializar en la práctica el cometido constitucional para cuyo propósito fueron creados.  

De otro lado, debe advertirse que aun cuando se planeó la visita a la municipalidad de Mapiripán para así confirmar en ese lugar la presencia del Estado que hasta ese momento se ponía en duda por parte de los medios de comunicación, visita que efectivamente se llevó a cabo el 15 de febrero de 1998, lo cierto es que en primer lugar la misma se dirigió exclusivamente a esa cabecera municipal sin que en el recorrido se incluyera la Inspección de Puerto Alvira y, en segundo lugar, la supuesta presencia del Estado que pretendían confirmar con la visita tuvo como objetivo dotar a sus habitantes de una canoa con motor para la prevención y atención  de emergencias y desastres, un campero Samurai extra largo, y dos motos para el puesto de salud, y finalmente cuatro computadores con impresora. Por último la misión concluyó con la posesión de doce profesores en el Colegio Departamental. 

Como se puede observar, si bien estas medidas y herramientas se dirigieron a preservar la salud y educación de sus moradores, ninguna de ellas se orientó a garantizar su seguridad y convivencia pacífica, aspecto de capital importancia ante el escenario crítico que caracterizaba los actos de violencia que día a día manchaba los rincones de ese departamento.  

Así las cosas, para la Sala no resulta de recibo el argumento de la Policía con fundamento en el cual afirma que para la época del ataque existió presencia de esa entidad y actos de defensa hacia la población por parte de la fuerza pública, en tanto los elementos probatorios mostraron una realidad muy diferente. 

Por otra parte, la Sala estima de suma importancia referirse al argumento expuesto por la Policía Nacional en la contestación de la demanda, de conformidad con el cual sostiene que en la zona en donde tuvieron ocurrencia los hechos, existía la presencia constante de grupos al margen de la ley que desarrollaban, principalmente, actividades relacionadas con el cultivo y procesamiento de sustancias ilícitas, hechos que, aunque eran conocidos en cuanto al riesgo que entrañaban, fueron asumidos por los habitantes del municipio de Mapiripán, quienes libremente y de manera voluntaria decidieron, a pesar de ello, fijar allí su sitio de residencia y de actividad económica. 

Las anteriores afirmaciones, en criterio de la Sala, son absolutamente dignas de un fuerte reproche y censura en cuanto desconocen abiertamente, por un lado, las libertades constitucionales reconocidas en cabeza de todos los colombianos, cristalizadas en el artículo 24 de la Constitución Política, y por otro, olvidan la existencia de las garantías de ese mismo rango normativo de que son sujetos todos los individuos que forman parte de este conglomerado social, con independencia del lugar de su domicilio y residencia.

(...)

Ciertamente, el artículo 218 Constitucional establece que la Policía Nacional es un cuerpo armado de naturaleza civil, a cargo de la Nación, cuyo fin primordial es el mantenimiento de las condiciones necesarias para el ejercicio de los derechos y libertades públicas y para asegurar que los habitantes de Colombia convivan en Paz. Se destaca entonces que esa garantía de protección debe hacerse extensiva a todos los habitantes de este país, sin que resulte posible discriminar a alguna comunidad o grupo social, menos aún por razón del lugar de ubicación de su domicilio o residencia.

(...)

Por último y frente al hecho de un tercero propuesto como eximente de responsabilidad en que la Policía basa su defensa, ha de decir la Sala, como consecuencia de todo lo anteriormente expresado, que no aparece configurada en este caso por cuanto la declaratoria de responsabilidad que recae en la Nación – Ministerio de Defensa- Ejército Nacional y Policía Nacional no parte de la determinación del causante del daño, -fuerzas estatales o miembros de los grupos alzados en armas-, sino que proviene del imperativo de protección de la víctima en aplicación de los principios de justicia y equidad
" (subrayas añadidas)
.

Con fundamento en lo expuesto, se impone concluir que la imputación de responsabilidad a la entidad pública demandada en el presente asunto debe realizarse con base en el título de falla del servicio
, toda vez que se encuentra acreditado en el presente encuadernamiento –tal y como lo había entendido demostrado en pronunciamientos que hicieron tránsito a cosa juzgada en relación con los mismos hechos la Sección Tercera de esta Corporación– el comportamiento negligente y descuidado de la entidad demandada respecto del deber a su cargo de brindar protección y seguridad a los habitantes de Puerto Alvira, lo que posibilitó que tuviera lugar, en la forma en la cual se produjo, la toma armada a la referida población el día 4 de mayo de 1998.

En el anterior orden de ideas, el mandato que a las autoridades públicas impone el artículo 2 de la Constitución Política en el sentido de que “están instituidas para proteger a todas las personas residentes en Colombia, en su vida, honra, bienes, creencias y demás derechos y libertades”, debe entenderse exigible dentro de lo que normalmente se le puede reclamar como deber de conducta a la Administración en el cumplimiento de sus obligaciones o dentro de lo que razonablemente se espera que hubiese sido su actuación o intervención, atendidas circunstancias tales como la disponibilidad de personal, los medios a su alcance o la capacidad de maniobra, entre otros elementos necesarios para atender eficazmente a la prestación del servicio público del cual se trate; por consiguiente, lo que resulta exigible al Estado es la utilización adecuada de todos los medios de los cuales dispone a efectos de cumplir con el citado cometido constitucional en el caso concreto, de manera que si el daño se produce por su incuria en el empleo de tales medios, surgirá la obligación resarcitoria, al paso que si el daño ocurre a pesar de la diligencia en el obrar de la autoridad respectiva, no podrá quedar comprometida su responsabilidad con apoyo en la configuración de una pretendida falla en el servicio
.

Así, pues, las obligaciones que están a cargo del Estado –y por lo tanto la falla del servicio que constituye su trasgresión– deben mirarse en concreto, frente al caso particular que se juzga, tomando en consideración las circunstancias que rodearon la producción del daño cuya reparación se reclama, su mayor o menor previsibilidad y los medios de los cuales disponían las autoridades para contrarrestarlo; por tal razón, en punto de la previsibilidad para la Administración Pública respecto del acaecimiento de un hecho dañoso y, como corolario de ello, de su eventual responsabilidad derivada de la falta de adopción de las medidas necesarias para evitarlo, la Sección Tercera del Consejo de Estado ha precisado que 

“[N]o es el Estado un asegurador general, obligado a reparar todo daño, en toda circunstancia, pues la administración de justicia, debe observar la ley sustantiva, consultar la jurisprudencia e inspirarse en la equidad, para aplicar los principios de derecho y fundamentar las decisiones en las diversas tesis sobre los cuales se edifica y sirve de razón a la imputación del deber reparador. Así en el caso presente la relatividad del servicio debe entenderse en cuanto no era exorbitante disponer, porque existían elementos materiales y humanos para una misión debida. Se ha dicho que al Estado se le deben exigir los medios que corresponden a su realidad, haciendo caso omiso de las utopías de la concepción ideal del Estado perfecto, omnipotente y omnipresente. A esto se ha llamado la teoría de la relatividad del servicio, a fin de no pedir más de lo posible, pero con la misma lógica debe concluirse que el Estado debe hacer todo cuanto está a su alcance”
.

Como se aprecia, la falla del servicio no puede ser analizada desde una perspectiva ideal o abstracta en torno al funcionamiento del servicio, sino que debe ser estudiada desde un enfoque real, que consulte las circunstancias de tiempo, modo y lugar dentro de las cuales debe ponerse en movimiento la capacidad de actuación de las autoridades con miras a evitar la producción del daño; es dentro de ese contexto que, efectivamente, la Sección Tercera de esta Corporación examinó la responsabilidad estatal derivada del ataque realizado por un grupo de autodefensa al corregimiento de Puerto Alvira (Mapiripán, Meta) el 4 de mayo de 1998 en las antes referidas sentencias del 13 de febrero de 2013 y del 27 de mayo de 2015, circunstancia que igualmente llevó a que esta Sala reconociera, en otro pronunciamiento, la operancia de la figura de la cosa juzgada material en relación con hechos que habían sido analizados precedentemente por la misma Corporación, aún cuando a iniciativa de personas diferentes que fungieron como accionantes, con fundamento en argumentos como los que a continuación se transcriben: 

"En el sub lite, tal como lo determinó la Sección Tercera del Consejo de Estado –Subsección C–, cuya decisión hizo tránsito a cosa juzgada material, se tiene que la entidad demandada faltó, entre otras, al cumplimiento de las obligaciones de protección y seguridad para con los soldados que prestaron el servicio en dicha base, lo cual llevó a que se produjera la muerte del Subteniente José Gonzalo Rodríguez Rodríguez por cuenta del grupo insurgente que atacó a la Base Militar Las Delicias, mientras se hallaba en servicio activo; así pues, no se trata de una abstracta atribución o de un genérico e impreciso deber de protección, sino de su grave incumplimiento por parte de la Administración Pública respecto del personal militar que se encontraba en esa unidad militar al momento del ataque armado. 

De otra parte, la Sala estima pertinente señalar que si bien es cierto que la Corporación ha sostenido que frente a los daños sufridos por quienes ejercen funciones de alto riesgo relacionadas con la defensa y seguridad del Estado no resulta comprometida la responsabilidad de la Administración, en la medida en que tales daños se producen con ocasión de la relación laboral que los vincula con el Estado, también lo es que la Sala ha sostenido que la reparación de esos daños, en ocasiones, sí resulta procedente, como lo es cuando se hubieren producido por falla del servicio
, tal como ocurrió en este caso, por manera que no puede predicarse la configuración, frente a la víctima directa del daño, la concreción de un riesgo inherente al servicio público prestado"
.

Así las cosas, habida consideración de que el daño antijurídico causado a los demandantes, señores Pedro Vicente Barajas Sanabria y María Clementina Jiménez Galindo, devino de la conducta irregular de la entidad demandada y, por ende, en el caso de la toma armada perpetrada al corregimiento de Puerto Alvira (Mapiripán, Meta) el 4 de mayo de 1998, concurren los presupuestos determinantes de la configuración de una falla en el servicio, según lo expuso la Sección Tercera –Subsección A– a través de providencias que hicieron tránsito a cosa juzgada material, en la presente sentencia no puede hacerse cosa distinta que disponer la revocatoria del fallo apelado, proferido por el Tribunal Administrativo del Meta y, en consecuencia, proceder a estudiar la vocación de prosperidad que pudieren tener  las pretensiones indemnizatorias elevadas en el libelo introductorio del litigio. 

Sin embargo, previamente la Sala estima oportuno efectuar algunas consideraciones y adoptar las consecuentes decisiones en relación con el proceder de los grupos armados que perpetraron directamente la masacre en la cual tiene su origen el presente litigio.

2.4 El deber de observancia y respeto de las normas del Derecho Internacional Humanitario –DIH– por parte de los denominados grupos de autodefensa o paramilitares. 

2.4.1 El deber de acatamiento del DIH.
En reciente pronunciamiento
 esta Sala recordó que la obligación de respetar el Derecho Internacional Humanitario le resulta exigible tanto al Estado como a las partes en conflicto; en aquella ocasión se examinó la imperatividad del deber de acatar el DIH por parte de las organizaciones guerrilleras –más concretamente de las FARC–, razón por la cual la Sala estima oportuno, necesario y conveniente llevar a cabo un análisis de alcance similar en relación con otro de los agentes que participa en el conflicto armado colombiano, como lo son los denominados grupos de autodefensa o paramilitares. 

Por lo demás, bien vale la pena precisar que el hecho de que se hayan decidido ya por la Sala –como en anterior apartado se puso de presente– dos procesos originados en los mismos hechos que dieron lugar al sub judice, no constituye óbice para que en este lugar se desarrollen las argumentaciones y se adopten las decisiones a las cuales en relación con el anotado extremo pueda haber lugar, toda vez que en los dos fallos en cuestión bien es verdad que se analizó la responsabilidad patrimonial del Estado con ocasión de los lamentables sucesos en los que también el presente litigio encuentra su causa, pero no es menos cierto que en tales ocasiones no se tuvo la oportunidad de reflexionar, adicionalmente, respecto de si a los directos perpetradores de la masacre, esto es los grupos de autodefensa, les resultaba exigible, o no, ajustar su proceder a los dictados del DIH y si, en consecuencia, incurrieron en infracciones a los postulados del mismo, de manera que en relación con este último problema jurídico no existe un precedente judicial vinculante que deba ser considerado y atendido por la Sala en este pronunciamiento, en el cual sí se abordará el examen de la problemática en cuestión.

Pues bien, como lo expresara la Sala
, en tratándose de conflictos armados no internacionales el deber de acatamiento a los contenidos del DIH se impone no sólo a las autoridades estatales sino también a los grupos armados irregulares que participen en la confrontación. Dicha obligación de acatamiento a los contenidos del DIH tiene fundamento tanto convencional como consuetudinario y, en el sistema jurídico colombiano, adicionalmente, constitucional. Así, en cuanto hace al sustento convencional, el artículo 1º común a los  Convenios de Ginebra de 1949 preceptúa que “[L]as Altas Partes Contratantes  se  comprometen  a respetar y hacer respetar el presente Convenio en todas las circunstancias”. Por su parte, constituye norma consuetudinaria de DIH aplicable tanto a los conflictos armados internacionales como a los no internacionales, la siguiente: “Norma 139. Las partes en conflicto deberán respetar y hacer respetar el derecho internacional humanitario por sus fuerzas armadas, así como por otras personas y agrupaciones que actúen de hecho siguiendo sus instrucciones o bajo su dirección o control”
.   

Y por cuanto atañe al ordenamiento jurídico colombiano, el primer párrafo del artículo 93 de la Constitución Política establece que “[L]os tratados y convenios internacionales ratificados por el Congreso, que  reconocen los derechos humanos y que prohíben su limitación en los  estados de excepción, prevalecen en el orden interno”; asimismo, el artículo 214 Superior dispone que “en  todo  caso  se  respetarán  las reglas del derecho internacional humanitario”.

De ese rango constitucional que, entonces, ostenta el DIH en el sistema jurídico colombiano, se derivan precisas obligaciones de respeto a sus preceptos para quienes participan en las hostilidades, teniendo en cuenta, además, que una de las más importantes diferencias entre el DIH y el Derecho Internacional de los Derechos Humanos –DIDH–, radica en que mientras que éste impone deberes de respeto y de protección fundamentalmente al Estado, aquél fija tal suerte de responsabilidades en cabeza de las partes en conflicto, incluidos, como no podría ser de otro modo, los grupos armados no estatales que intervengan en la confrontación armada. En este sentido, al examinar la constitucionalidad del Protocolo II de 1977, la Corte Constitucional expresó:  

"Por consiguiente, tanto los integrantes de los grupos armados irregulares como todos los funcionarios del Estado, y en especial todos los miembros de la Fuerza Pública quienes son destinatarios naturales de las normas humanitarias, están obligados a respetar, en todo tiempo  y en todo  lugar, las  reglas  del  derecho  internacional  humanitario,  por cuanto no sólo éstas son normas imperativas de derecho internacional (ius cogens) sino, además, porque ellas son reglas obligatorias per se en el ordenamiento jurídico y deben ser acatadas por todos los habitantes del territorio colombiano. Y no podía ser de otra manera, pues las normas de derecho internacional humanitario preservan aquel núcleo intangible y evidente de los derechos humanos que no puede ser en manera alguna desconocido, ni siquiera en las peores situaciones de conflicto armado. Ellos encarnan aquellas “consideraciones elementales de humanidad”, a las cuales se refirió la Corte Internacional de Justicia, en su sentencia de 1949 sobre el estrecho de Corfú. No se puede entonces excusar, ni ante la comunidad internacional, ni ante el ordenamiento jurídico colombiano, la comisión de conductas que vulneran claramente la conciencia misma de la humanidad, como los homicidios arbitrarios, las torturas, los tratos crueles, las tomas de rehenes, las desapariciones forzadas, los juicios sin garantías o la imposición de penas ex-post facto"
 (subrayas añadidas).

También resulta de cardinal importancia subrayar, como lo ha hecho no sólo la jurisprudencia internacional sino también la colombiana, que del DIH no surgen obligaciones sinalagmáticas de cumplimiento de sus disposiciones a cargo de los sujetos obligados a ello, quienes están en el deber de atender a los dictados del Derecho Humanitario aún cuando otro(s) sujetos de la confrontación no hagan lo propio. En este sentido, el Tribunal Penal Internacional para ex Yugoslavia –TPIY– señaló que a modo de 

“... consecuencia de su carácter absoluto, estas normas de derecho internacional humanitario no plantean obligaciones sinalagmáticas, es decir, obligaciones de un Estado respecto de otro Estado. Más bien (...) establecen obligaciones hacia la comunidad internacional en su conjunto, lo que tiene como consecuencia que cada miembro de la comunidad internacional tiene un ‘interés jurídico’ en su observancia y, por consiguiente, tiene el derecho legítimo a exigir el respeto de dichas obligaciones”
.

Por la misma senda, la Corte Constitucional ha sostenido que “la obligación de respetar y de hacer respetar el derecho internacional humanitario no es de carácter sinalagmático o recíproco, es decir, su satisfacción por los Estados no depende del cumplimiento que le otorguen, a su vez, las otras partes enfrentadas en el conflicto”
. Así las cosas, la obligatoriedad del DIH se predica de todas las partes que participen en un conflicto armado y no sólo de las Fuerzas Armadas de un Estado que haya ratificado los respectivos tratados, por manera que, como también la Corte Constitucional lo precisó:

"No es pues legítimo que un actor armado irregular, o una fuerza armada estatal, consideren que no tienen que respetar en un conflicto armado las normas mínimas de humanidad, por no haber suscrito estos actores los convenios internacionales respectivos, puesto que –se repite– la fuerza normativa del derecho internacional humanitario deriva de la universal aceptación de sus contenidos normativos por los pueblos civilizados y de la evidencia de los valores de humanidad que estos instrumentos internacionales recogen. Todos los actores armados, estatales o no estatales, están entonces obligados a respetar estas normas que consagran aquellos principios mínimos de humanidad que no pueden ser derogados ni siquiera en las peores situaciones de conflicto armado"
 (énfasis añadido).

El deber de acatamiento a los mandatos del DIH comporta, por tanto, la concurrencia de dos presupuestos: (i) la existencia de una situación de conflicto armado y (ii) la concurrencia de la condición de actor en dicho conflicto en los sujetos de los cuales se predique la aludida sujeción a los dictados del DIH. 

En cuanto tiene que ver con el primero de los requisitos en mención, esto es (i) la existencia de una situación de conflicto armado interno, en la reciente providencia de esta Sala a la cual se ha hecho alusión en precedencia
 se estudió dicho extremo in extenso, de suerte que se subrayó que si en el contexto fáctico de determinado territorio se da una situación objetiva que reúne los elementos que exige el DIH para que se configure un conflicto armado no internacional –bien sean los referidos en el artículo 3 común de los Convenios de Ginebra de 1949, en el Protocolo II de 1977 o los expresados en el artículo 8.2.f) del Estatuto de la Corte Penal Internacional–, de suerte que se impone la aplicación de los estándares del Derecho Humanitario, el reconocimiento de esa situación de conflicto armado no está sujeta a la voluntad de los gobiernos, sino que dicha calificación se desprende directamente de la existencia de tales presupuestos fácticos, comprobables según criterios objetivos, aún cuando, “... lamentablemente, los Gobiernos suelen negar con frecuencia la existencia misma del conflicto", lo que pone de presente que en veces "el verdadero problema de la calificación no es jurídico ni humanitario sino político”
.

Por cuanto respecta al caso colombiano, los argumentos centrales de la Sala para concluir que indiscutiblemente en Colombia concurren los presupuestos tanto fácticos como jurídicos que determinan la existencia de una situación de conflicto armado interno para efectos de sustentar la exigibilidad de aplicar el Derecho Internacional Humanitario, se condensan en el aparte que, por su pertinencia, se transcribe largamente a continuación:

"Puntualmente para el caso colombiano, en determinados momentos las autoridades nacionales han negado la existencia de un conflicto armado y sostenido que la existente en el país era una situación de terrorismo continuado; a ese respecto, el CICR, en su Informe Anual para Colombia correspondiente al año 2004, sostuvo lo siguiente:

"De acuerdo al Comentario sobre el artículo 3 común a los cuatro Convenios de Ginebra de 1949, se acepta generalmente que existe una situación de conflicto armado no internacional cuando surgen hostilidades abiertas en el territorio de un Estado entre fuerzas armadas y/o grupos armados dotados de un mando responsable, es decir, con un mínimo de organización, cuya acción hostil presenta un carácter colectivo. Asimismo, para mejorar la protección de las víctimas de los conflictos armados, el concepto de conflicto armado no internacional fue especificado en el artículo primero del Protocolo adicional II de 1977.

Fundado en las exigencias humanitarias y la buena fe, el artículo 3 común a los Convenios de Ginebra y el Protocolo adicional II se aplican cuando se presenta, de facto, una situación de conflicto armado. Es más, se considera que las normas del artículo 3 común tienen valor consuetudinario y son un mínimo que debería ser aplicado y respetado —sin distinción— por las fuerzas armadas y los grupos armados organizados. Cabe precisar que ello no tiene efecto alguno sobre el estatuto jurídico o el reconocimiento de estos últimos.

A la luz del DIH, la situación existente en Colombia presenta todos los elementos constituyentes de un conflicto armado no internacional, en el cual son aplicables el artículo 3 común a los cuatro Convenios de Ginebra y el Protocolo adicional II. Esta calificación es fundamental en la medida que da lugar a ciertas obligaciones. Así, durante la conducción de las hostilidades, las fuerzas armadas y los grupos armados organizados deben respetar y hacer respetar las normas del DIH, así como sus principios fundamentales. También tienen el deber de distinguir entre las personas que participan directamente en las hostilidades y la población civil, así como entre los objetivos militares y los bienes de carácter civil, sin olvidar que está prohibida la utilización de métodos y medios que causen daños superfluos o innecesarios.

La eventual existencia de actos de terrorismo — prohibidos por el DIH— no modifica la calificación jurídica del conflicto. Se trata de un conflicto armado de carácter interno, en el cual son aplicables el artículo 3 común a los cuatro Convenios de Ginebra y el Protocolo adicional II.

Sin embargo, más allá de la discusión sobre la calificación del conflicto en Colombia, hoy en día resulta urgente trabajar en la difusión y aplicación del DIH para prevenir violaciones a estas normas humanitarias. Para reforzar la protección de las víctimas del conflicto debe respetarse y hacer que se respete el DIH en Colombia" (negrillas y subrayas fuera del texto original)
.

La jurisprudencia de la Corte Constitucional ha sido uniforme y reiterada al sostener y justificar que en Colombia existe una situación de conflicto armado que torna para todos los actores en dicho conflicto, imperativa la exigencia de aplicar el Derecho Internacional Humanitario
; sobre el punto, el Tribunal Constitucional ha expresado lo siguiente:

"Para efectos de establecer en casos concretos si un determinado conflicto ha trascendido el umbral de gravedad necesario para ser clasificado como un conflicto armado interno, la jurisprudencia internacional ha recurrido principalmente a dos criterios: (i) la intensidad del conflicto, y (ii) el nivel de organización de las partes. Al apreciar la intensidad de un determinado conflicto, las Cortes internacionales han aplicado, por ejemplo, factores tales como la seriedad de los ataques y si ha habido un incremento en las confrontaciones armadas, la extensión de las hostilidades a lo largo de un territorio y de un período de tiempo, el aumento en las fuerzas armadas estatales y en su movilización, así como la movilidad y distribución de armas de las distintas partes enfrentadas. En cuanto a la organización de los grupos enfrentados, las cortes internacionales la han apreciado de conformidad con criterios tales como la existencia de cuarteles, zonas designadas de operación, y la capacidad de procurar, transportar y distribuir armas.

(...)

 En este orden de ideas, uno de los principales factores que explican la trascendencia de las normas consuetudinarias de Derecho Internacional Humanitario para los conflictos armados internos contemporáneos –tales como el colombiano-, es que éstas regulan con mucho mayor detalle el desarrollo de las hostilidades y la protección de sus víctimas que los distintos tratados aplicables a este tipo de conflictos.

(...)

Lo anterior no obsta para que la Corte determine con total precisión que, tengan o no el carácter de normas de ius cogens, la totalidad de disposiciones que integran el Derecho Internacional Humanitario –tanto sustantivas como procedimentales, tanto convencionales como consuetudinarias en su origen o como principios generales de derecho- son obligatorias para el Estado colombiano como parte del bloque de constitucionalidad"
.

Adicionalmente, en el derecho positivo nacional se pueden identificar precisas referencias normativas en las cuales, dando acogida a las exigencias previstas en el DIH para reputar existente un conflicto armado interno, se reconoce la presencia de éste en Colombia. En la anotada dirección, el inciso segundo del artículo 1 de la Ley 975 de 2005 preceptúa que “se entiende por grupo armado organizado al margen de la ley, el grupo de guerrilla o de autodefensas, o una parte significativa e integral de los mismos como bloques, frentes u otras modalidades de esas mismas organizaciones, de las que trate la ley 782 de 2002”; y, a su turno, el artículo 3 del parágrafo 1 de la Ley 782 de 2002, cuyo contenido se corresponde casi íntegramente con el del artículo 1 del Protocolo II de 1977, establece que “de conformidad con las normas del Derecho Internacional Humanitario, y para los efectos de la presente ley, se entiende por grupo armado al margen de la ley, aquel que, bajo la dirección de un mando responsable, ejerza sobre una parte del territorio un control tal que le permita realizar operaciones militares sostenidas y concertadas”. Esta Ley prorroga la vigencia de las Leyes 548 de 1999 y 418 de 1997, esta última “por la cual se consagran unos instrumentos para la búsqueda de la convivencia, la eficacia de la justicia y se dictan otras disposiciones”
.

Todo lo expuesto lleva a la Sala a concluir que resulta incontrovertible la existencia de un conflicto armado interno en Colombia, lo cual constituye el fundamento jurídico necesario para que se imponga a las partes que en él intervienen, el deber de respetar y de hacer respetar el Derecho Internacional Humanitario, en todo tiempo y lugar. Ello significa, de la misma manera, que no resulta jurídicamente riguroso ni respetuoso de las disposiciones de DIH a las cuales reiteradamente se ha hecho alusión en la presente providencia, catalogar sin matices, a las agrupaciones guerrilleras que –como las FARC–, toman parte en el conflicto armado, como terroristas, a pesar de que realicen actos terroristas o de que incurran en conductas que puedan suponer la configuración de infracciones al DIH –por las cuales deberán responder individualmente los integrantes de la referida organización armada–. Menos todavía puede considerarse jurídicamente admisible no sólo denominar sino además dar tratamiento jurídico de actos terroristas, a las hostilidades desplegadas por dichas agrupaciones subversivas en contra de sus adversarios militares, que lo son los organismos de seguridad del Estado, pues si tales agresiones respetan los principios y reglas del DIH, podrían gozar de apoyatura jurídica en el Derecho de las confrontaciones armadas"
.
Ahora bien, en lo atinente al segundo de los presupuestos en mención para que resulte exigible de un sujeto la obligación de acatar el DIH, esto es (ii) la concurrencia de la condición de actor en el conflicto armado interno de dicho sujeto, interesa para efectos de la resolución del caso sub judice establecer si los denominados grupos de autodefensa o paramilitares pueden tener dicha catalogación, de manera que les resulte exigible la observancia de los contenidos del Derecho Humanitario.

En relación con este extremo resulta importante tener en cuenta, como igualmente lo ha precisado ya esta Sala, que existe total independencia entre el deber de dar aplicación al Derecho Internacional Humanitario y un pretendido reconocimiento –como consecuencia de la imperatividad de dicho deber– de la legitimidad de las razones invocadas por las partes y/o de su status ante el Derecho Internacional Público; así pues, lo insoslayable de la exigencia de aplicar el DIH una vez se establece la concurrencia de los requisitos necesarios para entender configurada una situación de conflicto armado interno, no guarda relación alguna ni con un juicio respecto de la plausibilidad de las razones de fondo que motivaron el conflicto armado, ni con el status de los grupos armados no estatales que en él participan, ante el Derecho Internacional Público
: 

"Como lo ha indicado la Corte Constitucional, 

"... la aplicación del Derecho Internacional Humanitario no implica un reconocimiento ni de la legitimidad de las razones o causas invocadas por los grupos armados disidentes que toman parte en los conflictos armados, ni tampoco –desde ninguna perspectiva– un reconocimiento de insurgencia o de beligerancia a la luz del Derecho Internacional Público. El Instituto de Derecho Internacional precisó en 1999 que “la aplicación de tales principios y reglas no afecta el status legal de las partes del conflicto, y no depende de su reconocimiento como beligerantes o insurgentes”"
.
Sin embargo, no se puede desconocer que “... los protagonistas armados recurren, cada vez más, al terror como un componente normal de sus estrategias locales: en la medida en que los paramilitares y las guerrillas se disputan los mismos territorios, su empleo contra la población civil se convierte en un medio privilegiado de aislar al adversario, cortándole sus eventuales apoyos
" (negrillas y subrayas añadidas)
".
2.4.2 Los denominados grupos de autodefensa o "paramilitares" como sujetos obligados a respetar las normas del Derecho Internacional Humanitario.
Acometer la tarea de analizar si los denominados grupos de autodefensa o paramilitares tienen la condición de agentes en el conflicto armado interno colombiano obligados a respetar, por tanto, los contenidos del Derecho Internacional Humanitario, implica necesariamente referirse, así sea de manera sucinta, al contexto que determinó el surgimiento de tales organizaciones armadas, así como a los propósitos que las han animado, con el fin de establecer si deben ser catalogadas como meros delincuentes comunes, terroristas o generadores de disturbios internos o, por el contrario, si concurren en dichos colectivos irregulares los presupuestos que exige el DIH con el fin de considerarlos participantes en las hostilidades propias de dicho conflicto armado y, en ese orden de ideas, obligados a observar los mandatos del Derecho Humanitario, como lo explicó recientemente esta Sala al estudiar las características que deben acompañar al uso de la violencia por parte de las organizaciones que pueden ser catalogadas como partes en un conflicto armado interno, incluso de cara a que resulte jurídicamente procedente reconocer la existencia de éste:

"... los actos aislados y esporádicos de violencia, definidos por el derecho humanitario como tensiones internas o disturbios interiores, tampoco pueden calificarse como conflictos armados.

(...)

Además de lo anterior, la doctrina, la jurisprudencia y los instrumentos convencionales de DIH coinciden en precisar que los actos de violencia individual, la utilización de la fuerza no constitutiva de una acción típica militar o los hechos delincuenciales o criminales, no encuadran en la condición de conflicto armado
; en esa dirección, los actos aislados y esporádicos de violencia, definidos por el artículo primero del Protocolo II de 1977 como tensiones internas y disturbios interiores, no son catalogados como conflictos armados, pues como lo ha explicado el Comité Internacional de la Cruz Roja, éstas últimas circunstancias –los disturbios interiores– se caracterizan porque sin que tenga lugar, en estricto rigor, un conflicto armado no internacional, sí se dan, dentro del territorio de un Estado, enfrentamientos que revisten ciertos niveles de gravedad, de prolongación y de acaecimiento de hechos de violencia de muy variadas formas –desde actos de sublevamiento espontáneo hasta actuaciones desplegadas por grupos más o menos organizados en contra de las autoridades que ejercen el poder–, que si bien no derivan en una lucha abierta, sí llevan a dichas autoridades a utilizar las fuerzas militares o de policía con el fin de restablecer el orden público
. Así también lo ha expresado el Tribunal Penal Internacional de Ruanda, al sostener que

"... el término “conflicto armado” sugiere en sí mismo la existencia de hostilidades entre fuerzas armadas organizadas en mayor o menor grado. Por lo tanto esto deja por fuera las situaciones de tensiones internas y disturbios interiores. Para decidir la existencia de un conflicto armado interno (...) entonces, será necesario evaluar la intensidad del conflicto y la organización de las partes en conflicto"
.

También el Tribunal Penal Internacional para la antigua Yugoslavia sostuvo, en el caso Delalic, que en conflictos armados no internacionales, “con el fin de distinguirlos de los casos de malestar civil y actividades terroristas, el énfasis se hace sobre la prolongación de la violencia armada y la organización de las partes involucradas”
; empero, las características de la intensidad o prolongación de las hostilidades, así como la del nivel de organización de los contendientes, en tanto que elementos distintivos de un conflicto armado desarrollados por la jurisprudencia de los tribunales penales internacionales, no aparece en el artículo 3 común de los Convenios de Ginebra de 1949
, pero sin lugar a la menor hesitación responde al interés de dichos tribunales por diferenciar las situaciones de tensiones internas, de disturbios interiores, de bandidaje o de nudo terrorismo, de un escenario de conflicto armado, por completo diverso de tales "insurrecciones desorganizadas y de corta duración, o actividades terroristas, que no se encuentran sujetas al derecho internacional humanitario"
.

(...)

En similar dirección a la anotada, el Tribunal Penal Internacional para la antigua Yugoslavia, en el antes citado caso Tadic expresó que 

 “[L]a evaluación aplicada por la Sección de Apelaciones a la existencia de un conflicto armado, teniendo en cuenta los propósitos de las reglas contenidas en el Artículo 3º común se enfocaron en dos aspectos del conflicto: la intensidad del conflicto y la organización de las partes en conflicto. En un conflicto armado de carácter interno o mixto, estos criterios son utilizados con el propósito, como mínimo, de distinguir un conflicto armado del bandolerismo, insurrecciones desorganizadas y de corta duración, o actividades terroristas, que no están sujetas al derecho internacional humanitario. Factores relevantes a esta determinación son mencionadas en el Comentario del CICR al artículo 3º común a los Convenios de Ginebra”
 (énfasis añadido).

(...)

El concepto más amplio de conflicto armado es el subyacente al artículo 3 común y el más restrictivo es el que se desprende de lo normado por el artículo 1º del Protocolo II de 1977; ello en la medida en que la primera de las disposiciones en cita se limita a exigir que el conflicto armado se libre en el interior del territorio de un Estado, cuando preceptúa, en su precitado inciso inicial, que “[E]n caso de conflicto armado que no sea de índole internacional y que surja en el territorio de una de las Altas Partes Contratantes, cada una de las Partes en conflicto tendrá la obligación de aplicar, como mínimo, las siguientes disposiciones: ...”. Por su parte, el artículo 1º del Protocolo II de 1977, complementario del precepto anterior, requiere para su aplicabilidad, de forma mucho más restrictiva, que siempre uno de los actores armados sea las fuerzas armadas del Estado y que la otra parte en el conflicto posea control territorial, organización y mando responsable, que le permitan no sólo realizar operaciones militares sostenidas y concertadas, sino también contar con capacidad de aplicación de las disposiciones del Protocolo: 

"1. El presente Protocolo, que desarrolla y completa el artículo 3 común a los Convenios de Ginebra del 12 de agosto de 1949, sin modificar sus actuales condiciones de aplicación, se aplicará a todos los conflictos armados que no estén cubiertos por el artículo 1 del Protocolo adicional a los Convenios de Ginebra del 12 de agosto de 1949 relativo a la protección de las víctimas de los conflictos armados internacionales (Protocolo I) y que se desarrollen en el territorio de una Alta Parte contratante entre sus fuerzas armadas y fuerzas armadas disidentes o grupos armados organizados que, bajo la dirección de un mando responsable, ejerzan sobre una parte de dicho territorio un control tal que les permita realizar operaciones militares sostenidas y concertadas y aplicar el presente Protocolo.

El presente Protocolo no se aplicará a las situaciones de tensiones internas y de disturbios interiores, tales como los motines, los actos esporádicos y aislados de violencia y otros actos análogos, que no son conflictos armados".

Por su parte, el ya aquí aludido artículo 8.2.f) del Estatuto de la Corte Penal Internacional exige que el conflicto armado sea prolongado y que las partes contendientes gocen de organización, cuando establece que los crímenes de guerra en conflictos armados no internacionales son aquellos que “tienen lugar en el territorio de un Estado cuando existe un conflicto armado prolongado entre las autoridades gubernamentales y grupos armados organizados o entre tales grupos”. Esta caracterización evidentemente resulta menos amplia que la del artículo 3 común, pero más generosa que la prevista en el artículo 1.1 del Protocolo II de 1977 comoquiera que no exige que el conflicto involucre necesariamente a las fuerzas armadas de un país ni que exista control efectivo de territorio
"
 (énfasis añadido).

Lo expuesto hace necesario, por consiguiente, precisar si los denominados grupos de autodefensa o paramilitares, más allá de cualquier juicio que pueda realizarse respecto de la plausibilidad de sus objetivos, de sus reivindicaciones o de sus pretensiones –lo cual, como se ha explicado, no constituye ni presupuesto ni consecuencia del análisis que debe realizarse con miras a establecer si se trata de sujetos obligados a aplicar los contenidos del DIH– aparecieron y se consolidaron en Colombia como meros grupos de bandidaje, de delincuencia común o de terroristas, cuyo accionar quedaría por fuera del ámbito de aplicación del DIH de acuerdo con los parámetros a los cuales se viene de hacer alusión o si, por el contrario, las características que han distinguido el accionar de tales agrupaciones conducen a dispensarles el tratamiento de actores en el conflicto armado interno colombiano, con independencia de si debe adscribírseles, o no, la condición de delincuentes políticos, cuestión esta última que igualmente ostenta una naturaleza disímil e independiente del examen que aquí habrá de llevarse a cabo. 

La referida cuestión no resulta en absoluto sencilla comoquiera que, según lo ha explicado la doctrina
, el discurso del Estado de Derecho, edificado como se encuentra sobre premisas de paz y orden, no reconoce en el plano normativo sino la existencia de delincuentes o de terroristas, sin más y, en el plano empírico, sólo diversas expresiones del "crimen organizado", en tanto que el discurso del DIH, sustentado como se halla sobre premisas de guerra, habla, en cambio, en los genéricos términos del artículo 3º común a los Protocolos de 1949, en los dos planos antes referidos, de partes en conflicto, de suerte que el quid del asunto radica en establecer si a los grupos de autodefensa se les ha de dispensar –como a las guerrillas– un tratamiento en el marco del Estado de Derecho o uno en el DIH para, en el evento de admitirse que deben moverse en el segundo de los ámbitos en mención, pasar a determinar si constituyen, o no, verdaderas "partes en conflicto", en los términos de lo preceptuado por el artículo 1 del Protocolo II adicional a los citados Convenios de Ginebra de 1949. Con cuanto acaba de exponerse en mente, debe asimismo considerarse que  

"[E]n términos generales y a pesar de las diferencias en el origen, naturaleza y talante de los múltiples grupos paramilitares que pueblan nuestra geografía, cabe afirmar que las funciones básicas de los mismos, en el agregado, son las siguientes: a) autodefensa, b) ariete de expansión del latifundio, c) contención de la guerrilla, d) control de población, y también por lo menos en parte, e) protección y desarrollo de actividades de narcotráfico.

(...)

Surge entonces la pregunta: es el proyecto ideológico-político del paramilitarismo un agregado espurio y artificial, un simple dispositivo táctico para buscar el reconocimiento político y los beneficios en él comprendidos, o se trata de un proyecto canónico (sic) serio y creíble? La respuesta que se suele dar a esta difícil pregunta depende en general de que en la caracterización que se hace de ellos se haga primar su función como arietes de expansión del latifundio y de protección del narcotráfico, o su condición de recurso estratégico para la contención de las guerriillas. En el primer caso, se los ve como a simples delincuentes comunes y a su proyecto como una mentira, en el segundo, en cambio, su discurso aparece como altamente plausible. En cualquier caso, para el efecto debemos entender ya hoy que resulta irrelevante el que los unos se presenten como revolucionarios radicales y los otros como estabilizadores reformistas del status quo socio-político.

(...)

Habida cuenta de todo lo dicho sobre la situación de los grupos paramilitares frente al DIH cabría concluir que los mismos, por lo menos en principio y de conformidad con los parámetros –objetivos– establecidos por el artículo 1º del Protocolo II adicional, no son "parte" en el conflicto, en la medida en que, a diferencia de lo que sucede con las guerrillas y muy en particular con las FARC, no cuenta con una verdadera y sobre todo efectiva ‘capacidad humanitaria’.

(...)

Si por el contrario, mantenemos el criterio tradicional para la definición y reconocimiento de lo delincuencial político, cual es la existencia de un proyecto político-ideológico (como análogo colectivo del altruisimo motivacional individual), los paras se transforman (...) cada vez más, en buenos candidatos al tratamiento correspondiente. Hay pues una tensión profunda entre los criterios humanitarios del DIH y aquellos otros que provienen de la tradición de lo delincuencial político. Una ética de medios como la del DIH parece condenarlos inexorablemente a una fuerte estigmatización como simples criminales de guerra. Una ética de justificación de medios por fines, en cambio, como la que informa la figura del rebelde, parece abrirles espacios de reconocimiento"
 (subrayas adicionales).

2.4.2.1 En relación con los orígenes y consolidación de los denominados grupos de autodefensa o paramilitares en Colombia.

2.4.2.1.1 Los estudios realizados por parte de reputados analistas y expertos tanto en el ámbito nacional como a nivel de organismos multilaterales o de instituciones internacionales, coinciden en calificar a los grupos de autodefensa o "paramilitares" como producto, consecuencia y relevantes actores del conflicto armado interno colombiano, los cuales, más allá de la inagotable discusión en torno de si sus propósitos han estado signados mayoritariamente por la consecución de objetivos de tipo político o fundamentalmente por el logro de finalidades de naturaleza criminal, sin lugar a dudas han desempeñado un trascendental y cruento papel no sólo en la lucha contrainsurgente sino también en la defensa de los intereses de determinadas élites políticas, económicas y sociales que se vieron seriamente afectadas por la expansión del accionar de grupos guerrilleros como las FARC y el ELN.

En la anotada dirección apuntan los trabajos desarrollados por la Comisión Histórica del Conflicto y sus Víctimas –CHCV
–, en cuyas conclusiones no se duda en calificar a las organizaciones paramilitares como actores en el conflicto armado interno, cuando se expresa que el colombiano es 

"... un conflicto complejo, debido al número de actores involucrados: el Estado, no siempre aglutinado alrededor de las mismas políticas y en muchas ocasiones fracturado entre instituciones y entre sus niveles central, regional y local; grupos guerrilleros con distinta orientación político-estratégica; y bandas paramilitares.
(...)

La fase actual y su hondo agravamiento están íntimamente relacionados con la emergencia de un nuevo actor, el paramilitarismo y la presencia de unos recursos financieros sin antecedentes provenientes del tráfico de drogas, el secuestro y la extorsión. Como consecuencia de ello, Colombia pasó de una confrontación entre los movimientos insurgentes y los aparatos de contrainsurgencia estatales, hacia un conflicto más complejo debido a la irrupción de los grupos paramilitares y los ‘terceros oportunistas’ que se introdujeron en el juego político afectando su curso y sus dinámicas"
 (énfasis añadido).

Más cautas se muestran dichas conclusiones al examinar si los propósitos de las llamadas organizaciones de autodefensa o paramilitares pueden catalogarse como de tipo político, o no:

"Y, finalmente, se trata de un conflicto con raíces políticas, en la medida en que involucra proyectos de sociedad que los actores percibieron como antagónicos y, por tanto, fundados en una ‘enemistad absoluta’. María Emma Wills no duda en calificar el conflicto colombiano como de dimensiones nacionales y de naturaleza política. Otros ensayistas prefieren introducir un matiz, dado que el conflicto armado ha involucrado tanto a actores claramente políticos, como los grupos guerrilleros (a pesar de la utilización de recursos criminales como medio de financiación, como el secuestro y el tráfico de drogas ilícitas); otros en los cuales el barniz político es más superficial y la dimensión criminal más pronunciada, como los grupos paramilitares; y otros abiertamente criminales pero que han contribuido al debilitamiento del Estado, tales como los grupos de delincuencia organizada"
 (subrayas y negrillas adicionales).

La propia Comisión Histórica del Conflicto y sus Víctimas –CHCV–señaló, en relación con el mismo extremo que se viene abordando, aunque centrándose en los orígenes de los denominados grupos paramilitares, que 

"[E]n cuanto hace a los grupos paramilitares estos tienen orígenes disímiles, dependiendo de los objetivos de sus promotores, su nivel de organización, sus modalidades de acción y su disciplina interna. A pesar de los intentos de crear una organización nacional a partir de 1996, mediante las llamadas Autodefensas Unidas de Colombia (AUC), lo cierto es que siempre predominó una lógica regional y las AUC, más que un aparato unificado, era una coalición inestable cuyos enfrentamientos internos le generaron problemas de acción colectiva y de apoyo político y social. La mezcla de un discurso político contrainsurgente y unas acciones criminales en beneficio particular hicieron de los grupos paramilitares una extraña mezcla de actor político y actor criminal, con probable predominio de esta última connotación"
 (subrayas fuera del texto original).

En esta dirección, la CHCV concluyó que la debilidad crónica del Estado colombiano para proveer seguridad a los ciudadanos ha sido, en particular en coyunturas críticas, históricamente “compensada” con la provisión privada –legal y en no pocas oportunidades, ilegal– de la misma
. Ello lo corrobora que aún cuando es verdad que el general Rojas Pinilla, mediante el Decreto 1814 del 13 de junio de 1953, trasladó la Policía Nacional al Ministerio de Defensa con el fin de iniciar su proceso de nacionalización y, por consiguiente, de eliminación de la figura de las policías subnacionales que habían actuado como “coordinadores y legitimadores de redes civiles radicalizadas” en muchas regiones durante el período de la Violencia, no es menos cierto que dicha decisión resultó antagónica de la posteriormente adoptada durante los gobiernos de los Presidentes Valencia y Lleras, dentro de los cuales se expidieron nuevos decretos que permitieron la conformación de grupos de autodefensa integrados por civiles. 

Así, a pesar de que existe poca evidencia de que estas redes armadas se hubieran realmente conformado, lo cierto es que durante la década de los ochenta del siglo XX, con la eclosión del narcotráfico y el paramilitarismo, aquellos decretos sí servirían para justificar su creación. Y es que en el año 1965, como reacción contra el fenómeno del bandolerismo y la formación de las guerrillas postrevolución cubana, el Gobierno Nacional promulgó, en ejercicio de las atribuciones propias de estado de excepción, el Decreto 3398 que establecía, en su artículo 25, que “todos los colombianos, hombres y mujeres, no comprendidos en el llamamiento al servicio militar obligatorio, podrán ser utilizados por el Gobierno en actividades y trabajos con los cuales contribuyan al restablecimiento de la normalidad” y, en el parágrafo 2 de su artículo 33, añadía que “el Ministerio de Defensa Nacional, por conducto de los comandos autorizados, podrá amparar, cuando lo estime conveniente, como de propiedad particular, armas que estén consideradas como de uso privativo de las Fuerzas Armadas”. Este Decreto fue convertido en legislación permanente en 1968.

Más adelante, durante los meses finales de la administración del Presidente César Gaviria se daría un paso adicional hacia la provisión privada de seguridad con la expedición del Decreto Ley 356 de 1994, mediante el cual fueron establecidas las condiciones para regular nuevos "servicios especiales de seguridad privada" que operarían en regiones en las cuales tuvieran lugar alteraciones del orden público; el citado Decreto buscaba regularizar la situación ya existente de desbordamiento de grupos de seguridad privada, por fuera del marco legal. Sin embargo, ya el 19 de abril de 1989 el Gobierno Nacional, preocupado por ese auge creciente de grupos de autodefensa y paramilitares, había dictado el Decreto 0815 mediante el cual se suspendió la aplicación de los artículos 25 y 33 del precedentemente referido Decreto 3398, con el fin de evitar que estas últimas disposiciones fueran interpretadas como una autorización legal para organizar grupos civiles armados al margen de la Constitución y de la ley. 

El objetivo del nuevo Decreto Ley 356 era, por tanto, intentar someter a las organizaciones ya existentes al control y a la vigilancia del Estado, objetivo que estuvo muy lejos de conseguirse, pues la aludida normatividad realmente desencadenó en las consecuencias probablemente no previstas y quizás menos aún deseadas, derivadas del robustecimiento de las muy poderosas estructuras generadoras de violencia en las cuales se convirtieron los grupos de autodefensa, mismos que el 27 de abril de 1995, ya bajo el gobierno del Presidente Ernesto Samper, mediante una resolución expedida por la Superintendencia de Vigilancia y Seguridad Privada recibieron la denominación de CONVIVIR, cooperativas rurales de seguridad que fueron rápidamente cooptadas por los jefes paramilitares para entonces en auge
. De ahí que se concluyera en el citado Informe de la CHCV que 

"[E]l paramilitarismo y la consiguiente privatización del uso de la violencia es, según Gutiérrez, un elemento clave para entender la prolongación del conflicto en Colombia. El auge de los grupos paramilitares se sostuvo gracias al apoyo de cuatro tipos de agentes: (a) La insubordinación de élites rurales legales, que se sentían desprotegidas por parte del Estado frente al secuestro y la extorsión; (b) el protagonismo de élites ilegales, en especial las mafias de las drogas ilícitas; (c) la participación de amplios sectores de la clase política y (d) la participación de miembros de las agencias de seguridad del Estado"
.
Coincide con el recuento que se acaba de realizar respecto de los orígenes y la consolidación de los grupos de autodefensa o paramilitares en Colombia, la siguiente narrativa incluida en otro trabajo contenido en el Informe de la CHCV:

"3 .El paramilitarismo , expresión  esencial de la contrainsurgencia  

En esta misma época es definitivo el papel central desempeñado por el paramilitarismo, reconocido por el propio Estado que adelantó negociaciones con sus organizaciones, que ha sido materia de decisiones por parte de su Rama jurisdiccional, y cuyos efectos han sido regulados por actos de la Rama Legislativa (Ley 1448 de 2011). El fenómeno paramilitar, como se puede advertir en muchos de los desarrollos de esta Relatoría, no es sólo de las últimas décadas en las cuales efectivamente sí  cobró una fuerza descomunal. Después de los antecedentes en las primeras décadas del siglo, de las experiencias durante la Violencia bipartidista (chulavitas y pájaros), de las ‘guerrillas de paz’, etc etc, de la autorización contenida en el Decreto 3398 de 1965 que amparaba la organización de autodefensas civiles por las fuerzas militares, con anterioridad a 1980 empezaron a organizarse grupos calificados como autodefensas campesinas, pero en realidad promovidos y patrocinados por terratenientes y empresarios ligados al sector rural, con la ayuda de sectores de la economía de los narcóticos  y de la explotación ilícita de esmeraldas. Su gran auge, sin embargo, se produce a finales de los años ochenta (las Autodefensas Campesinas de Córdoba y Urabá (ACCU), que progresivamente se fueron ampliando en múltiples bloques y frentes a lo largo y ancho del país, con el respaldo económico de los sectores empresariales del campo y la connivencia y protección brindada por las fuerzas militares, hasta llegar a la forma de organización más o menos unitaria que alcanzaron luego como Autodefensas Unidas de Colombia (AUC). Por definición su carácter fue paramilitar, pues justificaron su existencia como una forma de suplir la ausencia o ineficiencia de la fuerza estatal en el combate de las organizaciones guerrilleras; de ahí que se sostenga que uno de los múltiples factores que incentivó la organización de bandas paramilitares fuese la práctica del secuestro por parte de las organizaciones armadas.

(...)

Poco después, el paramilitarismo encontraría las tres vetas que inspiraron la orientación y la organización adecuadas para la guerra que se estaba incubando: el modelo de señorío violento sobre una economía de enclave como la esmeraldera, la agitación política anticomunista y los recursos del tráfico de drogas. En efecto, los señores de las esmeraldas en el occidente de Boyacá habían instaurado desde mediados del siglo XX una dominación privada, extractiva y con altos grados de coerción, que fue capaz de amalgamarse con el poder político regional, la iglesia, la fuerza pública y los políticos de Bogotá. De otro lado, las élites regionales y políticas del Magdalena Medio reaccionaron frente a la exacción del frente 4 de las Farc en la región promoviendo un movimiento anticomunista con epicentro en Puerto Boyacá. Uno de los mayores narcotraficantes del país, vecino de aquella zona, llamado Gonzalo Rodríguez Gacha y apodado «el mexicano», se sumó a la experiencia proveyendo la financiación necesaria para que esa empresa violenta prosperara. Como si fuera poco, desde ese momento en adelante, miembros de la fuerza pública participaron en las redes logísticas y operativas de estos núcleos privados contrainsurgentes.

(...)

... poco después se autoriza la creación de grupos de seguridad privada, que contribuyeron a la gestación de una federación nacional de paramilitares ‘que cumplió durante una década una protagónica actividad contrainsurgente y de violencia unilateral contra la población civil’ y, finalmente, el escándalo del gobierno Samper que  debilitó la institucionalidad y por ello favoreció a los grupos armados. Sin embargo, las evidencias presentadas por otros informes demuestran que más que un pecado de omisión o debilidad, el Estado y sus fuerzas militares tuvieron una participación activa en la organización y despliegue del paramilitarismo. Es el caso de la tragedia del exterminio de la UP o de su colusión con los paramilitares o las acciones criminales atribuibles a agentes del Estado (...) o la cooperación que de alguna manera se admite en el informe Duncan al decir:  ‘Es cierto que las élites de Bogotá fueron indolentes con la matanza que se llevaba a cabo, pese a ser un hecho ampliamente divulgado por los medios de comunicación, y que algunos magnicidios contaron con la colaboración de sectores radicales en la fuerzas de seguridad del estado  y que dentro de la doctrina de la policía y ejército estaba la tolerancia y el trabajo conjunto con grupos paramilitares’.

(...)

En todo caso, el paramilitarismo tuvo un crecimiento numérico, que en su momento se estimó en cerca de 20.000 militantes, y adquirió una poderosa capacidad bélica, a partir de fuentes de financiación tales como el apoyo económico de  los agentes económicos ligados al sector rural, el cobro de impuestos a la actividad económica legal e ilegal, la participación directa en la  producción y comercio de sustancias ilícitas, y la desviación de recursos públicos gracias a su control de las administraciones de las entidades territoriales (departamentos y municipios).  Los  paramilitares se erigieron así como los principales responsables de las formas degradadas del conflicto armado. Su estrategia de debilitar y aniquilar el soporte campesino a las organizaciones guerrilleras, las condujo a que fueran las autoras de las más horrendas masacres y de programas de eliminación o desaparecimiento selectivo, provocando de paso oleadas de desplazamiento forzado. 

(...)

La renovación de los términos del conflicto social conduce a hacer cada vez más explícita la expresión contrainsurgente, la cual asume en forma orgánica la modalidad del paramilitarismo, promovida, amparada y tolerada por la institucionalidad de la dimensión estatal, con la cooperación de sectores económicos y políticos, especialmente regionales y locales, y el apoyo económico y técnico de los Estados Unidos de América. Es el paramilitarismo la causa principal de  las condiciones extremas de agudización de la confrontación bélica, con todas sus deformaciones e irracionalidades.

(...)

... todos los informes reconocen la realidad de las organizaciones armadas como una expresión específica de la insurgencia o subversión, en un escenario de múltiples conflictividades. La discrepancia en esta materia reside en aquellas perspectivas que le niegan a la expresión subversiva armada toda connotación política, situándola simplemente como una actividad criminal y terrorista. De igual manera, es indudable la presencia en la mayoría de los ensayos, de la presentación en Colombia de la acción contrainsurgente, por parte del Estado o por fuera de él aunque con su participación o tolerancia, bajo diversas modalidades, como causa explicativa del conflicto. El recorrido histórico la reencuentra en múltiples momentos durante todo el siglo XX y lo transcurrido del actual. El paramilitarismo, asociado o no a la parapolítica, es, sin duda, elemento esencial y principal de esa contrainsurgencia, aunque algunas interpretaciones buscan desvincularlo de esa adscripción para apreciarlo más bien como una actividad de significación criminal ordinaria"
.  

Los trabajos desarrollados por la CHCV igualmente conectan el contexto dentro del cual surgen y se consolidan los grupos de autodefensa, los propósitos que han perseguido y la naturaleza de sus auspiciadores tanto económicos como políticos, con la concurrencia en tales agrupaciones armadas de los requisitos exigidos por el DIH para que se les exija la observancia de sus contenidos, es decir, capacidad para llevar a cabo operaciones militares sostenidas y para ejercer control sobre una determinada porción del territorio, además de una estructura interna sólida que garantice la posibilidad, para el sujeto respectivo, de hacer cumplir por parte de sus integrantes las normas del Derecho Humanitario: 

"Lo que había comenzado como una defensa de los narcotraficantes contra la expansión territorial de la guerrilla y el riesgo de secuestro había terminado en un proyecto autónomo de gobierno en la periferia por ejércitos privados. Este proyecto comenzó en 1994 inmediatamente después que Pablo Escobar fue dado de baja. Se trató en realidad del único proyecto nacional paramilitar. Los grupos paramilitares anteriores, como los del Magdalena Medio y los de Fidel Castaño en Córdoba, estaban en otro nivel. Su capacidad de ejercer como autoridad independiente de otros actores de poder era muy restringida. La clase política, los mandos militares y los narcotraficantes que los financiaban a la distancia tenían aun suficiente injerencia sobre sus actuaciones y al mismo tiempo era limitada su capacidad de  combate y de control territorial. Las incursiones hacia nuevos territorios, previamente controlados por la guerrilla, como la realizada por el Mexicano hacia el Putumayo o Fidel Castaño hacia Urabá en los ochentas terminaron en sendas derrotas. El nuevo ejército, organizado por Carlos y Vicente Castaño, era un proyecto mucho más complejo que las reacciones locales contra la amenaza guerrillera. Era una tropa formada y armada como parte de un proyecto de expansión nacional contrainsurgente, capaz de incursionar en nuevos territorios, expulsar a las guerrillas y ejercer un dominio absoluto sobre la población. La agenda de las Autodefensas Unidas de Colombia (AUC), la denominación escogida en 1996 para nombrar a los ejércitos paramilitares afiliados al proyecto de los hermanos Castaño, estaba sujeta por supuesto al control de las grandes corredores y centros de producción de drogas. Su estrategia de guerra podía llegar a ser aún más brutal y sangrienta que la de los anteriores grupos paramilitares. Se cometieron masacres, desplazamientos y un sinnúmero de violaciones de derechos humanos para expulsar a las guerrillas de sus territorios. El propósito era convertirse en la autoridad política del territorio de modo que la protección y el control del negocio estuvieran garantizados. Sin embargo, el asunto de la pura codicia como motivación para hacer la guerra escondía otra realidad. El poder se convirtió en un fin en sí mismo. Los líderes paramilitares no solo querían ser inmensamente ricos a través del control de las rentas de las drogas y demás economías extractivas de la periferia sino también inmensamente poderosos  al gobernar regiones enteras con sus propias instituciones. En ese sentido tenían una genuina vocación contrainsurgente pues solo derrotando a las guerrillas podían acumular el poder suficiente para gobernar las áreas periféricas del país y controlar las rentas de la droga" (subrayas añadidas)
.

2.4.2.1.2 Las anotadas reflexiones en relación con la etiología de los grupos de autodefensa o paramilitares, con la naturaleza de sus objetivos, la procedencia de los auspicios o apoyos para su funcionamiento, los beneficiarios de su actuar, etcétera, son igualmente compartidas por organismos o instituciones internacionales como la Organización de las Naciones Unidas –ONU–, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos –CIDH– y el Comité Internacional de la Cruz Roja –CICR–.

En cuanto tiene que ver con la Organización de las Naciones Unidas, el Alto Comisionado para los Derechos Humanos de dicho organismo multilateral en Colombia ha dejado claro que los denominados grupos de autodefensa o paramilitares son actores en el conflicto armado interno colombiano en la medida en que no puede asimilárseles a meros delincuentes comunes, toda vez que su origen, sus propósitos y su accionar ora han buscado –así no fuese exclusivamente– evidentes objetivos de tipo político, ora gozan del respaldo de élites políticas, económicas o de algunos sectores insertados en la institucionalidad del mismo Estado, todos interesados en fortalecer la lucha contrainsurgente, por manera que, en la aludida condición, tales organizaciones armadas están en el deber de atemperarse a los dictados del DIH; además, el recuento histórico que este organismo internacional realiza en punto de los orígenes del fenómeno paramilitar en Colombia, coincide integralmente con la reconstrucción que de este extremo se ha hecho por parte de la antes citada Comisión Histórica del Conflicto y sus Víctimas –CHCV–:

"105. El desarrollo de las acciones paramilitares ha confirmado su característica, claramente intencionada, de degradación e inobservancia del derecho internacional humanitario. Aunque en su discurso la actividad paramilitar pretende justificarse como una acción contrainsurgente, en los hechos, su accionar se dirige frontalmente contra la población civil no combatiente.

(...)

2. Evolución del paramilitarismo.

108. Como ya ha señalado la Alta Comisionada en informes anteriores, el Estado colombiano tiene una responsabilidad histórica innegable en el origen y desarrollo del paramilitarismo, que contó con amparo legal desde 1965 hasta 1989. Desde entonces, a pesar de que las llamadas "autodefensas" fueron declaradas inconstitucionales, han transcurrido ya diez años sin que se haya logrado su desmantelamiento efectivo. En este mismo plano histórico, particular responsabilidad le toca a las fuerzas militares, puesto que durante el extenso período de amparo legal de las "autodefensas", les correspondió promover, seleccionar, organizar, entrenar, dotar de armamento y proveer de apoyo logístico a estos grupos, dentro de un esquema general de apoyo a la fuerza pública en su lucha contrainsurgente.  

109. Esta misma orientación volvió a manifestarse cuando el Decreto Extraordinario Nº 356 de 1994 estableció los "Servicios Especiales de Vigilancia y Seguridad Privada", más conocidos como asociaciones "Convivir".  Entre 1997 y 1998, la Oficina pudo constatar cómo se alentó y organizó la proliferación de estas organizaciones en varias regiones del país, sin un adecuado mecanismo de control y supervisión.  Reconocidos paramilitares encontraron el espacio para liderar algunas de estas asociaciones.  Por ello se subrayó ante el Estado colombiano la inconveniencia de su mantenimiento. 

110. El hecho de que la mayoría de las violaciones graves de los derechos humanos sea de la autoría de grupos paramilitares debe llevar al Gobierno a combatirlos, de manera privilegiada y eficaz.  Resulta sumamente preocupante que investigaciones disciplinarias y judiciales revelen la persistencia de vínculos directos entre algunos miembros de la fuerza pública y grupos paramilitares. Ejemplo de esto, durante este año, son los casos relacionados con las actividades de la disuelta Brigada XX de Inteligencia del Ejército, y los hechos relativos a la masacre del 29 de mayo en Tibú (Norte de Santander). Esos vínculos se fortalecieron en algunas regiones del país sin que las autoridades responsables de sancionarlos ejercieran acciones contundentes para enfrentarlos. Estos grupos paramilitares siguen también manteniendo vínculos y contando con el apoyo de algunos sectores de las élites económicas y políticas locales y regionales. Las organizaciones paramilitares han expandido su reclutamiento a guerrilleros desertores, que no sólo actúan como combatientes, sino también como informantes cuyas acusaciones sirven de base para ataques contra la población civil.

(...)

VIII.  RECOMENDACIONES 

183. La Alta Comisionada de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos, en cumplimiento del Acuerdo que dio origen a la Oficina en Colombia, y en concordancia con los pronunciamientos, observaciones y recomendaciones hechas al Estado colombiano por los diversos organismos y procedimientos de las Naciones Unidas que se ocupan de la situación de los derechos humanos en el país, formula las siguientes recomendaciones:

Recomendación Nº 1 

184. La Alta Comisionada reitera al Estado colombiano la importancia de dar prioridad a una política efectiva, coherente e integral de derechos humanos y de derecho internacional humanitario.

Recomendación Nº 2 

185. La Alta Comisionada insta nuevamente a todas las partes en el conflicto armado a adecuar sus comportamientos al respeto irrestricto de las normas del derecho internacional humanitario y a la efectiva protección de la población civil. 

Recomendación Nº 3.

186. La Alta Comisionada alienta al Gobierno de Colombia, a los otros actores en el conflicto y a la sociedad colombiana a continuar los esfuerzos para la obtención de una solución negociada del conflicto armado"
 (énfasis añadido).

También la Comisión Interamericana de Derechos Humanos ha catalogado a los denominados grupos de autodefensa o paramilitares como actores en el conflicto armado interno –los cuales, por tanto, deben diferenciarse de las bandas de delincuencia común o de grupos de narcotraficantes, al punto que sólo si resultan distinguibles de éstos pueden ser sujetos de aplicación de los beneficios consagrados en la llamada Ley de Justicia y Paz (Ley 975 de 2005) en favor de combatientes desmovilizados pertenecientes a grupos irregulares participantes en las hostilidades propias del conflicto armado colombiano–, obligados en consecuencia a respetar los contenidos del Derecho Internacional Humanitario: 

"2. Durante el año 2005 y lo que va del 2006 se han adoptado, a nivel interno, normas especialmente destinadas a juzgar e imponer sanciones a los miembros de grupos ilegales que –habiendo depuesto las armas tras participar en el conflicto armado— se hayan involucrado en la comisión de crímenes contra la población civil. La Corte Constitucional colombiana se ha pronunciado sobre la constitucionalidad de una de estas normas –la Ley 975 de 2005, mejor conocida como Ley de Justicia y Paz— cuya aplicación a los miembros de grupos paramilitares recientemente desmovilizados resulta inminente.

(...)

I. MARCO GENERAL

 

5. Durante los últimos quince años, los actores en el conflicto armado interno –en particular las Autodefensas Unidas de Colombia (AUC) y las FARC-EP— han empleado la comisión de masacres como estrategia contra miembros de los sectores más vulnerables tales como los pueblos indígenas, las comunidades afro descendientes y los desplazados; y la comisión de asesinatos selectivos y desapariciones forzadas como estrategia contra defensores de derechos humanos, operadores de justicia, líderes sindicales y sociales, periodistas y candidatos a cargos de elección popular quienes han sido repetidamente declarados como objetivos militares, principalmente por las AUC. Por su parte, los grupos armados disidentes –principalmente las FARC-EP— también han empleado como estrategia la comisión de atentados con explosivos en forma indiscriminada y de secuestros, en violación de los principios más básicos del derecho internacional humanitario, causando numerosas víctimas entre la población civil.

(...)

28. Entre los requisitos de elegibilidad para acceder a beneficios judiciales, establecidos en el artículo 10 y 11 de la Ley de Justicia y Paz, se establece como condición que el grupo armado organizado al margen de la ley que se desmoviliza no ‘..se haya organizado para..’ o ‘tenido como finalidad’ el tráfico de estupefacientes o el enriquecimiento ilícito. Se trata de una condición de elegibilidad destinada a evitar que el proceso de negociación y su marco normativo sean utilizados como vía subrepticia de legalización de las actividades vinculadas al narcotráfico.

 

29. Los grupos paramilitares han estado ligados al narcotráfico en su constitución y su posterior desarrollo. Los artículos 10(5) y 11(6) obligan al intérprete no sólo a examinar el nacimiento del grupo, sino también su desarrollo histórico y su dinámica de funcionamiento, a fin de observar si las modalidades de organización del grupo responden a fines de narcotráfico o enriquecimiento ilícito. Ello obliga a examinar los diversos niveles de relaciones o vínculos que los bloques desmovilizados pudieran haber establecido con el narcotráfico, incluso las relaciones y vínculos operativos, económicos, de disposición territorial, la denominada ‘venta de franquicias’, así como las variadas relaciones entre sus líderes"
 (subrayas y negrillas adicionales).
El Comité Internacional de la Cruz Roja –CICR–, a su turno, no duda en catalogar a los denominados grupos de autodefensa o paramilitares como actores en un conflicto armado interno en el cual, entre otro tipo de intereses, se pugna por objetivos de naturaleza política:  

"El CICR trabaja en un entorno muy complejo, dado que en Colombia no sólo hay un único conflicto, sino una maraña opaca de agentes y muchas manifestaciones de la violencia: delincuencia común, crimen organizado (mafia de la cocaína, grupos de extorsionistas, etc.), sicarios, conflictos de índole política (ejército, policía, grupos paramilitares, guerrilla), abusos por parte de las cooperativas comunitarias de vigilancia rural (CONVIVIR), «limpiezas sociales» (eliminación de mendigos, ladrones y demás marginados), etc"
 (énfasis añadido).

Al describir la composición, los auspiciadores, los objetivos y los métodos de actuación de los grupos paramilitares o de autodefensa, el Comité Internacional de la Cruz Roja, a pesar de dar cuenta de las diferencias que en relación con dichos extremos distinguen a las referidas organizaciones de los restantes actores en el conflicto armado interno colombiano, no deja de subrayar las similitudes entre algunos de ellos, justamente para concluir en la importancia que reviste, desde la perspectiva de las que constituyen finalidades del accionar del CICR mismo, reiterar a todos dichos actores la obligatoriedad y la trascendencia que acompañan el deber que les asiste de dar cumplimiento a los contenidos del Derecho Internacional Humanitario:  

"Para impedir el avance de la guerrilla, la apurada clase tradicional de terratenientes han apostado tropas mercenarias. Esos grupos paramilitares actúan en la ilegalidad asestando duros golpes, en particular a la base social de la guerrilla, a veces en coordinación o, al menos, con el consentimiento del ejército. Diferentes grupos locales se han unido recientemente a asociaciones mayores, interregionales, las denominadas Autodefensas Campesinas. Intentan deshacerse de la etiqueta de ‘mercenarios escuadrones de la muerte’ y constituirse en organizaciones políticomilitares independientes con estructuras de mando propias. Las Autodefensas denuncian públicamente la injusticia social, la corrupción y la ineficacia de la clase política como la verdadera causa de la guerra. Sorprendentemente, su discurso apenas difiere, en ese aspecto, del de la guerrilla, su enemigo acérrimo. Hasta en la manera de hacer la guerra se parecen ambas organizaciones, dado que evitan el enfrentamiento directo siempre que es posible, empleando la violencia, sobre todo contra las personas civiles sospechosas de colaborar con el enemigo. Por eso, en Colombia se habla de una guerra sucia.

En la guerra civil colombiana, no están claramente definidos los frentes territoriales entre los campamentos enemigos. Se asemejan a un patchwork compuesto por muchos conflictos parciales distintos, fuertemente arraigados a nivel regional. A menudo, los motivos políticos pasan a segundo plano. En cambio, los intereses privados y los resentimientos se han convertido en el principal móvil de la violencia. Se ha llegado a decir que Colombia corre el peligro de convertirse, poco a poco, en un Estado feudal donde cada uno podría apostar su propio ejército. Estos ejércitos son financiados por un ingenioso sistema tributario. Tanto los grupos de guerrilla como las Autodefensas cobran, en las zonas por ellos controladas, las denominadas ‘tasas de protección’. En consecuencia, la mayor parte de la población los considera parásitos, que hacen la guerra a costa del bienestar común, guerra de la que las más de las personas están hartas y que consideran absurda. A ello se añade el hecho de que la mayoría de las víctimas pertenece a la población civil. La única salida que le queda es huir a poblados vecinos o a las grandes ciudades donde se quedan atrapados en los barrios pobres. En los últimos diez años, el conflicto ha producido un millón aproximadamente de refugiados de la violencia.

(...)

En los Convenios de Ginebra se asigna al CICR el cometido de dar a conocer el derecho humanitario a las Partes en conflicto y de supervisar su aplicación. Por lo tanto, no sólo distribuye socorros, sino que remite a los límites estipulados en el derecho internacional por lo que atañe a la conducción de las hostilidades" (subrayas fuera del texto original)
.

Puede darse cuenta de más ocasiones en las cuales a partir de la consideración de conformidad con la cual los denominados grupos de autodefensa o paramilitares son actores en el conflicto armado interno colombiano, el CICR insiste en que, en dicha condición, tales organizaciones irregulares no pueden soslayar el deber que se les impone de acatar los dictados del DIH, como consecuencia de lo cual, a su vez, el propio CICR debe dirigir igualmente hacia ellos su accionar encaminado a procurar que todos los actores en la confrontación bélica respeten los contenidos normativos derivados del Derecho Humanitario:

"Protección  

El CICR permanece en contacto con todas las partes presentes en la zona, a fin de recordarles sus obligaciones a la luz del derecho internacional humanitario.

Se hace hincapié en el respeto debido a la población civil en toda circunstancia, en la prohibición de ejecutar ataques indiscriminados y en la obligación que tienen todas las partes de proteger a la población de los efectos de las hostilidades.

(...)

Perspectivas

  

- Intervenciones constantes ante las partes en el conflicto para recordarles sus obligaciones a la luz del derecho internacional humanitario, y obtener además el levantamiento total del bloqueo.

(...)

Hasta 1997, el Chocó era uno de los pocos departamentos que no había sido afectado por el conflicto armado, a pesar de la presencia de algunos guerrilleros; sin embargo, en 1998 quedó involucrado cuando, provenientes de su bastión, ubicado al otro lado del Golfo de Urabá, las Autodefensas Unidas de Colombia hicieron su incursión"
 (subrayas añadidas).

Finalmente, una organización no gubernamental ocupada de la defensa de los Derechos Humanos y de la observancia de la aplicación del Derecho Internacional Humanitario como Human Rights Watch, en evidente y plena coincidencia con todo cuanto hasta ahora se ha referido en punto de lo ineluctable que resulta el calificar a los denominados grupos de autodefensa o paramilitares como actores en el conflicto armado interno colombiano, tampoco duda en identificar a tales colectivos irregulares como sujetos obligados a dar cumplimiento a las exigencias que a quienes participan en las hostilidades propias de la confrontación armada, impone el tantas veces mencionado Derecho Humanitario, con la muy importante salvedad –a la cual igualmente se había hecho alusión ya en el presente pronunciamiento– en el sentido de que esa conclusión no comporta el reconocimiento de estatus político, de beligerancia o de reconocimiento de plausibilidad alguna a las reivindicaciones u objetivos de las aludidas agrupaciones armadas:

"La aplicación del derecho internacional humanitario a las AUC no les concede ningún estatuto especial ni reconocimiento. Como mostrábamos en la sección dedicada las fuerzas estatales de Colombia, las unidades de las AUC operan con frecuencia en coordinación directa con las fuerzas de seguridad colombianas. En este informe, las llamamos paramilitares debido a su histórica y constante relación con las fuerzas armadas de Colombia. Dentro de Colombia, estos grupos también pueden llamarse ‘grupos de autodefensa,’ una definición utilizada por las AUC. 

Sin embargo, las AUC actúan de manera independiente y tienen una estructura de mando, una fuente de suministro de armas y provisiones, y una planificación de operaciones separadas"
. 

De hecho, Human Rights Watch llama la atención respecto de que al interior de los plurimencionados grupos de autodefensa o paramilitares ha existido una inocultable conciencia de lo vinculante que les resulta sujetar sus actuaciones a los postulados del DIH, al punto que abiertamente han proclamado su compromiso de aplicar dichos imperativos, pese a lo dificultoso que ello pudiere resultar habida consideración de las vicisitudes que plantea el carácter irregular de la confrontación armada que se libra en Colombia. Tal pretendido "compromiso" de las autodefensas con la Normatividad Humanitaria, empero, no ha constituido óbice para que en realidad dichos colectivos hayan soportado su avance y estructurado sus estrategias de lucha sobre la base de flagrantes violaciones al DIH, como lo describe el Informe al cual se viene haciendo alusión, el cual incluso da cuenta de sucesos y de patrones de accionar violento que guardan una estremecedora correspondencia con el entramado fáctico que dio lugar a la iniciación del proceso que mediante esta providencia se decide:
"El líder de las AUC, Carlos Castaño, ha manifestado varias veces su voluntad de comprometer a sus fuerzas a respetar el derecho internacional humanitario. Sin embargo, también ha dicho que sus fuerzas no respetarán las vidas de los guerrilleros fuera de combate o civiles sospechosos de colaborar con la guerrilla, excepciones que demuestran que su supuesto apoyo al derecho internacional humanitario no tiene mayor sentido.

(...)

Las AUC y el derecho internacional humanitario.

Las AUC han reconocido algunos principios del derecho internacional humanitario y aceptan la capacitación en materia de leyes humanitarias impartida por el CICR. Sin embargo, todavía tiene que ajustar su conducta sobre el terreno a estos principios. En cambio, las AUC han pedido “negociaciones” con la guerrilla para “llegar a un acuerdo que permita marginar a la población civil y poder así darle cumplimiento al Derecho Internacional Humanitario,” ignorando el hecho de que no se necesitan negociaciones para aplicar inmediatamente estos principios".

Dentro de las AUC, las ACCU es la organización más receptiva. Los estatutos de las ACCU prohíben el reclutamiento forzado de miembros y el ataque a personas que no participan directamente en el conflicto. Los combatientes que desobedecen las órdenes son sancionados y pueden ser expulsados, según el estatuto.

En otro documento, las AUC han prohibido el reclutamiento de combatientes menores de 18 años; el desplazamiento forzado y el secuestro o la desaparición forzada de civiles.

“En el pasado, los grupos de autodefensa cometieron errores,” dijo Castaño a los reporteros del diario El Tiempo en 1997. “Fue producto de la falta de profesionalización e ignorancia, pero comenzamos a entrar en un proceso de recuperación. Hubo grupos en muchos lugares a los que les dimos una especie de golpe de estado: les quitamos los fusiles y los echamos. Se hizo un depuración y así unificamos el movimiento”.

Al mismo tiempo, sin embargo, Castaño ha alegado que la naturaleza de la guerra de Colombia (con muchos combatientes sin uniforme ni identificación) hace que los principios estrictos sean difíciles si no imposibles de aplicar.

(...)

Tras una revisión detallada de los casos y entrevistas sobre el terreno, Human Rights Watch ha concluido que lejos de intentar respetar el derecho internacional humanitario, las AUC dependen de la violación clara, deliberada y sistemática de estas normas para hacer la guerra. Además, los investigadores del gobierno, los miembros de la Iglesia, las organizaciones de ayuda humanitaria y las víctimas de las AUC coinciden en que éstas sólo defienden de palabra las protecciones contenidas en el Artículo 3 Común y el Protocolo II. Las AUC han hecho una ostentación reiterada y enérgica de sus desdén por las normas internacionales por medio de la comisión de masacres, asesinatos de civiles y combatientes fuera de combate, tortura, mutilación de cadáveres, amenazas de muerte, desplazamiento forzado, toma de rehenes, detención arbitraria y pillaje, entre otras violaciones.

(...)

En 1997, el Banco de Datos registró al menos 155 masacres cometidas aparentemente por unidades aliadas a las AUC, lo que convertía a esta última en responsable de la gran mayoría de los asesinatos considerados una violación del derecho internacional humanitario en Colombia.

(...)

Como queda claro, estas declaraciones y la conducta de las unidades de las AUC sobre el terreno reflejan un profundo rechazo al derecho internacional humanitario, a pesar de que Castaño ha aprendido a elogiarlas en documentos públicos y entrevistas.

Durante 1996 y 1997, las unidades de las AUC establecieron una práctica sistemática clara de violaciones del derecho internacional humanitario. Una unidad entraba en un municipio, ejecutaba a los civiles considerados simpatizantes de la guerrilla y se iba.

(...)

Está claro que estos ataques son violaciones del derecho internacional humanitario, que protege a los civiles aún cuando se pronuncien públicamente en favor de una de las partes del conflicto, en la medida que no tomen parte activa en las hostilidades. El derecho internacional humanitario tampoco hace excepciones para los abusos cometidos en respuesta a las violaciones cometidas por el enemigo; todos los bandos están obligados a respetar el derecho internacional humanitario, independientemente de que sus enemigos lo hagan.

(...)

Para contrarrestar las acusaciones de abusos cometidos por las AUC, Castaño dice que su grupo consulta con al menos tres fuentes de inteligencia no relacionadas entre ellas para confirmar que un posible objetivo es un combatiente antes de llevar a cabo el asesinato. Castaño ha dicho a los periodistas que los sospechosos sólo se ejecutan después de ser condenados por un panel de tres jueces paramilitares, que deben reunir pruebas procedentes de dos fuentes independientes antes de dictar una sentencia.

Cabe destacar, sin embargo, que rara vez las AUC cumple ni siquiera con estas medidas evidentemente inadecuadas antes de matar a las personas que acusa de apoyar a la guerrilla. Por lo tanto, las menciones a la reunión de pruebas y los paneles de jueces forman parte de una iniciativa cínica de relaciones públicas destinada a justificar lo injustificable: las masacres y las ejecuciones de civiles y combatientes fuera de combate"
.

2.4.2.2 El reconocimiento de los grupos de autodefensa o paramilitares como actores en el conflicto armado interno por parte tanto del Derecho Positivo como de la jurisprudencia colombiana.

La catalogación de los llamados grupos de autodefensa o paramilitares como actores del conflicto armado interno que, en consecuencia, tienen el deber de acatar los preceptos del Derecho Internacional Humanitario, ha sido plenamente acogida, además de en la multiplicidad de fuentes a las cuales se ha hecho referencia en el apartado inmediatamente anterior del presente pronunciamiento, a nivel tanto legal como jurisprudencial.

Así pues, en la Ley 418 de 1997, "[P]or la cual se consagran unos instrumentos para la búsqueda de la convivencia, la eficacia de la justicia y se dictan otras disposiciones", se deja abierta la posibilidad de que los integrantes de las referidas agrupaciones armadas, como se prevé a la altura del artículo 11 de dicho Estatuto, lleven a cabo negociaciones con el Gobierno Nacional con miras a verificar la respectiva desmovilización, así como la aplicación de mecanismos de justicia transicional, pues la disposición en comento establece que "[L]os representantes autorizados por el Gobierno podrán realizar actos tendientes a entablar contactos con las llamadas autodefensas y celebrar acuerdos con ellas, con el fin de lograr su sometimiento a la ley y su reincorporación a la vida civil".

Asimismo, el artículo  14 de la citada Ley 418 de 1997 se ocupó de describir algunos comportamientos calificables, además de como infracciones a la ley penal, como transgresiones al DIH en las cuales podrían incurrir los integrantes de grupos irregulares –entre ellos los llamados paramilitares–, lo cual reafirma que éstos son actores del conflicto armado que despliegan hostilidades con ocasión del desarrollo del mismo; el precepto en mención dispone que "[Q]uien reclute a menores de edad para integrar grupos insurgentes o grupos de autodefensa, o los induzca a integrarlos, o los admita en ellos, o quienes con tal fin les proporcione entrenamiento militar, será sancionado con prisión de tres a cinco años". Como corolario de lo anterior, el Parágrafo del mismo precepto previó que "Los miembros de organizaciones armadas al margen de la ley, que incorporen a las mismas, menores de dieciocho (18), no podrán ser acreedores de los beneficios jurídicos de que trata la presente ley".

En la misma dirección, posteriormente, la denominada Ley de Justicia y Paz, esto es la Ley 975 de 2005, "por la cual se dictan disposiciones para la reincorporación de miembros de grupos armados organizados al margen de la ley, que contribuyan de manera efectiva a la consecución de la paz nacional y se dictan otras disposiciones para acuerdos humanitarios", en su artículo 1°, referido al propósito o finalidad de la ley, preceptúa que la misma "tiene por objeto facilitar los procesos de paz y la reincorporación individual o colectiva a la vida civil de miembros de grupos armados al margen de la ley, garantizando los derechos de las víctimas a la verdad, la justicia y la reparación" y añade, en su inciso segundo, que "[S]e entiende por grupo armado organizado al margen de la ley, el grupo de guerrilla o de autodefensas, o una parte significativa e integral de los mismos como bloques, frentes u otras modalidades de esas mismas organizaciones, de las que trate la Ley 782 de 2002".

La Corte Constitucional reafirmó lo resuelto por el Legislador en el conjunto normativo en mención respecto de la inclusión de los llamados grupos paramilitares o de autodefensa entre los actores del conflicto armado interno beneficiarios de las penas alternativas y demás medidas de justicia transicional previstas en la Ley 975 de 2005 con el propósito de desmovilizar integrantes de dichas agrupaciones a fin de alcanzar la paz:

"5.3. El Legislador aprobó la Ley 975/05 en tanto instrumento para materializar la paz en el país; esto es, como un medio para superar el conflicto armado interno que afecta a Colombia hace varias décadas. Así se deduce no solo del título de la ley -“Por la cual se dictan disposiciones para la reincorporación de miembros de grupos armados organizados al margen de la ley, que contribuyan de manera efectiva a la consecución de la paz nacional y se dictan otras disposiciones para acuerdos humanitarios”-, sino de su artículo 1º, en el cual se dice que “[l]a presente ley tiene por objeto facilitar los procesos de paz y la reincorporación individual o colectiva a la vida civil de miembros de grupos armados al margen de la ley, garantizando los derechos de las víctimas a la verdad, la justicia y la reparación”
.

Pero, adicionalmente a lo anterior, lo cierto es que la jurisprudencia de la Corte Constitucional ha señalado que el deber de acatar los contenidos del DIH resulta predicable de todos los actores en el conflicto armado interno, regulares o irregulares, hayan asumido o no formalmente dicho compromiso y con independencia de que sus antagonistas en la confrontación cumplan lo normado por el Derecho Humanitario, toda vez que el carácter vinculante de éste se desprende de lo consustanciales que resultan sus contenidos a la dignidad humana y al ius cogens, más que de la posibilidad de sostener que de los mismos se derivan obligaciones sinalagmáticas para los sujetos llamados a aplicarlos, entre los cuales, consecuentemente, debe incluirse a los grupos de autodefensa:

 “En síntesis los principios de derecho internacional humanitario plasmados en los convenios de Ginebra y en sus dos protocolos, por el hecho de constituir un catálogo ético mínimo aplicable a situaciones de conflicto nacional o internacional, ampliamente aceptado por la comunidad internacional, hacen parte del ius cogens o derechos consuetudinario de los pueblos. En consecuencia, su fuerza vinculante proviene de la universal aceptación y reconocimiento que la comunidad internacional de los Estados en su conjunto le ha dado al adherir a esa axiología y al considerar que no admite norma o práctica en contrario.

(…) 

Todo lo anterior permite entonces concluir que la obligatoriedad del derecho internacional humanitario se impone a todas las partes que participen en un conflicto armado, y no sólo a las Fuerzas Armadas de aquellos Estados que hayan ratificado los respectivos tratados. No es pues legítimo que un actor armado irregular, o una fuerza armada estatal, consideren que no tienen que respetar en un conflicto armado las normas mínimas de humanidad, por no haber suscrito estos actores los convenios internacionales respectivos, puesto que, - se repite- la fuerza normativa del derecho internacional humanitario deriva de la universal aceptación de sus contenidos normativos por los pueblos civilizados y de la evidencia de los valores de humanidad que estos instrumentos internacionales recogen. Todos los actores armados estatales o no estatales, están entonces obligados a respetar estas normas que consagran aquellos principios mínimos de humanidad que no pueden ser derogados ni siquiera en las peores situaciones de conflicto armado”
 (subrayas y negrillas fuera del texto original). 

La doctrina más autorizada ha reafirmado, en la misma línea de cuanto se viene aquí sosteniendo, no sólo que en Colombia se vive una indubitable situación de conflicto armado, sino que en él intervienen como actores los grupos guerrilleros, los de autodefensa o paramilitares y las fuerzas armadas del Estado:

"Colombia presenta una situación de conflicto armado desde hace varios años. En este país, grupos guerrilleros han realizado o realizan diferentes acciones armadas contra miembros de la fuerza pública colombiana, Ejército y Policía, así como contra miembros de grupos de paramilitares o autodefensa, situaciones en las cuales se han cometido y se cometen algunas infracciones graves contra tales partícipes en las hostilidades como contra miembros de la población civil. Del mismo modo, miembros de grupos de auto defensa o paramilitares desarrollaron o desarrollan operaciones militares contra integrantes de los grupos guerrilleros y en algunas ocasiones contra el Ejército y la Policía, hechos en los cuales también se han perpetrado o se perpetran algunas infracciones graves al derecho humanitario. También el Ejército y la Policía han realizado o realizan hostilidades contra miembros de los grupos guerrilleros y de autodefensas o paramilitares, donde en algunos casos también se han ocasionado y se ocasionan algunas infracciones graves al derecho humanitario.

Además, los grupos paramilitares o de autodefensas, así como los grupos guerrilleros, cumplen con los requisitos de organización y mando, realización de operaciones militares sostenidas y planificadas e incluso de control territorial, exigidos por los instrumentos y la jurisprudencia internacional. Sin discusión alguna, la fuerza pública también cumple con estos requisitos. La intensidad y prolongación del conflicto armado colombiano no es ni siquiera objeto de debate"
 (énfasis añadido).
Sin embargo, la expedición de la Ley 975 de 2005 y las demandas de inconstitucionalidad que en contra de la misma se formularon, especialmente por razón de los establecido en su artículo 71, plantearon la discusión respecto de si los integrantes de los grupos de autodefensa o paramilitares podrían ser catalogados como delincuentes políticos. El artículo 71 en mención dispuso lo siguiente:

“Artículo 71. Sedición. Adiciónase al artículo 468 del Código Penal un inciso del siguiente tenor: También incurrirán en el delito de sedición quienes conformen o hagan parte de grupos guerrilleros o de autodefensa cuyo accionar interfiera con el normal funcionamiento del orden constitucional y legal. En este caso, la pena será la misma prevista para el delito de rebelión" (énfasis añadido).

Quienes solicitaron que se declarara la inconstitucionalidad de esta norma adujeron que el ordenamiento jurídico colombiano no ha considerado nunca a los grupos paramilitares como sediciosos, toda vez que su carácter, naturaleza y objetivos no corresponden a los elementos del tipo penal de sedición, previsto para quienes se oponen al Estado, y no para quienes, como los grupos de autodefensa, actúan con su apoyo y en supuesta defensa de las instituciones. Añadieron que si bien no existe una definición del concepto de delito político en el Código Penal, todos los delitos considerados como de ese tipo se agrupan en el título sobre los delitos contra el régimen constitucional y legal, caracterizados porque mediante el uso de la violencia, quienes incurren en tales conductas pretenden cambiar las instituciones políticas, constitucionales, legales, económicas y sociales vigentes para sustituirlas por otras que se consideran más justas, conductas que implican la finalidad de replantear las condiciones económicas, políticas y sociales de una colectividad, ataques a la organización política e institucional del Estado. Empero, los grupos paramilitares, ahora incluidos en el artículo 71 en mención como sediciosos, no tienen dicho objetivo, como lo indican el origen y desarrollo del paramilitarismo colombiano, así como los pronunciamientos de distintos organismos internacionales respecto de tales extremos, de suerte que “la actividad de los grupos paramilitares nunca ha tenido como objetivo oponerse al Estado; al contrario, los grupos paramilitares surgieron con el apoyo del Estado, y desarrollan sus actividades con su complicidad. Los grupos paramilitares no pretenden cambiar las instituciones ni impedir su funcionamiento; en cambio, se autoproclaman sus defensores, al tiempo que las autoridades reclaman su presencia”
.
Por tales razones, se expresó en las correspondientes demandas instauradas en contra de la disposición en cita que en armonía con la jurisprudencia vigente de la Corte Constitucional, surge como conclusión obligada que los hechos delictuosos que constituyen grave violación del Derecho Internacional Humanitario como atentados de lesa humanidad repudiados en el mundo civilizado, los homicidios fuera de combate y a personas civiles, la violación sexual intimidatoria y humillante, actos de crueldad y barbarie para producir pánico en la población civil, las masacres, las torturas, los secuestros, los desplazamientos forzados, los ataques armados indiscriminados a poblaciones, la coacción violenta que impide el ejercicio de los derechos fundamentales, así como el prohijamiento, la financiación, el planeamiento y la dirección de tales conductas, y en fin, toda forma de participación en ellas, no pueden ser considerados como delitos políticos.

En su defensa de la constitucionalidad del mencionado artículo 71, el Gobierno Nacional expresó que a diferencia de lo señalado por los demandantes, las acciones de los grupos de autodefensa sí afectan el funcionamiento del Estado, comoquiera que interfieren en el normal funcionamiento del orden constitucional y legal y reafirmó que el propósito de la Ley de Justicia y Paz es el de extender su aplicación a todos los actores en el conflicto armado interno, entre ellos los llamados grupos paramilitares:

"Expresa que el bien jurídico protegido por este tipo penal es el régimen constitucional y legal. El delito de sedición es de aquellas conductas que pueden perfeccionarse o modificarse mediante la concurrencia de la acción y la intención de varias personas. Es de los denominados delitos de peligro. Aspecto fundamental de este funcionamiento es el empleo de las armas y busca impedir transitoriamente el libre funcionamiento del régimen constitucional y legal vigente.

La adición al tipo penal no vulnera el principio de legalidad toda vez que el legislador, por una parte tiene la competencia constitucional para describir nuevos delitos, modificar los tipos existentes o excluirlos del Estatuto Penal de acuerdo con las conveniencias sociales y con el objeto de obtener los fines constitucionales del Estado. Señala que una característica de la Ley de Justicia es la universalidad. Se remite al informe de ponencia para Segundo Debate al Proyecto de Ley 211 de 2005, donde se indica que la ley va dirigida a los grupos organizados al margen de la ley, entendiendo por tales a los grupos de guerrilla o de autodefensa o a una parte significativa e integral de los mismos, como bloques o frentes y otras modalidades de organización"
 (subrayas añadidas). 

En la sentencia C-370 de 2006 se declaró la inexequibilidad del artículo 71 en comento por vicios de procedimiento en su formación y ello llevó a que la Corte considerara innecesario examinar los cargos que se acaban de señalar, planteados en contra de la aludida disposición
. No obstante, la discusión que se acaba de reflejar no es otra que la derivada de que la Revolución francesa de 1789 y la inestabilidad política que a la misma le sucedió, dieron lugar a una tradición de tratamiento privilegiado del delincuente político frente al delincuente común, tradición que ha sobrevivido hasta nuestros días y de conformidad con la cual la idea del delincuente político beneficiario de un tratamiento penal privilegiado es resultado de una ética de justificación de los medios por los fines, en contravía del escepticismo ideológico y de la hegemonía de las éticas de medios propias de estatutos jurídicos concurrentes como son el del Estado de Derecho y el Derecho Internacional Humanitario, de suerte que 

"[E]l modelo de Estado de Derecho, edificado como está sobre premisas de paz, tiende a condenar homogéneamente toda apelación a la violencia, sin importar la motivación subyacente a la misma, en tanto que el Derecho Internacional Humanitario, apuntalado sobre premisas de guerra pero igualmente escéptico frente a los fines perseguidos por las partes en conflicto, se limita a la proscripción de ciertos medios y métodos de lucha.

En la estructura del delito político, el altruismo motivacional, pero sobre todo su equivalente colectivo y objetivado, cual es la existencia de un proyecto político-ideológico en el actor armado del que se trate, opera como una suerte de gran causal de justificación. En este sentido, el gran privilegio constitucional del rebelde como tipo político por excelencia es el del reconocimiento de su capacidad de interlocución en contextos de paz negociada, y el de su amnistiabilidad e indultabilidad.

(...)

Así las cosas, se explica fácilmente la preferencia de los actores armados estatales, paraestatales y contraestatales por alcanzar un reconocimiento político.

Supuesto lo dicho, no debe soreprender que también el paramilitarismo, sobre todo durante ésta su tercera etapa de articulación nacional bajo una organización de cúpula haya empezado a esbozar un proyecto político-ideológico"
 (subrayas añadidas). 

La Sala ha querido traer a colación el núcleo del debate que se ha suscitado respecto de si a los denominados grupos de autodefensa resulta jurídicamente procedente catalogarlos, o no, como delincuentes políticos, con el específico propósito de dejar claro que no es ése un asunto que se vea impactado por los razonamientos que en este pronunciamiento se realizan con el fin de establecer que dichas organizaciones armadas se encuentran en el deber de acatar el Derecho Internacional Humanitario. Y ello en la medida en que esta última conclusión, vale decir, que los llamados grupos paramilitares son sujetos de aplicación de los contenidos del DIH, es el resultado de la puesta en práctica, para el caso colombiano, de los parámetros objetivos que establecen los instrumentos de DIH a los cuales se ha hecho alusión en precedencia con el fin de determinar si en determinado Estado confluyen, o no, los presupuestos de los cuales dimana la existencia de un conflicto armado en dicho territorio y de identificar quiénes son los actores que participan de las respectivas hostilidades.

Pues bien, toda vez que la existencia de un conflicto armado no internacional y la calificación de un sujeto como actor en el mismo –que es lo que en esta providencia se concluye que acontece con los grupos de autodefensa colombianos– implica distinguir a éste de un delincuente común, ello sin duda deja planteada ineludiblemente la consideración de conformidad con la cual las reivindicaciones u objetivos de dicho actor armado tienen, directa o indirectamente, con mayor o menor intensidad, un contenido político. Sin embargo, ello en modo alguno quiere significar que, en criterio de la Sala, los grupos de autodefensa colombianos deban recibir el tratamiento propio de los delincuentes políticos, pues este último extremo pende de unos presupuestos, tiene unos alcances y comporta llevar a cabo unos análisis que desbordan el problema jurídico a abordar en el presente caso y que escapan, por tanto, a la naturaleza del asunto que concierne estudiar a esta Sala en el presente proveído. En suma, quiere la Sala dejar claro que el reconocimiento de la condición de actor en la confrontación armada que aquí se hace respecto de los grupos de autodefensa o llamados paramilitares –que supone admitir que su etiología, accionar y finalidades implican ciertos componentes de naturaleza política–, en modo alguno supone la asunción de postura o posicionamiento de ningún tipo respecto de si se les debe reconocer, o no,  el estatus o la condición de delincuentes políticos, como desde otras fuentes se ha asegurado, en criterio de la Sala, con todo acierto: 

"Ahora bien, defender el carácter político del conflicto y sus actores, no implica de suyo considerar que los beneficios del delito político deban extenderse a todos ellos, independientemente de su naturaleza, sus motivaciones o sus acciones. Esta es sin duda una condición necesaria pero no suficiente. Existen razones políticas, jurídicas y morales para reservar este tipo de beneficios para quienes intentan transformar las condiciones jurídico-políticas vigentes y no hayan incurrido en delitos de lesa humanidad o atroces contra los derechos humanos, lo que introduce otras condiciones. Por lo tanto, de afirmar que el conflicto armado es político, se sigue que los actores también lo son, pero no que deban ser considerados ‘delincuentes políticos’, condición que tiene otro tipo de restricciones" (subrayas y negrillas añadidas)
.

Que deba reconocérseles, o no, a los grupos de autodefensa, la condición de delincuentes políticos, no constituye óbice para que se reconozca su calidad de sujetos obligados a cumplir con los postulados y con las exigencias del Derecho Internacional Humanitario, que es lo que en este pronunciamiento se examina, lo cual, bueno es reconocerlo, eso sí, a no dudarlo se considera que puede constituir un escenario mucho más proclive a y coherente con la implementación de mecanismos que posibiliten la desmovilización de dichas organizaciones y la búsqueda de soluciones negociadas a la confrontación armada:

"Nuestra guerra intestina, la cual se pelea cada vez más como un conflicto entre máquinas de guerra, deberá, en cambio, ser negociada como "conflicto social". Las comunidades afectadas deberán dejar de ser tratadas como objeto, para convertirse en sujeto. La población civil deberá convertirse en sociedad civil. Y lo que es igualmente importante, de cara al conflicto social, las negociaciones de paz deberán ser altamente "inclusivas". No sólo el Estado y las guerrillas, también los paras representan segmentos de población y grupos de interés. De otro lado, el hecho que habrán de ser, por lo menos en parte, negociaciones entre "criminales de guerra" y en consecuencia entre actores con baja capacidad moral para descalificarse y excluirse recíprocamente, asociado al carácter progresivo del DIH, permite pensar en un modelo de integración política del paramilitarismo, condicionado al desarrollo de una mayor capacidad humanitaria. El negocio con los paras no podría ser sino uno: incorporarlos como milicias a cambio de que abandonen su estrategia de confrontación indirecta, en favor de un enfrentamiento militar directo con las guerrillas"
 (énfasis añadido).
2.4.2.3 Principales contenidos del DIH de interés para el asunto sub judice.

Tradicionalmente se ha señalado que la evolución del DIH convencional lleva a estudiar dos ramas de las cuales dicho ordenamiento se desprende: el llamado derecho de La Haya o derecho de la guerra, de un lado y, de otro, el denominado derecho de Ginebra o derecho humanitario propiamente dicho; el primero desarrolla el principio de limitación –por medio del cual apunta a la regulación de las hostilidades y limita la elección de los medios y métodos de combate– y el segundo regula el principio de distinción, esto es la necesidad de diferenciar a la población civil de los combatientes, para garantizar su protección, al igual que la de las víctimas de los conflictos armados.

El Estado colombiano es parte de los cuatro Convenios de Ginebra de 1949, aprobados mediante la Ley 5ª de 1960, depositados ante la Confederación Suiza el 8 de noviembre de 1961 y vigentes desde el 8 de mayo de 1962. 

Junto con los cuatro Convenios en comento, debe hacerse alusión, como instrumentos jurídicos clave para el DIH, a los dos Protocolos de 1977; El Protocolo I de ese año, incorporado al ordenamiento interno colombiano mediante la Ley 11 de 1992 y declarado exequible por la Corte Constitucional mediante sentencia C-574 de 1992, fue ratificado el 1 de septiembre de 1993 y su entrada en vigor para Colombia se produjo el 1 de marzo de 1994. El Protocolo II de 1977, por su parte, fue insertado en el sistema jurídico colombiano a través de la Ley 171 de 1994, la Corte Constitucional lo declaró exequible mediante la sentencia C-225 de 1995 y Colombia se adhirió al mismo el 14 de agosto de 1995, de suerte que su entrada en vigor ocurrió el 15 de febrero de 1996. Este Protocolo II complementa y desarrolla el artículo 3 común de los Convenios de Ginebra de 1949, ampliando su ámbito de protección en cuanto a las prohibiciones establecidas por ese artículo en lo relativo al trato de los heridos, de los enfermos y de los náufragos, así como en lo atinente a la obligación de proteger a la población civil. 

Debido a su importancia como fuente normativa para el DIH aplicable a los conflictos armados internos, al artículo 3 Común y a algunos de sus contenidos se hará una muy sucinta referencia puntual a continuación.
a. El artículo 3 común de los Convenios de Ginebra de 1949.

El artículo 3 común es la única disposición de los Convenios de Ginebra de 1949 aplicable a los conflictos armados no internacionales, particularidad que lo convierte en la norma más importante del DIH que regula los conflictos armados internos; es la disposición que consagra el mínimo humanitario que deben respetar las partes en cualquier tipo de conflicto armado, respecto del cual se ha afirmado que se trata de “una norma internacional aplicable a todas las actividades desarrolladas por todo tipo de fuerzas de defensa civil que operan en el territorio de un Estado, vale decir, desde aquellas cuya constitución y actividades se encuentran fuertemente reguladas por las leyes internas hasta las organizaciones paramilitares que actúan totalmente al margen del ordenamiento jurídico”
. Su tenor literal es el siguiente:

"En caso de conflicto armado sin carácter internacional y que surja en el territorio de una de las Altas Partes contratantes, cada una de las Partes contendientes tendrá la obligación de aplicar, por lo menos, las disposiciones siguientes:

1. Las personas que no participen directamente en las hostilidades, incluso los miembros de las fuerzas armadas que hayan depuesto las armas y las personas que hayan quedado fuera de combate por enfermedad, herida, detención o por cualquier otra causa, serán en toda circunstancia, tratadas con humanidad, sin distinción alguna de carácter desfavorable, basada en la raza, el color, la religión o las creencias, el sexo, el nacimiento o la fortuna, o cualquier otro criterio análogo.

A tal efecto, están y quedan prohibidos en cualquier tiempo y lugar, respecto a las personas arriba mencionadas:

a)  los atentados a la vida y a la integridad corporal, especialmente el homicidio en todas sus formas, las mutilaciones, los tratos crueles, torturas y suplicios;

b)  la toma de rehenes; 

c)  los atentados a la dignidad personal, especialmente los tratos humillantes y degradantes; 

d)  las condenas dictadas y las ejecuciones efectuadas sin juicio previo emitido por un tribunal regularmente constituido, provisto de las garantías judiciales reconocidas como indispensables por los pueblos civilizados. 

2. Los heridos y enfermos serán recogidos y cuidados.

Un organismo humanitario imparcial, tal como el Comité Internacional de la Cruz Roja, podrá ofrecer sus servicios a las Partes contendientes.

Las Partes contendientes se esforzarán, por otra parte, en poner en vigor por vía de acuerdos especiales la totalidad o parte de las demás disposiciones del presente Convenio.

La aplicación de las disposiciones precedentes no tendrá efecto sobre el estatuto jurídico de las Partes contendientes".

Las prohibiciones contenidas en esta disposición buscan salvaguardar el núcleo básico de derechos humanos que deben ser respetados y garantizados en toda circunstancia, incluso en los conflictos armados: la vida, la integridad personal, la dignidad, la libertad personal y las garantías judiciales; se trata de cinco derechos fundamentales que constituyen el mínimo humanitario que deben observar las partes en contienda, pues la transgresión de los mismos y/o de las prohibiciones fijadas en la norma en cuestión conduciría a un estado de barbarie. De ahí que se subraye la importancia de este precepto como la norma fundamental del derecho humanitario, cuya aplicación efectiva permite elevar el nivel de protección de la población civil no combatiente y de las víctimas de los conflictos. 

Esta disposición propende por que sean protegidos y tratados sin discriminación alguna, especialmente, tres tipos de población: las personas que no participen directamente en las hostilidades, los miembros de las fuerzas armadas que hayan depuesto  las armas y las personas  que  hayan  quedado  fuera  de combate; además, establece un deber de atención a los heridos y los enfermos. 

De especial trascendencia para garantizar su eficacia y extender su alcance, resulta lo establecido en el último párrafo del precepto en cita, según el cual “la aplicación de las disposiciones precedentes no tendrá efecto sobre el estatuto jurídico de la Partes contendientes”. En primer lugar, el segmento normativo en comento llama nuevamente la atención sobre la circunstancia –ya advertida en esta providencia– de que el deber para las partes contendientes de observar el mínimo humanitario de la norma surge ipso iure, sin depender de declaración alguna o de un cumplimiento correlativo de sus obligaciones de cara al DIH por la contraparte, comoquiera que esa exigibilidad se fundamenta en principios humanitarios y no en la constatación previa de otros requisitos, ni en deberes de reciprocidad y ni siquiera en la capacidad de los contendientes para garantizar el cumplimiento de los contenidos de las normas humanitarias. 

Y en segundo lugar, se ha llamado la atención sobre la circunstancia de que sin ese último párrafo, seguramente jamás se habría aprobado el artículo 3 común, habida cuenta de que, hasta su expedición, resultaba generalizada la creencia de acuerdo con la cual el DIH confería algún tipo de reconocimiento jurídico a las partes contendientes y, en particular, que le reconocía beligerancia a los grupos armados irregulares
 –de hecho, ese constituyó, en su momento,  un serio obstáculo para la aplicación del DIH en Colombia
–. Pero esta última parte del artículo 3 hizo que se dejara de lado la idea de acuerdo con la cual sólo el reconocimiento de beligerancia a los contendientes posibilitaba la aplicación del derecho de la guerra para humanizar el conflicto, de manera que se abandona así una postura formalista a este respecto, en favor del planteamiento por cuya virtud la aplicación del derecho de los conflictos armados no se halla condicionada por el estatuto jurídico de las partes en conflicto, elemento éste sobre el cual, como antes se indicó, en Colombia ha llamado la atención la jurisprudencia constitucional al subrayar que “la aplicación del Derecho Internacional Humanitario no implica un reconocimiento ni de la legitimidad de las razones o causas invocadas por los grupos armados disidentes que toman parte en los conflictos armados, ni tampoco (desde ninguna perspectiva( un reconocimiento de insurgencia o de beligerancia a la luz del Derecho Internacional Público”
.

Desde esta perspectiva, el DIH, gracias al artículo 3 común en mención, legitima la vigencia del derecho interno de los Estados durante el curso del conflicto armado, en la medida en que convive con ese derecho interno porque no obstaculiza la labor de las autoridades estatales para mantener la seguridad interior o el orden público y para sancionar a los responsables de su perturbación, dado que ni transforma la naturaleza jurídica del conflicto, ni reconoce la beligerancia a las partes intervinientes en el mismo. A ello se debe adicionar que las infracciones a este precepto dan lugar a que se le deduzca responsabilidad penal individual a quienes de esa manera procedan
.

En el artículo 3 Común a los Convenios de Ginebra de 1949 –aunque también en el Protocolo II de 1977–, encuentran respaldo normativo en el DIH varias prohibiciones expresas para las partes que intervienen en un conflicto armado, que resultan de singular importancia para el estudio del caso bajo examen y que por ello merecen una referencia particular: (i) la prohibición de cometer homicidios; (ii) la prohibición de tortura o de dispensar tratos crueles, inhumanos o degradantes; (iii) El pillaje, el saqueo, la apropiación, el despojo y la confiscación de bienes; (iv) Los desplazamientos forzados de la población civil.

(i) Prohibición de cometer homicidios.
Aunque pudiera parecer una obviedad, tanto el artículo 3 Común de los Convenios de Ginebra de 1949, como el inciso a) del artículo 4.2 del Protocolo II de 1977, prohíben “los atentados contra la vida, especialmente el homicidio en todas sus formas”, de todas las personas que no participen directamente en las hostilidades, incluidos los miembros de las fuerzas armadas que hayan depuesto las armas y los que hayan quedado fuera de combate por enfermedad, herida, detención o por cualquier otra causa análoga.

En el mismo sentido, el Estatuto de la Corte Penal Internacional considera que son crímenes de guerra en relación con los conflictos armados no internacionales, las violaciones graves del artículo 3 común de los Convenios de Ginebra de 1949 y, puntualmente, “los actos de violencia contra la vida, en particular el homicidio en todas sus formas” –art. 8.2.c)–.

Adicionalmente a lo anterior, el artículo 135 del Código Penal colombiano tipifica el homicidio en persona protegida, al preceptuar que “el que, con ocasión y en desarrollo de conflicto armado, ocasione la muerte de persona protegida conforme a los convenios internacionales sobre derecho humanitario ratificados por Colombia, incurrirá en...”.

(ii) La tortura y los tratos crueles, inhumanos o degradantes.

Se encuentra prohibida por el artículo 7 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, por el artículo 5 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, por la Convención de las Naciones Unidas contra la tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes, por la Convención Interamericana para prevenir y sancionar la tortura, por el artículo 3 común de los Convenios de Ginebra de 1949, por el artículo 4.2.a) del Protocolo II de 1977 y por los artículos 7.2.e) y 8.2.c).iv) del Estatuto de la Corte Penal Internacional. Las amenazas de realizar atentados contra la integridad física o mental de las personas, como la tortura, es también uno de los actos prohibidos por el artículo 4.2.h) del Protocolo II de 1977 contra quienes no participen directamente en las hostilidades. Tal como lo señaló el Tribunal Penal Internacional para la antigua Yugoslavia en el caso Celebici Camp, “no existe ninguna duda de que la tortura está prohibida tanto por el derecho convencional como por el derecho consuetudinario internacional”
. Adicionalmente, el artículo 137 del Código Penal colombiano preceptúa que comete tortura en persona protegida:

"...[E]l que, con ocasión y en desarrollo de conflicto armado, inflija a una persona dolores o sufrimientos graves, físicos o psíquicos, con el fin de obtener de ella o de un tercero información o confesión, de castigarla por un acto por ella cometido o que se sospeche que ha cometido, o de intimarla o coaccionarla por cualquier razón que comporte algún tipo de discriminación ..."

Aunque los instrumentos internacionales de derechos humanos exigen que el sujeto activo sea un agente del Estado o un particular que actúe con su apoyo o aquiescencia, el Tribunal Penal para la antigua Yugoslavia, en el caso Kunarac “confirmó la innecesaria existencia de agentes del estatales para la determinación de tortura desde la perspectiva del derecho internacional humanitario”
. En esta sentencia, el Tribunal consideró que la determinación de la tortura radica más en la naturaleza del acto que en la calidad del sujeto activo. En el Estatuto de la Corte Penal Internacional en el caso de tortura como crimen de guerra no se hace referencia a la calidad del sujeto activo, al igual que en los dos tipos del código penal colombiano, en los cuales el sujeto activo también es indeterminado.

El artículo 3 común de los Convenios de Ginebra de 1949 prohíbe, contra las personas que no participen en las hostilidades, los tratos crueles y los atentados contra la dignidad personal, especialmente los tratos humillantes y degradantes. Estas mismas prohibiciones son reiteradas por el artículo 4.2.a) y 4.2.e) del Protocolo II de 1977, el cual agrega, a modo de ejemplo, toda forma de pena corporal. Las amenazas de realizar tales actos también son prohibidas por el artículo 4.2.h) del Protocolo II de 1977, contra quienes no participen directamente en las hostilidades. Además, estos mismos actos son considerados crímenes de guerra en casos de conflicto armado no internacional según lo previsto en los artículos 8.2.c.i) y 8.2.c.iii) del Estatuto de la Corte Penal Internacional. Los artículos 136, 146 y 147 del Código Penal colombiano tipifican las lesiones en persona protegida, los tratos inhumanos y degradantes, los experimentos biológicos en persona protegida y los tratos inhumanos o degradantes por razones discriminatorias. 

Durante largo tiempo la doctrina y la jurisprudencia internacional señalaron la gravedad como el criterio diferenciador entre la tortura, los tratos o penas crueles y los tratos o penas inhumanas o degradantes, donde lo más grave era la tortura y lo menos grave los tratos o penas inhumanas o degradantes.

La gravedad no es un criterio diferenciador para estos crímenes en el Estatuto de Roma, ya que aparece en cada uno de ellos. Los elementos de los crímenes del Estatuto de la Corte Penal Internacional señalan los graves dolores o sufrimientos físicos o mentales como el primer elemento del crimen de guerra tanto de la tortura (artículo 8.2.c.i.-4) como de tratos crueles (art. 8 2.c.i-3) y los tratos humillantes o degradantes como uno de los elementos del crimen de guerra de atentados contra la dignidad personal (art. 8 2.c.ii), agregando para éste último crimen que “haya sido tan grave que esté reconocido generalmente como ultraje contra la dignidad personal”. Pareciera ser más diferenciador el elemento de la finalidad, que aparece señalado solamente para el crimen de tortura así: “2. que el autor haya infligido el dolor o sufrimiento a los fines de obtener información o una confesión, como castigo, intimidación o coacción o por cualquier otra razón basada en discriminación de cualquier tipo”. “El elemento que distingue el trato inhumano de la tortura es que no está presente el criterio de que el trato debe inflingirse con una finalidad precisa”
.

(iii) El pillaje, el saqueo, la apropiación, el despojo y la confiscación de bienes.

La toma de un bien en un conflicto armado sin el consentimiento de su propietario es un acto prohibido por el derecho humanitario. El Protocolo II de 1977 prohíbe el pillaje, el Estatuto del Tribunal Penal para la antigua Yugoslavia sanciona la apropiación y el pillaje, el Estatuto del Tribunal Penal para Ruanda penaliza el saqueo, el Estatuto de la Corte Penal Internacional estipula como crímenes de guerra el saqueo y la confiscación, el Derecho Internacional Humanitario Consuetudinario prohíbe el pillaje, la confiscación y el despojo y el Código Penal colombiano tipifica como delitos el despojo y la apropiación.

El pillaje se encuentra expresamente prohibido en el artículo 4.2.g) del Protocolo II de 1977, y las amenazas de practicarlo también están prohibidas por el artículo 4.2.h) del mismo instrumento contra quienes no participen directamente en las hostilidades
. Está prohibido tanto ordenar como autorizar el pillaje. La prohibición tiene un alcance general y se aplica a todas las categorías de bienes, sean privados o estatales, trátese tanto del pillaje organizado como del resultante de actos individuales de indisciplina.

Según el artículo 8.e.v) del Estatuto de la Corte Penal Internacional, constituye un crimen de guerra en conflictos armados internos, “el saquear una ciudad o plaza, incluso cuando es tomada por asalto”. El Diccionario de la Real Academia Española señala que saquear es “apoderarse violentamente los soldados de lo que halla en un lugar; entrar en una plaza o lugar robando cuanto se halla”. 

El Código Penal, en su artículo 151, tipifica el "despojo en campo de batalla” así: “El que, con ocasión y en desarrollo de conflicto armado, despoje de sus efectos a un cadáver o a persona protegida, incurrirá...”. El mismo Código, a la altura de su artículo 154 en su primer inciso señala que “[E]l que, en ocasión y en desarrollo de conflicto armado y fuera de los casos especialmente previstos como conductas punibles sancionadas con pena mayor, ... se apropie por medios ilegales o excesivos en relación con la ventaja militar concreta prevista”.

El despojo se inspira en el artículo 8 del Protocolo II de 1977 que preceptúa que “[S]iempre que las circunstancias lo permitan, y en particular después de un combate, se tomarán sin demora todas las medidas posibles para buscar y recoger a los heridos, enfermos y náufragos a fin de protegerlos contra el pillaje y los malos tratos y asegurarles la asistencia necesaria, y para buscar a los muertos, impedir que sean despojados y dar destino decoroso a sus restos”.

(iv) Los desplazamientos forzados de la población civil.

El artículo 17 del Protocolo II de 1977 prohíbe lo que la doctrina denomina el desplazamiento deliberado, así:

"1.  Ordenar el desplazamiento de la población civil por razones relacionadas con el conflicto, a no ser que así lo exijan la seguridad de las personas civiles o razones militares imperiosas. ... 

2.  Forzar a las personas civiles a abandonar su propio territorio por razones relacionadas con el conflicto". 

La primera prohibición se refiere tanto a los desplazamientos individuales como a los colectivos o en grupos de la población civil dentro del territorio del Estado en el cual se desarrolla el conflicto armado.

La segunda prohibición consiste en no obligar a las personas civiles a abandonar su propio territorio por motivos relacionados con el conflicto; el término “forzado” supone que las personas afectadas no escogieron libremente permanecer en la región en la cual se hallan. Resulta esencial, entonces, que el desplazamiento se efectúe bajo coacción; además, debe tenerse presente que el desplazamiento forzado puede ser resultado de conductas igualmente prohibidas por el Derecho Humanitario, como los ataques y las amenazas a la población civil y la destrucción de los bienes civiles.

El Código Penal colombiano señala dos tipos penales diferentes en materia de desplazamiento forzado: el artículo 159 del Código Penal dentro del Título II –delitos contra personas y bienes protegidos por el derecho internacional humanitario– tipifica la “deportación, expulsión, traslado o desplazamiento forzado de la población civil, [como] el que, con ocasión y en desarrollo de conflicto armado y sin que medie justificación militar, deporte, expulse, traslade o des- place forzadamente de su sitio de asentamiento a la población civil (...)”. El artículo 180 dentro del capítulo quinto –delitos contra la autonomía personal– del Título III –delitos contra la libertad individual y otras garantías–, tipifica el “desplazamiento forzado [como] el que de manera arbitraria, mediante violencia u otros actos coactivos dirigidos contra un sector de la población, ocasione que uno o varios de sus miembros cambie el lugar de su residencia, incurrirá en (...). No se entenderá por desplazamiento forzado, el movimiento de población que realice la fuerza publica cuando tenga por objeto la seguridad de la población, o en desarrollo de imperiosas razones militares, de acuerdo con el derecho internacional”.

El artículo 17 del Protocolo II de 1977 en su numeral primero “prohíbe expresamente ordenar el desplazamiento de la población civil por razones relacionadas con el conflicto, a no ser que así lo exijan la seguridad de las personas civiles o razones militares imperiosas”; el artículo 8.2.e.viii del Estatuto de la Corte Penal Internacional considera como un crimen de guerra en conflictos armados no internacionales “...ordenar el desplazamiento de la población civil por razones relacionadas con el conflicto, a menos que así lo exija la seguridad de los civiles de que se trate o por razones militares imperativas”, expresiones muy similares y algunas idénticas al segundo inciso del artículo 180. 
b. Principios del DIH.

El DIH, tanto convencional como consuetudinario, desarrolla esencialmente una serie de pautas de conducta básicas que deben ser respetadas y acatadas en los conflictos armados, a las cuales se conoce como principios; y aunque no existe un catálogo taxativo de los mismos en el derecho positivo, como tampoco unanimidad doctrinal en punto de su enunciación, sí se puede constatar la presencia de un significativo consenso al momento de identificar cuáles son los más importantes. Así pues, como antes se anotó en esta providencia, el antes denominado derecho de Ginebra esencialmente desarrolla el principio de distinción y el derecho de La Haya el principio de limitación que, sin duda alguna, constituyen los pilares basilares del DIH. De esos dos postulados básicos se desprenden otros principios más, como los de neutralidad y protección, propios del derecho de Ginebra o los de proporcionalidad y precaución, propios del derecho de La Haya. 
Con el fin de precisar el contenido y alcance de algunos de los aludidos principios –los que resultan relevantes para el presente caso–, debe tenerse en cuenta que el DIH, como sistema normativo, se mantiene en permanente procura de un a veces muy difícil equilibrio entre los principios de necesidad militar y de humanidad, en la medida en que permite la realización de operaciones militares que representen una ventaja militar definida, siempre y cuando dichas actividades no afecten la humanidad de quienes no participan directamente en las hostilidades, así como la integridad de ciertos bienes cuya afectación no ofrece beneficio militar alguno a los contendientes, razón por la cual “está prohibido causar sufrimientos, heridas o destrucción que no sean necesarios para el logro de fines militares legítimos”
 o, dicho en otros términos, el principio de necesidad militar permite “solo el grado y el tipo de fuerza que no están prohibidos de otro modo por el derecho de los conflictos armados, que sean necesarios para lograr el objetivo legítimo del conflicto a saber: la sumisión total o parcial del enemigo en el más breve plazo con un costo mínimo de vidas humanas y recursos”
.
(i) Principio de distinción.

De acuerdo con el postulado que se desprende de este principio básico del DIH, en la conducción de las operaciones militares se debe llevar a cabo una diferenciación, en primer lugar, entre los combatientes y los no combatientes o, por decirlo de forma rigurosa, entre quienes participan directamente en las hostilidades y quienes no lo hacen
 y, en segundo lugar, entre los objetivos militares y los bienes civiles. El propósito de estas diferenciaciones es que las hostilidades se libren entre combatientes o participantes directos en las hostilidades y contra objetivos militares, para que en ninguna circunstancia se afecte a los no combatientes y/o a los bienes civiles
. En ese orden de ideas, resulta lícito de cara al DIH atacar a quien participa directamente en las hostilidades –ese combatiente puede ser incluso dado de baja– y/o a un objetivo militar –el cual puede ser incluso destruido– y, contrario sensu, ilícito, por desconocer el principio de distinción, atacar a quien no interviene directamente en las hostilidades y/o a un bien civil.

Los no combatientes o quienes no participan directamente en las hostilidades tienen la condición de "personas protegidas" por el DIH; ostentan esa calidad los individuos civiles que constituyen la población civil;

Respecto de quienes no participan directamente en las hostilidades, recuérdese que el artículo 3 común de los Convenios de Ginebra de 1949 y el Protocolo II de 1977 establecen una serie de prohibiciones para los combatientes, a saber: el homicidio (art. 3 común y art. 4 del Protocolo II); la tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes  (art. 3 común y art. 4 del Protocolo II); la toma de rehenes (art. 3 común y art. 4 del Protocolo II); los castigos colectivos (art. 4 del Protocolo II); los actos de terrorismo (art. 4 del Protocolo II); la esclavitud y la trata de personas (art. 4 del Protocolo II); el pillaje (art. 4 del Protocolo II); las amenazas de realizar los actos mencionados (art. 4 del Protocolo II) y las condenas dictadas sin el debido proceso legal (art. 3 común y art. 6 del Protocolo II).

Respecto de la población civil, por virtud del principio de distinción están prohibidos los ataques (art. 13 del Protocolo II); los actos o amenazas de violencia cuya finalidad sea aterrorizarla (art. 13 del Protocolo II); hacerla padecer hambre (art. 14 del Protocolo II) y los desplazamientos forzados (art. 17 del Protocolo II).

A propósito de estas prohibiciones, que constituyen el llamado "núcleo duro" de protección del DIH, la Corte Constitucional ha sostenido lo siguiente:

"El principio de distinción es de naturaleza compleja, y se compone de varias subreglas que, individualmente consideradas, comparten con el principio básico la naturaleza simultánea de normas convencionales y normas consuetudinarias de derecho internacional humanitario aplicables a conflictos armados internos, además de ser en varios casos normas de ius cogens en sí mismas. (...) Estas reglas son principalmente las siguientes: (1) la prohibición de dirigir ataques contra la población civil, (2) la prohibición de desarrollar acciones orientadas a aterrorizar a la población civil, (3) las reglas relativas a la distinción entre bienes civiles y objetivos militares, (4) la prohibición de ataques indiscriminados y de armas de efectos indiscriminados, (5) la prohibición de atacar las condiciones básicas de supervivencia de la población civil, y (6) la prohibición de atacar a las personas puestas fuera de combate. Por su parte, son consuetudinarias las definiciones de los conceptos básicos que componen cada una de estas reglas, (...) Estas reglas se encuentran interrelacionadas, se refuerzan mutuamente y contribuyen en su conjunto a la protección de la población civil y no combatiente víctima de las confrontaciones armadas no internacionales"
.

Ahora bien, por cuanto respecta a la incidencia del principio de protección respecto de los bienes materiales, el artículo 52 del Protocolo I de 1977 se ocupa de establecer la protección general de los bienes de carácter civil, en los siguientes términos:

"1. Los bienes de carácter civil no serán objeto de ataque o represalia. Son bienes de carácter civil todos los bienes que no son objetivos militares en el sentido del párrafo 2.

2. Los ataques se limitarán estrictamente a los objetivos militares. En lo que respecta a los bienes, los objetivos militares se limitan a aquellos objetos que por su naturaleza, ubicación o finalidad o utilización contribuyan eficazmente a la acción militar, o cuya destrucción total o parcial, captura o neutralización ofrezca en las circunstancias del caso una ventaja militar definida.

3. En caso de duda acerca de si un bien que normalmente se dedica a fines civiles, tal como un lugar de culto, una casa u otra vivienda o una escuela, se utiliza para contribuir eficazmente a la acción militar, se presumirá que no se utiliza con tal fin".
(ii) Principio de protección, humanidad o inmunidad.

El principio de protección, también denominado de humanidad o de inmunidad, establece que la población civil, los heridos, los enfermos y las personas puestas fuera de combate, tienen la condición de personas protegidas, lo cual debe garantizarles, en todas las circunstancias, ser tratadas de manera humana y, adicionalmente, inmunidad, vale decir que no deben ser atacadas mientras no participen directamente en las hostilidades; además, que el personal médico, sanitario y religioso debe ser también protegido y que tampoco debe ser atacado si no participa directamente en las hostilidades; como se aprecia, este principio es un corolario del principio de distinción, pero suele ser formulado de manera autónoma con el propósito de destacar la relevancia que tienen los no combatientes para el DIH. 

Para los conflictos armados no internacionales, el artículo 13 del Protocolo II de 1977 consagra el principio general de protección de la población civil o, en otras palabras, el principio de inmunidad jurídica de la población, que implica la prohibición absoluta de utilizar ciertos métodos de combate tales como los ataques directos contra la población civil y los actos de terror (artículo 13.2), hacer padecer hambre a la población civil (art. 14) y los desplazamientos forzosos (artículo 17). El derecho internacional humanitario consuetudinario establece las mismas prohibiciones tanto para conflictos armados internacionales como para los no internacionales.

A su turno, el artículo 8.2.e.i) del Estatuto de la Corte Penal Internacional considera como un crimen de guerra, en relación con conflictos armados no internacionales, “... dirigir intencionalmente ataques contra la población civil o contra civiles que no participen directamente en las hostilidades”; asimismo, el artículo 8.2.e).viii) del mismo conjunto normativo consagra el ordenar el desplazamiento forzado de la población civil como un crimen de guerra en conflictos armados no internacionales. Finalmente, el Código Penal colombiano, en su artículo 161, tipifica la “omisión de medidas de protección a la población civil”, mientras que el ya citado parágrafo del artículo 135 de la misma Codificación dispone que son personas protegidas los integrantes de la población civil (numeral 1), los heridos, enfermos o náufragos puestos fuera de combate (numeral 3) y el personal sanitario o religioso (numeral 4).

2.4.5 Los elementos del DIH precedentemente estudiados, en el caso concreto.
Durante el curso de los acontecimientos que dieron origen al presente encuadernamiento, el acervo probatorio recaudado en el plenario no pone de presente que del lado de la Policía Nacional se hubiera incurrido en infracciones al Derecho Humanitario, lo que, dicho sea de paso, carece de incidencia alguna de cara al examen de la responsabilidad del Estado frente a los aquí demandantes, la cual ha sido declarada ya con base en un análisis de los deberes de protección, de diligencia y de cuidado que le eran exigibles a la entidad demandada y que ésta desatendió de manera flagrante, lo cual dio lugar a la configuración de una inobjetable falla en el servicio.

Ahora bien, como se acaba de reseñar, el reconocimiento de la condición de participantes directos en las hostilidades –equivalente a la de combatiente en los conflictos armados internacionales– a los miembros de las Autodefensas Unidas de Colombia que fueron quienes al parecer perpetraron el ataque contra la población civil del corregimiento de Puerto Alvira, les imponía, correlativamente, un riguroso deber de acatamiento a las normas del DIH y, muy especialmente, al conjunto de prohibiciones derivadas tanto del artículo 3 Común a los Convenios de Ginebra de 1949, como del Protocolo II de 1977, restricciones que, como previamente se indicó en este pronunciamiento, integran el denominado "núcleo duro" de la normatividad humanitaria.

Pues bien, a este respecto, los elementos demostrativos arrimados al expediente dan cuenta de que la forma de proceder de los integrantes del grupo de autodefensas que perpetraron la agresión armada y violenta que dio origen al presente litigio, podrían constituir evidentes y groseras transgresiones respecto de las cuatro prohibiciones –(i) la prohibición de cometer homicidios; (ii) la prohibición de tortura o de dispensar tratos crueles, inhumanos o degradantes; (iii) El pillaje, el saqueo, la apropiación, el despojo y la confiscación de bienes; (iv) Los desplazamientos forzados de la población civil –y los dos principios –distinción y humanidad– incluidos en el "núcleo duro" del DIH, a los cuales se hizo alusión previamente en este proveído. 

Téngase en cuenta, adicionalmente, que la jurisprudencia de la Sala Plena de la Sección Tercera del Consejo de Estado se ha pronunciado sobre la procedencia de ordenar, incluso de oficio, medidas de reparación integral, especialmente de contenido no pecuniario, en casos en los cuales, como en el sub judice, puedan haberse producido graves violaciones a los derechos humanos y/o al DIH; en ese sentido, por ejemplo, se ha condenado "... a ofrecer excusas a los demandantes en una ceremonia privada que deberá efectuarse dentro de los tres (3) meses siguientes a la fecha de ejecutoria de este fallo, siempre que los mismos así lo consientan y a establecer un link en su página web con un encabezado apropiado en el que se pueda acceder al contenido magnético de esta providencia"
.
En relación con este tipo de medidas, también en sentencia de unificación jurisprudencial la Sala Plena de la Sección Tercera ha expresado lo siguiente:

"Se reconocerá, aún de oficio, la afectación o vulneración relevante de bienes o derechos convencional y constitucionalmente amparados. Procederá siempre y cuando, se encuentre acreditada dentro del proceso su concreción y se precise su reparación integral. Se privilegia la compensación a través de medidas reparatorias no indemnizatorias a favor de la víctima directa y a su núcleo familiar más cercano, esto es, cónyuge o compañero(a) permanente o estable y los parientes hasta el 1° de consanguinidad, en atención a las relaciones de solidaridad y afecto que se presumen entre ellos. Debe entenderse comprendida la relación familiar biológica, la civil derivada de la adopción y aquellas denominadas “de crianza”.

Las medidas de reparación integral operarán  teniendo en cuenta la relevancia del caso y la gravedad de los hechos, todo con el propósito de reconocer la dignidad de las víctimas, reprobar las violaciones a los derechos humanos y concretar la garantía de verdad, justicia, reparación, no repetición y las demás definidas por el derecho internacional. Para el efecto el juez, de manera oficiosa o a solicitud de parte, decretará las medidas que considere necesarias o coherentes con la magnitud de los hechos probados (Artículo 8.1 y 63.1 de la Convención Interamericana de Derechos Humanos). 

En casos excepcionales, como los de graves violaciones a los derechos humanos, entre otros, podrá otorgarse una indemnización mayor de la señalada en todos los eventos anteriores, cuando existan circunstancias debidamente probadas de una mayor intensidad y gravedad del daño moral sin que en tales casos el monto total de la indemnización pueda superar el triple de los montos indemnizatorios antes señalados. Este quantum deberá motivarse por el juez y ser proporcional a la intensidad del daño"
.
Por esa razón, la Sala dispondrá en el presente pronunciamiento, 

(i) la publicación de la presente sentencia, en un término de seis (6) meses, contados a partir de la notificación de la misma, en el Diario Oficial y de la parte resolutiva de la misma en un diario de circulación nacional; 

(ii) la realización de un acto público de reconocimiento de responsabilidad por parte de las entidades demandadas, que debe ser transmitido por el canal institucional, y la declaración del Ministro de la Defensa de una política dirigida a corregir las fallas que permitieron la incursión de un grupo de paramilitares en la Inspección municipal de Puerto Alvira, Mapiripán, Meta, el día 4 de mayo de 1998; 

(iii) proveer a los demandantes, Pedro Vicente Barajas Sanabria y Maria Clementina Jiménez Galindo, víctimas y a sus familias de un tratamiento psicológico, que permita su reinserción social y la superación de las huellas de la guerra;

(iv) compulsar copias de esta providencia a la Fiscalía General de la Nación para se investiguen penalmente –de no haberse hecho ya– los actos u omisiones de los integrantes del grupo de autodefensas que intervinieron en la incursión violenta a la Inspección municipal de Puerto Alvira, Mapiripán, Meta, el día 4 de mayo de 1998; 

Comoquiera que la Sala estima de la mayor importancia que se conozcan por los ciudadanos las actuaciones realizadas y las decisiones adoptadas por las autoridades públicas colombianas en orden a procurar la aplicación del Derecho Internacional Humanitario, no sólo desde la perspectiva de la relevancia que tiene la eficacia del principio de reparación integral en favor de las víctimas de estos hechos, sino en consideración a la trascendencia que para la sociedad colombiana reviste la asunción de la centralidad que tiene el comprender el rol que juega el DIH en el conflicto armado interno, en caso de que tales decisiones se hayan producido ya, 

(v) comunicar la presente providencia a la Fiscalía General de la Nación con el fin, de un lado, de que lo en esta sentencia y dentro del presente proceso analizado y resuelto, sea tenido en cuenta, de haber lugar a ello, en las actuaciones o procedimientos que se hayan abierto e instruido –si no han sido decididos definitivamente aún– a raíz del ataque realizado por paramilitares a la Inspección municipal de Puerto Alvira, Mapiripán, Meta, el día 4 de mayo de 1998, por razón de las posibles infracciones al Derecho Internacional Humanitario en las cuales se hubiere incurrido por parte de quienes participaron en esos hechos y, de otra parte, que las decisiones definitivas que dentro de tales procesos se hayan adoptado o en su momento se adopten, se difundan ampliamente a la comunidad tanto a través de la emisión de un programa de televisión a través del Canal Institucional, como mediante la publicación de un aviso en dos periódicos de amplia circulación nacional, de forma que por conducto de los dos medios de comunicación mencionados, se relaten los hechos y circunstancias que dieron lugar a la instrucción de las correspondientes actuaciones judiciales como consecuencia de la multicitada toma, así como las decisiones definitivas que dentro de las mismas fueron adoptadas en relación con la responsabilidad penal de quienes pudieren haber infringido, con ocasión de tales sucesos, tanto los derechos humanos como el Derecho Internacional Humanitario. 

(vi) ordenar a la entidad demandada establecer un link en su página web con un encabezado apropiado en el que se pueda acceder al contenido magnético de esta providencia.
2.5 Indemnización de perjuicios.

A título de indemnización de perjuicios, la parte actora solicitó que se ordene pagar a la entidad demandada "por los daños ocasionados a los señores PEDRO VICENTE BARAJAS SANABRIA y MARIA CLEMENTINA JIMÉNEZ GALINDO, los perjuicios de orden material y moral, objetivados y subjetivados, actuales y futuros, los cuales al momento de la presentación de la demanda, se estiman superiores a la suma de CIENTO SETENTA Y SEIS MILLONES CUATROCIENTOS MIL PESOS MCTE ($176'000.000)"; adicionalmente, se pidió en la demanda la actualización de la suma cuyo pago se ordene en la condena, de acuerdo con lo preceptuado por el artículo 178 del C.C.A., el pago de intereses desde la fecha de ocurrencia de los hechos y hasta cuando se de cumplimiento al fallo que pone fin al proceso, además de que dicho acatamiento de lo resuelto en la sentencia se produzca dentro de la oportunidad prevista en los artículos 176 y 177 del C.C.A.

2.4.1 Perjuicios morales.

En cuanto tiene que ver con los perjuicios morales, es de todos conocido que dicho concepto se corresponde con el dolor, la aflicción y en general los sentimientos de desesperación, congoja, desasosiego, temor, zozobra, etc., que invaden a la víctima directa o indirecta de un daño antijurídico, individual o colectivo; tratándose de la reparación del daño moral en caso de lesiones sufridas por la víctima en su integridad física, este rubro del daño busca compensar el dolor o padecimiento que se causa a la víctima directa, así como a sus familiares y demás personas allegadas.

Ahora bien, para establecer el monto de la condena por concepto de perjuicios morales se ha considerado que la valoración de dichos perjuicios debe ser hecha por el juzgador en cada caso según su prudente juicio y se ha sugerido la imposición de condenas por la suma de dinero equivalente a cien (100) salarios mínimos legales mensuales en los eventos en que aquel se presente en su mayor grado de intensidad
. 

En criterio de la Sala la desestructuración del proyecto de vida de la víctima, el verse forzada a abandonar, de manera intempestiva e ineludible, en medio de angustia y de temor por la preservación de la propia existencia, el lugar respecto del cual la persona siente arraigo emocional, familiar o profesional, así como la incertidumbre respecto del futuro, produce una tristeza y un dolor en el desplazado forzosamente del lugar en el cual se ubica su núcleo vital, que sin lugar a la menor hesitación deben catalogarse como de la mayor intensidad.

Por esa razón, la Sala ordenará que se pague a cada uno de los demandantes, señores Pedro Vicente Barajas Sanabria y María Clementina Jiménez Galindo, el equivalente a cien (100) salarios mínimos legales mensuales vigentes por concepto de perjuicios morales.

2.4.2 Perjuicios materiales.

En el expediente existe abundante prueba tanto testimonial como documental que acredita que como consecuencia de la toma violenta de la inspección de Puerto Alvira, el 4 de mayo de 1998, el establecimiento de comercio regentado por los demandantes desde varios años antes de la ocurrencia de tales hechos, fue diezmado hasta su desaparición física como consecuencia del fuego disparado en su contra por los perpetradores del ataque armado de marras. Luego la causación de los perjuicios materiales irrogados a los accionantes se encuentra plenamente acreditada en el plenario.

Sin embargo, no ocurre lo mismo con la cuantía de dichos perjuicios, pues brillan por su ausencia elementos demostrativos que permitan establecer cuál era la naturaleza y el valor de los bienes muebles y enseres afectados por el ataque, así como el monto de los ingresos y de los gastos que la operación del negocio en el cual se ocupaban los demandantes les representaba, todo con el fin de establecer cuál era la utilidad neta mensual que de dicha actividad derivaban. 

Así las cosas, la Sala no dispone de otro camino distinto del de imponer condena en abstracto por este concepto, con el fin de que por la vía del incidente que dentro de la oportunidad legal deberá promover la parte actora, se haga acopio de medios de prueba –testimoniales, documentales, periciales o de otra índole– que permitan establecer el valor de los bienes muebles y enseres que se perdieron como consecuencia de la afectación sufrida por el establecimiento gestionado por los accionantes en Puerto Alvira, Mapiripán, Meta, hasta el día 4 de mayo de 1998, sin incluir el valor del inmueble respectivo, toda vez que no se aportó al proceso prueba idónea de la condición de propietarios, en cabeza de los demandantes, respecto de un bien de este tipo. 

Los medios de prueba de los cuales se haga acopio deberán permitir establecer, asimismo, previa identificación de los ingresos y de los gastos que arrojaba hasta esa fecha la actividad del establecimiento de comercio en mención, la utilidad neta mensual –de haberla– que el mismo produjo durante el año anterior al día en el cual ocurrieron los hechos que dieron lugar al presente proceso. En caso de no resultar posible determinar el monto exacto de dicha utilidad para la época en la cual ocurrieron dichos hechos, será posible demostrar cuál sería el beneficio mensual que obtendría el propietario de un negocio de características similares al que gestionaban los demandantes, para la época en la cual tuvieron lugar los hechos materia del presente litigio, en una localidad de características similares física, económica y socialmente a las que acompañaban a Puerto Alvira, Mapiripán, Meta.  

Una vez determinado el monto de esa utilidad neta mensual producida por el negocio en cuestión, se multiplicará esa suma por el número de meses que los demandantes demuestren que tardaron en poder encontrar una nueva actividad económica, sin que dicho lapso pueda exceder de los dos años contados a partir del 4 de mayo de 1998. La cantidad de dinero que arroje esta operación se actualizará a la fecha de expedición de la providencia que ponga fin al incidente respectivo, con apoyo en las fórmulas que a tal efecto utiliza la jurisprudencia de la Sección Tercera del Consejo de Estado.

2.5 Costas y agencias en derecho.

2.5.1 De conformidad con lo normado en el artículo 19 de la Ley 1395 de 2010 –modificatorio del artículo 392 del C. de P. C.–, en supuestos como el del presente caso debe procederse también a la liquidación de agencias en derecho en favor de la parte beneficiada con la providencia definitiva y a cargo de la parte vencida; establece lo siguiente el precepto legal en mención:

"Artículo 19.1. Se condenará en costas a la parte vencida en el proceso, o a quien se le resuelva desfavorablemente el recurso de apelación, súplica, queja, casación, revisión o anulación que haya propuesto.

Además, se condenará en costas a quien se le resuelva de manera desfavorable un incidente, la formulación de excepciones previas, una solicitud de nulidad o un amparo de pobreza, sin perjuicio artículo 73.

2. La condena se hará en la sentencia o auto que resuelva la actuación que dio lugar a la condena. En la misma providencia se fijará el valor de las agencias en derecho a ser incluidas en la respectiva liquidación" (se destaca).

A su turno, el artículo 393-3 del C. de P. C., dispone que para efectos de la liquidación de costas se fijarán las agencias en derecho con aplicación de las tarifas previstas por el Consejo Superior de la Judicatura, propósito para el cual el Juez deberá tener en cuenta, además de las mencionadas tarifas, i) la naturaleza, ii) la calidad y iii) la duración de la gestión realizada por el apoderado o por la parte que litigó personalmente, supuestos que deben ser valorados por el Juez de la causa, con el fin de decidir el monto de la tarifa dentro de los límites correspondientes:

"Artículo 393.3. Para la fijación de agencias en derecho deberán aplicarse las tarifas que establezca el Consejo Superior de la Judicatura. Si aquéllas establecen solamente un mínimo, o éste y un máximo, el juez tendrá en cuenta además la naturaleza, calidad y duración de la gestión realizada por el apoderado o la parte que litigó personalmente, la cuantía del proceso y otras circunstancias especiales, sin que pueda exceder el máximo de dichas tarifas.

Sólo podrá reclamarse la fijación de agencias en derecho mediante objeción a la liquidación de costas".

Al respecto, el Consejo Superior de la Judicatura –Sala Administrativa– mediante Acuerdo No. 1887 del 26 de junio de 2003, estableció las tarifas correspondientes a las agencias en Derecho aplicables a los procesos judiciales y señaló lo siguiente por cuanto resulta de interés para los efectos del presente proceso:

“Por el cual se establecen las tarifas de agencias en derecho

LA SALA ADMINISTRATIVA DEL

CONSEJO SUPERIOR DE LA JUDICATURA

En ejercicio de sus facultades constitucionales y legales, en especial de las señaladas en el artículo 43 de la ley 794 de 2003, 

 

ACUERDA

 

ARTICULO PRIMERO.- Objetivo y ámbito de aplicación. Es objetivo de este Acuerdo establecer, a nivel nacional, las tarifas de agencias en derecho aplicables a los procesos judiciales. 

 

ARTICULO SEGUNDO.- Concepto. Se entiende por agencias en derecho la porción de las costas imputables a los gastos de defensa judicial de la parte victoriosa, a cargo de quien pierda el proceso, el incidente o trámite especial por él promovido, y de quien se le resuelva desfavorablemente el recurso de apelación, casación, revisión o anulación que haya propuesto, y en los casos especiales previstos en los códigos de procedimiento.

 

ARTICULO TERCERO.- Criterios. El funcionario judicial, para aplicar gradualmente las tarifas establecidas hasta los máximos previstos en este Acuerdo, tendrá en cuenta la naturaleza, calidad y duración útil de la gestión ejecutada por el apoderado o la parte que litigó personalmente, autorizada por la ley, la cuantía de la pretensión y las demás circunstancias relevantes, de modo que sean equitativas y razonables. Las tarifas por porcentaje se aplicarán inversamente al valor de las pretensiones.

 

PARAGRAFO.-  En la aplicación anterior, además, se tendrán en cuenta las normas legales que en particular regulen la materia.

ARTICULO CUARTO.- Fijación de tarifas. Las tarifas máximas de agencias en derecho se establecen en salarios mínimos mensuales legales vigentes, o en porcentajes relativos al valor de las pretensiones de la demanda reconocidas o negadas en la sentencia.

 

PARAGRAFO. En los eventos de terminación del proceso sin haberse proferido sentencia, o ésta sea solamente declarativa, se tendrán en cuenta los criterios previstos en el artículo tercero, sin que en ningún caso la tarifa fijada supere el equivalente a veinte (20) salarios mínimos mensuales legales vigentes.

 

ARTICULO QUINTO.- Analogía. Los asuntos no contemplados en este acuerdo se regirán por las tarifas establecidas para asuntos similares, incluyendo los asuntos que conocen las autoridades administrativas en ejercicio de funciones judiciales.

 

ARTICULO SEXTO. Tarifas. Fijar las siguientes tarifas de agencias en derecho: 

(...)

III

CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO.

3.1.  ASUNTOS.

(...)

3.1.2. Primera instancia.

Sin cuantía: Hasta  quince (15) salarios mínimos mensuales legales vigentes.

Con cuantía: Hasta el veinte por ciento (20%) del valor de las pretensiones reconocidas o negadas en la sentencia.

(...)

3.1.3. Segunda instancia.

Sin cuantía: Hasta  siete (7) salarios mínimos mensuales legales vigentes.

Con cuantía: Hasta el cinco por ciento (5%) del valor de las pretensiones reconocidas o negadas en la sentencia".
En el presente proceso la parte actora, en cuyo favor debe proferirse la correspondiente condena al pago de las agencias en derecho, presentó la demanda, intervino en la aportación y acopio del material probatorio necesario para sustentar fácticamente las pretensiones que elevó en el libelo introductorio del litigio, interpuso el recurso de apelación contra el fallo de primera instancia y alegó de conclusión en las dos instancias. 

Teniendo en cuenta lo anterior, la duración del proceso al cual el presente pronunciamiento pone fin y los parámetros fijados en el precitado Acuerdo 1887 de 2003 proferido por el Consejo Superior de la Judicatura, la Sala ordenará que, por concepto de agencias en Derecho correspondientes a las dos instancias, se pague a la parte actora el equivalente a quince (15) salarios mínimos legales mensuales vigentes. 

2.6.2 Habida cuenta de que para el momento en el cual se dicta este fallo, el artículo 55 de la ley 446 de 1998 indica que sólo hay lugar a la imposición de costas cuando alguna de las partes ha actuado temerariamente y, en el sub lite, ninguna actuó de esa forma, en el presente asunto no habrá lugar a imponerlas.

 En mérito de lo anteriormente expuesto, el Consejo de Estado, en Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección A, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley,

FALLA:

PRIMERO: Revócase la sentencia proferida en primera instancia, esto es la dictada el 13 de febrero de 2005 por el Tribunal Administrativo del Meta, Sala de Descongestión y, en su lugar, dispónese lo siguiente:

1. Declárase a la Nación-Ministerio de Defensa- Policía Nacional, administrativamente responsable por los perjuicios sufridos por los señores Pedro Vicente Barajas Sanabria y María Clementina Jiménez Galindo, como consecuencia de los hechos violentos ocurridos en la  Inspección de Puerto Alvira, Mapiripán, Meta, el 4 de Mayo de 1998.

2. Condénase a la Nación-Ministerio de Defensa-Policía Nacional a pagar a los señores Pedro Vicente Barajas Sanabria y María Clementina Jiménez Galindo, el equivalente a cien (100) salarios mínimos legales mensuales vigentes, para cada uno de ellos, por concepto de perjuicios morales.

3. Condénase en abstracto a la Nación-Ministerio de Defensa Nacional-Policía Nacional, a pagar a los señores Pedro Vicente Barajas Sanabria y María Clementina Jiménez Galindo, la suma de dinero que resulte demostrada en el incidente que dentro de la oportunidad legal deberán promover, atendiendo a los parámetros fijados en la parte motiva de la presente providencia, por concepto de perjuicios materiales.

4. Condénase a la Nación-Ministerio de Defensa Nacional-Policía Nacional, a pagar a a los señores Pedro Vicente Barajas Sanabria y María Clementina Jiménez Galindo, el equivalente a quince salarios mínimos legales mensuales vigentes, por concepto de agencias en derecho.

SEGUNDO: Como medidas de justicia restaurativa, ordénase lo siguiente:
"1. Publíquese la presente sentencia, en un término de seis (6) meses, contados a partir de la notificación de la misma, en el Diario Oficial y de la parte resolutiva de la misma en un diario de circulación nacional; 

2. Realícese un acto público de reconocimiento de responsabilidad por parte de las entidades demandadas, que debe ser transmitido por el canal institucional, y la declaración del Ministro de la Defensa de una política dirigida a corregir las fallas que permitieron la incursión de un grupo de paramilitares en la Inspección municipal de Puerto Alvira, Mapiripán, Meta, el día 4 de mayo de 1998; 

3. Provéase a los demandantes, Pedro Vicente Barajas Sanabria y Maria Clementina Jiménez Galindo, víctimas y a sus familias de un tratamiento psicológico, que permita su reinserción social y  la superación de las huellas de la guerra;

4. Compúlsense copias de esta providencia a la Fiscalía General de la Nación para se investiguen penalmente –de no haberse hecho ya– los actos u omisiones de los integrantes del grupo de autodefensas que intervinieron en la incursión violenta a la Inspección municipal de Puerto Alvira, Mapiripán, Meta, el día 4 de mayo de 1998; 

 5. Comuníquese la presente providencia a la Fiscalía General de la Nación con los siguientes propósitos:

a. Que lo analizado y resuelto en esta sentencia y dentro del presente proceso, sea tenido en cuenta en las actuaciones o procedimientos que se hayan abierto e instruido –si no han sido decididos definitivamente aún– a raíz del ataque realizado por paramilitares a la Inspección municipal de Puerto Alvira, Mapiripán, Meta, el día 4 de mayo de 1998, por razón de las posibles infracciones al Derecho Internacional Humanitario en las cuales se hubiere incurrido por parte de quienes participaron en esos hechos.

b. Que las decisiones definitivas que dentro de los procesos citados en el párrafo anterior se hayan adoptado o en su momento se adopten, se difundan ampliamente a la comunidad, tanto a través de la emisión de un programa de televisión en el Canal Institucional, como mediante la publicación de un aviso en dos periódicos de amplia circulación nacional, de forma que por conducto de los dos medios de comunicación mencionados, se relaten no sólo los hechos y circunstancias que dieron lugar a la instrucción de las correspondientes actuaciones judiciales como consecuencia de la multicitada toma, sino también el contenido de las decisiones definitivas que dentro de las mismas fueron adoptadas en relación con la responsabilidad penal de quienes pudieren haber infringido, con ocasión de tales sucesos, tanto los derechos humanos como el Derecho Internacional Humanitario. 

6. Ordénase a la entidad demandada establecer un link en su página web con un encabezado apropiado en el que se pueda acceder al contenido magnético de esta providencia.
TERCERO: Cúmplase lo dispuesto en esta providencia, en los términos previstos en los artículos 176 y 177 del Código Contencioso Administrativo.
CUARTO: Para el cumplimiento de esta sentencia expídanse copias con destino a las partes, con las precisiones del artículo 115 del Código de Procedimiento Civil y con observancia de lo preceptuado en el artículo 37 del Decreto 359 de 22 de febrero de 1995. Las copias destinadas a la parte actora serán entregadas al apoderado judicial que ha venido actuando.

QUINTO: Todas las comunicaciones que se ordena efectuar en esta sentencia serán libradas por el Tribunal Administrativo a quo.

SEXTO: Ejecutoriada esta providencia, devuélvase el expediente al Tribunal de origen para su cumplimiento.
Cópiese, notifíquese y cúmplase,
CARLOS ALBERTO ZAMBRANO BARRERA
HERNÁN ANDRADE RINCÓN
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� Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera – Subsección A, sentencia del 27 de mayo de 2015; Consejero ponente (E): Hernan Andrade Rincón; Radicación: 500012331000199940139 01; Expediente: 34252; Actor: Carlos Vicente Castro Vergara y otros; Demandado: Nación – Ministerio de Defensa Nacional – Ejército Nacional y Policía Nacional.
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